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Resumen 

 
El motivo de la presente investigación es demostrar lo conveniente que resultaría la 

aplicación del principio de oportunidad que podría aplicarse en los casos del delito de 

agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar, sin antes identificar 

el principal motivo de inaplicación del principio de oportunidad en este tipo de delitos 

por parte de los operadores jurídicos. 

El delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar, es una 

figura delictiva que se encuentra regulada en nuestro código penal en su artículo 122-

B, delito en la que los operadores jurídicos no teniendo un criterio uniforme han optado 

por aplicar el principio de oportunidad o acuerdos reparatorios, claro está antes de la 

dación del Acuerdo Plenario 9-2019; sin embargo, a raíz del Acuerdo Plenario Nº 009-

2019, los operadores jurídicos, especialmente los fiscales se han visto obligados a no 

aplicar este principio de oportunidad pese a existir una gran demanda de estos casos 

y optar por salidas alternativas del proceso consiguiendo los mismos fines de un 

proceso penal común en este tipo de delitos. 

Corresponde a un estudio dogmático jurídico, basado en la revisión de fuentes 

documentales y bibliográficas, con aplicación del análisis hermenéutico y sistemático 

a textos normativos, doctrinarios, resolutivos y de opinión de especialistas, que fueron 

seleccionados por criterio de relación temática. 

Asimismo, se ha corroborado que los casos por este tipo de delitos siguiendo un 

procedimiento regular de un proceso común, se ha conseguido los mismos fines y 

objetivos; de haber sido resueltos por un criterio de oportunidad en un menor tiempo 

y con el ahorro de recursos (SGF, 2019-2021). 

En consecuencia, pese a la existencia de un acuerdo plenario que prohíbe el uso de 

un principio de oportunidad, u otra forma de salida alternativa,  en estos tipos de 

delitos, resulta conveniente y necesario el uso de esta herramienta para la resolución 

de estos casos, bajo la observancia de cada caso en concreto y no de una manera 

generalizada por el operador jurídico; en ese sentido la implementación de un numeral 

adicional en el artículo 2º  del Código Procesal Penal que valide el uso de este criterio 

en este tipo de delitos bajo la observancia del operador jurídico de cada caso en 

concreto. 



 

Palabras Claves: Delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo 

familiar, aplicación del principio de oportunidad; mínima lesividad; eficacia de la 

medida; bienestar familiar. 

  



 

Abstract 

The reason for this investigation is to demonstrate how convenient it would be to 

apply the principle of opportunity that could be applied in cases of the crime of 

aggression against women or members of the family group, without first identifying 

the main reason for non-application of the principle of opportunity. opportunity in this 

type of crime by legal operators. 

The crime of aggression against women or members of the family group is a criminal 

figure that is regulated in our penal code in its article 122-B, a crime in which legal 

operators, not having a uniform criterion, have chosen to apply the principle of 

opportunity or reparation agreements, of course before the approval of Plenary 

Agreement 9-2019; however, as a result of Plenary Agreement No. 009-2019, legal 

operators, especially prosecutors, have been forced not to apply this principle of 

opportunity despite the great demand for these cases and opt for alternative solutions 

to the process, achieving the same purposes of a common criminal process in this 

type of crime. 

It corresponds to a legal dogmatic study, based on the review of documentary and 

bibliographic sources, with application of hermeneutic and systematic analysis to 

normative, doctrinal, decisive and opinion texts of specialists, which were selected by 

criteria of thematic relationship. 

Likewise, it has been confirmed that the cases for this type of crime following a regular 

procedure of a common process, have achieved the same goals and objectives; of 

having been resolved by an opportunity criterion in less time and with resource 

savings (SGF, 2019-2021). 

Consequently, despite the existence of a plenary agreement that prohibits the use of 

a principle of opportunity, or another form of alternative exit, in these types of crimes, 



 

the use of this tool is convenient and necessary for the resolution of these cases, 

under the observance of each specific case and not in a generalized way by the legal 

operator; in this sense, the implementation of an additional numeral in article 2 of the 

Criminal Procedure Code that validates the use of this criterion in this type of crime 

under the observance of the legal operator of each specific case. 

Keywords: Crime of aggression against women or members of the family group, 

application of the principle of opportunity; minimal harmfulness; effectiveness of the 

measure; family welfare. 
 

  



 

 

Introducción 

 

Cuando pretendemos analizar un delito para fines de investigación debemos 

empezar por interpretar su finalidad, como contribución normativa para la sociedad, 

es decir, de qué manera genera un beneficio social. En este caso en particular, el 

delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar, es un 

delito de gran demanda en los últimos años (Ministerio Publico de Junin, 2021), en 

la que se ve afectado principalmente la mujer; los cuales se espera una pronta 

resolución de las mismas, en la que se vea satisfecha la petición y tutela de su 

derecho del recurrente. No obstante, en nuestra legislación peruana a través de un 

Acuerdo Plenario Nº 009-2019 se ha prohibido la resolución de este tipo de delitos 

utilizando el operador jurídico un criterio de oportunidad; por razones que este delito 

se estaría afectando el interés social, revictimizando a la parte agraviada y la 

violencia familiar no se concilia; y con ello conseguir la protección de la mujer o 

integrantes del grupo familiar. 

 

Conforme al análisis realizado en el párrafo anterior, hemos considerado que este 

delito, no es un delito al cual se deba prohibir la aplicación de un criterio de 

oportunidad para su resolución; pues más allá de cumplir   los requisitos establecidos 

por el artículo 2 del código procesal penal para la procedencia de su aplicación; esta 

sea tratada en un proceso penal común, es decir solucionarse con todas las etapas 

de un proceso penal; se consiguen los mismos fines y objetivos con la aplicación de 

un criterio de oportunidad en un menor tiempo y con ahorro de recursos para el 

estado, lo cual los operadores pueden hacer uso bajo la observación de cada caso 

en concreto y no de manera generalizada.  

 

Pretendemos demostrar que la exigencia de la no aplicación de un criterio de 

oportunidad en este tipo de delitos resulta innecesaria porque bien se satisface el 

derecho de la parte recurrente, pero en un tiempo mayor, desgaste emocional de las 

partes y bajo los costos de recursos; caso contrario de la aplicación de un criterio de 

oportunidad bajo la observancia del operador jurídico de cada caso en concreto, se 



 

obtiene satisfecho un derecho reclamado por el afectado en un mínimo tiempo, 

consiguiendo los mismos fines y objetivos, ahorrando recursos y sobre todo desgaste 

y estabilidad emocional de las partes.  

Para este efecto se ha realizado un adecuado estudio dogmático jurídico, basado en 

la revisión de fuentes documentales y bibliográficas, con aplicación del análisis 

hermenéutico y sistemático a textos normativos, doctrinarios, resolutivos y de opinión 

de especialistas, que fueron seleccionados por criterio de relación temática. 

 

Para desarrollar en amplitud lo expresado, hemos divido el presente trabajo en cinco 

capítulos, de los cuales, en el primer capítulo, se desarrolló el planteamiento del 

problema, justificándola como corresponde; luego en el capítulo II, se desarrolló el 

marco teórico, en el que se abordaron los antecedentes, y los aspectos centrales 

sobre la aplicación del principio de oportunidad, en donde la visión abarca los 

fundamentos, elementos y presupuestos de su aplicación; así como todo lo 

relacionado al delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo 

familiar, en cuanto a sus evolución y tratamiento en la legislación peruana e 

internacional, así como los tipos de violencia que existen en el marco de esta norma. 

Por su parte en el capítulo III, se sustentó las hipótesis; en el capítulo IV, se consignó 

los aspectos metodológicos; finalmente en el capítulo V, se sustentan los resultados 

obtenidos. 

Por último, la conclusión relevante es: Se identificó y sustentó la utilidad de la 

aplicación del principio de oportunidad en el delito de agresiones en contra de la 

mujer o integrantes del grupo familiar en el Distrito Fiscal de Junín, como una justifica 

restaurativa, en base a los datos obtenidos en el período 2019-2021; por lo tanto, 

existe la necesidad de modificar el artículo 2º del Código Procesal Penal de 2004.  
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CAPÍTULO I: Planteamiento del Estudio 

1.1. Planteamiento del problema 

Sabido es que, en la actualidad existe una corriente internacional para la 

protección de la mujer e integrantes del grupo familiar, de las agresiones en dicho 

contexto; sobre el particular, basta citar a la Convención de Belén do Pará; por 

lo que, en todos los países suscriptores de dicha convención, se viene 

implementando este delito y su tratamiento punitivo; es decir, en ocasiones 

olvidándose de que por medio existen hijos menores, por lo tanto, sin observar 

a una justicia restaurativa.  

En el Perú, como en cualquier otro país, existe mora en la administración 

de justicia;  sino, solo baste avizorar a las diligencias de las declaraciones únicas 

en calidad de prueba anticipada en las cámaras Gesell, que no están siendo 

oportunas; pese a que “existe mecanismos y salidas alternativas de culminación 

de procesos y con ello la resolución de un factico jurídico con la abstención de la 

acción penal, como el Principio de Oportunidad tipificado en el artículo 2 del 

Código Procesal Penal;” (Escuela del Ministerio Publico, 2013), esto, que bien 

pueden aplicarse para los casos que estamos investigando; así, como en los 

delitos comunes que establece el artículo 2 del Código Procesal Penal.    

Sobre el particular (Vivanco, 2019) señaló que “hasta el año 2018 hubo 

150 feminicidios, alcanzando una tasa de 0.9 muertes por cada 100 mil mujeres. 

En la región Junín, la tasa es de 1,5 víctimas por esa cantidad, un número ha 

aumentado desde el año 2015;” que si bien, está catalogado como un delito de 

mayor atrocidad cometida contra los derechos humanos en nuestro país, así 

como a nivel mundial; sin embargo, en los casos de agresiones, el tratamiento 

debe ser diferente.  

En cuanto a la violencia en el ámbito familiar, conocida también como 

violencia doméstica, y/o agresiones en contra de las mujeres y el grupo familiar, 

conforme a la regulación del Código Penal peruano, se entiende como: 

“El que de cualquier modo cause lesiones corporales que requieran 

menos de diez días de asistencia o descanso según prescripción 

facultativa, o algún tipo de afectación psicológica, cognitiva o conductual 

que no califique como daño psíquico a una mujer por su condición de tal 
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o a integrantes del grupo familiar en cualquiera de los contextos 

previstos en el primer párrafo del artículo 108-B, será reprimido con pena 

privativa de libertad no menor de uno ni mayor de tres años e 

inhabilitación conforme a los numerales 5 y 11 del artículo 36 del 

presente Código y los artículos 75 y 77 del Código de los Niños y 

Adolescentes, según corresponda.” (Codigo Penal Peruano, 2018, art. 

122-B) 

Conforme a los datos del Sistema de Gestión Fiscal (SGF), del Ministerio 

Publico “existen 500 denuncias aproximadamente tramitados por cada despacho 

fiscal, el 30% son archivados, en razón que las víctimas no concurren a las 

evaluaciones sean por la cuantificación de las evaluaciones de reconocimiento 

médico legal y evaluación psicológica.” (Ministerio Publico- Fiscalia de la Nacion, 

2011), lo que implica una carga muy alta en relación con otros delitos comunes.  

Por ello que, conforme al artículo 122-B del Código Penal, interpretando 

en armonía con el artículo 2 del Código Procesal Penal, debe posibilitarse la 

aplicación del principio de oportunidad, como una justicia restaurativa, porque, 

no olvidemos que, de tras de un padre o madre inmerso en una investigación por 

agresiones, se encuentran los hijos menores, y las consecuencias de la 

afectación, no solo será contra la víctima per se, sino justamente contra esos 

menores, que van formando una personalidad para el futuro.  

También es cierto que a mérito al Acuerdo Plenario Nº 09-2019-CIJ-116 

de fecha 10 de setiembre del 2019; en estos delitos, no proceden principios de 

oportunidad, ni acuerdo reparatorios, ni conciliaciones, lo que significa 

judicializar todos los supuestos; sin embargo, como se puede apreciar de la 

información contenida en el Sistema de Gestión Fiscal, en el período 2020-2021, 

muchas casos se archivaron a nivel preliminar, por razones entre otros, que las 

víctimas no acudieron al reconocimiento médico legal, ni tampoco a la pericia 

psicológica; imposibilitando al Fiscal judicializar el caso. 

Por lo que, al posibilitarse la aplicación de principio de oportunidad en 

estos supuestos, éstas tendrán efectos positivos sobre el entorno familiar; 

porque en ella, bien se pueden condicionar la aplicación de terapias grupales a 

la familia, por los profesionales de los hospitales públicos, en forma gratuita; que, 
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deben ser presentados a la Fiscal que conoció el caso, y, en esas condiciones 

sí, podemos hablar de una justicia restaurativa; de lo contrario, lo que se está 

generando en realidad, son más resquebrajamiento de la unidad familiar. 

Más aún, cuando conforme al informe remitido por el área de indicadores 

de gestión del Ministerio Público, del Distrito Fiscal de Junín se tiene:  

 

Figura 1. Estadísticas de delitos de violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar del 2019 hasta el 31/12/2021 

 

Interpretación: En el cuadro se visualiza los delitos de violencia contra las 

mujeres y los integrantes del grupo familiar registrado en el periodo del 2019 

hasta el 31/12/2021, se totalizó en 38,041 casos por delitos.  El año con mayor 

cantidad de casos se registra en el año 2019 con 15,164 (40%) y el año con 

menor cantidad de casos es al año 2020 con 10,159 (27%), Esto debido como 

consecuencia del Covid 19; entonces, consideramos que, ante la alta incidencia 

y sabiendo que las cárceles no son la solución, por lo que, nuestra propuesta es 

viable; más aún, si cuando comparamos de cuántos fiscales tenemos en 

Huancayo, o lo que es peor aún, cuando apenas se implemente el sistema o 

fiscalía de violencia, en Tarma serán tres fiscales, en La Oroya tres fiscales, en 
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Huancayo seis fiscales (con dos despachos), pues nunca serán suficientes, ante 

tanta incidencia de esta moderna criminalidad. 

 
1.2. Formulación del problema 

1.2.1. Problema General 

¿Cuál es la utilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito 

de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el Distrito 

Fiscal de Junín, como una justicia restaurativa, 2019-2021? 

 

1.2.2. Problema Específicos 

1. ¿Cuáles son los motivos de inaplicación del principio de oportunidad en el 

delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en 

el Distrito Fiscal de Huancayo, 2019-2021? 

2. ¿Cuál es la viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito 

de agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, 

(lesiones corporales) en el distrito fiscal de Huancayo, 2019-2021? 

3. ¿Cuál es la viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito 

de agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, 

(afectación psicológica, cognitiva o conductual) en el distrito fiscal de 

Huancayo, 2019-2021? 

 

1.3. Justificación de la investigación  

En este rubro expondré las razones de la investigación, sabiendo que es 

un tema polémico y de actualidad.  
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1.3.1. Justificación Teórica 

Que, en el desarrollo de la investigación se realizaron análisis teóricos y 

reflexiones sobre el tema tratado; pero ello, que, sabiendo que es un tema 

problemático, que existen prohibiciones de aplicación de principio de 

oportunidad desde el pensamiento de la Corte Suprema, como se tiene 

plasmado en el Acuerdo Plenario 9-2019; sin embargo, considerando que el 

derecho al ser una ciencia social, consideramos que no es estático; sino, por el 

contrario, se encuentra en constante evolución y tratamiento normativo. 

Además, cuando concluimos generando propuestas, es porque luego del 

análisis de las encuestas a los operadores del Derecho, nos encontramos en 

condiciones de sustentar o proponer el cambio; con la posibilidad de aplicar el 

principio de oportunidad en los supuestos previstos en el artículo 122-B del 

Código Penal, esto, en armonía con el artículo 2 del Código Procesal Penal, y 

en base al principio de igualdad institucional; porque no pueden coexistir 

tratamientos diferenciados para asuntos similares, solo por la naturaleza de los 

casos.  

 

1.3.2. Justificación Práctica 

La presente investigación propone una alternativa, ya que en un menor 

tiempo más del 80% de casos del delito de agresiones en contra de las mujeres 

o integrantes del grupo familiar podrán culminar sin ser los mismos sometidos 

a la etapa intermedia ni etapa de juzgamiento, ello con la aplicación del criterio 

de oportunidad siendo el mismo principio de oportunidad.  
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Por lo que, de posibilitar la aplicación de principio de oportunidad en los 

supuestos previstos en el artículo 122-B del Código Penal, la utilidad será que, 

se aplicará una justicia restaurativa que beneficie a la unidad familiar por un 

lado; y por otro, a la rápida solución de los conflictos, en el que el Fiscal deberá 

fijar el sometimiento a terapia grupal o familiar, por un periodo determinado, por 

lo que, será de mayor utilidad que la pena privativa de libertad, y de aplicar un 

principio de oportunidad el juez podrá imponer reglas de conducta de igual 

forma que beneficie a la parta agraviada, más aún, considerando que entre las 

reglas de conducta se fijaran en forma obligatoria del tratamiento terapéutico a 

las partes en conflicto.  

 

1.3.3. Justificación Metodológica 

El método que deberá resaltarse no solo en la investigación, sino sobre 

todo en la utilidad de la investigación, será el utilitarismo; esto es, que, la 

aplicación del principio de oportunidad en los casos del artículo 122-B del 

Código Penal, su utilidad será múltiple, y así cumplir con los fines del 

matrimonio y la familia. 

 

1.3.4. Justificación Social 

El beneficio de la presente investigación, radica en generar una propuesta 

para que se posibilite la aplicación del principio de oportunidad en las agresiones 

contra la mujer e integrantes del grupo familiar; que, en la actualidad está 

negada por recomendación de la Defensoría del Pueblo, por disposición de la 

Fiscalía Suprema de Control Interno, así como por el Acuerdo Plenario 9-2019 
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de la Corte Suprema de le República; por lo que, al restablecerse esta 

posibilidad, estaremos ante una real justicia restaurativa, porque se priorizará la 

protección de la familia, antes que buscar solo la sanción penal a toda costa, 

con la imposición de panas efectivas, a merced del cumplimiento a ciegas de la 

parte final del artículo 57 del Código Penal.  

 

1.4. Objetivos de la investigación 

1.4.1. Objetivo general 

Identificar la utilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el 

delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el 

Distrito Fiscal de Junín, como una justifica restaurativa, 2019-2021. 

 

1.4.2. Objetivos específicos 

1. Identificar los motivos de inaplicación del principio de oportunidad en el delito 

de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el 

Distrito Fiscal de Huancayo, 2019-2021. 

2. Sustentar la viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito 

de agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, 

(lesiones corporales) en el distrito fiscal de Huancayo, 2019-2021. 

3. Sustentar la viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito 

de agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, 

(afectación psicológica, cognitiva o conductual) en el distrito fiscal de 

Huancayo, 2019-2021. 
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1.5. Delimitación del problema 

1.5.1. Delimitación Temporal.  

La investigación trabajó con los datos del periodo 2019-2021 sobre los 

delitos de agresiones contra la mujer o integrantes de grupo familiar, es decir se 

analizó la carga fiscal; y para poder sustentar si puede o no aplicarse el principio 

de oportunidad en estos delitos, se aplicó una encuesta a 40 trabajadores del 

Ministerio Público, entre fiscales y asistentes de función fiscal, con la condición 

que se trate de abogados.  

 

1.5.2. Delimitación Espacial.  

En el desarrollo de la investigación se usó la ficha de encuesta, validada 

por dos maestros; y, se aplicó a una muestra que se eligió, trabajadores del 

Ministerio Público; se utilizó la escala de Likert.   

 

1.5.3. Delimitación Social.  

Se empleó la escala de Likert para obtener los datos requeridos para 

sustentar la presente investigación, esto es, sobre la posibilidad de aplicación 

del principio de oportunidad en los delitos contra las mujeres o integrantes del 

grupo familiar, delito previsto en el artículo 122-B del Código Penal. Su vez se 

analizó la información obtenida del Área de Indicadores de Gestión del Distrito 

Fiscal de Junín, relacionado al delito citado.  

 

1.5.4.  Delimitación Conceptual.  

Se abordó en el rubro bases teóricas del marco teórico, respecto a las 
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instituciones jurídicas que sustentan o  dieron consistencia a la investigación, 

desde los planos convencionales, así desde el punto de vista constitucional, y 

otras referencias de investigaciones, todo relacionado al principio de 

oportunidad y su posible aplicación a los delitos previstos en el artículo 122-B 

del Código Penal. 

 

1.6. Limitaciones de la investigación 

 Sabiendo que, en toda investigación existen limitaciones, en el presente 

caso, no fue la excepción, puesto que, por un lado, la situación en la que se 

encuentra el Estado peruano, así como a nivel internacional por la pandemia de 

COVID 19; que constituye una limitación externa natural; empero, también 

identificamos como limitación, a la falta de admisión de los magistrados 

superiores del Distrito Judicial de Junín, para poder seleccionar para la 

encuesta; las razones son diversas; mientras que, en el Ministerio Público se 

encontró mayor predisposición para tal fin; e incluso se nos proporcionó la 

estadística necesaria para sustentar nuestra labor investigativa.  

 

1.7. Importancia de la investigación 

La importancia del presente trabajo, por la polémica y las críticas que han 

de recibir, porque considerando al Derecho como una rama de la ciencia social, 

en el que nada está dicho para siempre las regulaciones legales; es decir, es 

una ciencia en constante cambo; esto, porque, los acontecimientos humanos, 

siempre están antes que las normas; pues hoy, existe prohibición de aplicar 

principio de oportunidad en los delitos objeto de estudio; sobre el particular, 
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podemos citar al Oficio Circular No 15-2020-MP-FN-FSCI, del 06 de marzo de 

2020, mediante el cual se comunica a los Presidentes de la Junta de Fiscales 

Superiores de todo el Perú, para que se exhorte a todos el personal fiscal a nivel 

nacional, haciendo presente que  la aplicación del principio de oportunidad y los 

acuerdos reparatorios son improcedentes; esto, recogiendo las sugerencias 

contenidas en el Oficio No 023-2020/DP del 17 de febrero de 2020, de la 

Defensoría del Pueblo; en el mismo sentido, haciendo suya, en el Distrito Fiscal 

de Junín, se circularizó el Oficio No 012-2021-MP-FN-ODCI-JUNIN/SELVA 

CENTRAL del 10 de diciembre de 2021; sin embargo el reto que asumimos en 

esta investigación, es que, en los supuestos previstos en el artículo 122-B del 

Código Penal, proceda la aplicación del principio de oportunidad, esto, basado 

en el principio de igualdad institucional; que, por un lado con el carácter de 

norma general, en el artículo 2º del Código Procesal Penal, se reguló los 

supuestos de procedencia del principio de oportunidad, entre ellos, en los 

supuestos en los hechos que cuya penalidad no supere los cuatro años; y, en 

los delitos objeto de estudio la pena máxima es de tres años; por ello, 

consideramos que debe posibilitarse dicha aplicación.  

 

1.8. Viabilidad de la investigación 

La investigación que emprendimos, es viable, gracias a las orientaciones 

de los docentes de la Escuela de Posgrado de la Universidad Continental, y a la 

orientación de otros, en el sentido que, en el mundo del Derecho, nada es eterno; 

esto al margen que existen delitos que se ponen de moda, y cuando pasa el 

tiempo, en ocasiones pierden utilidad; en ocasiones, se agravan las penalidades 
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y en otras de despenalizan; entonces, para dar una solución intermedia, es que 

consideramos que la aplicación del principio de oportunidad en el caso tratado, 

deben ser viables; más aún, cuando en el desarrollo del trabajo, se demostró 

que, es totalmente factible, e incluso los mismos operadores del sistema de 

justicia así lo han expresado. 

 

1.9. Aspecto ético de la investigación 

En el desarrollo de la presente investigación, consideramos que, toda 

información consignada en la presente, corresponden a la realidad; así, en 

cuanto a las encuestas aplicadas a nuestra muestra, se encuentran con sus 

respectivas firmas, solo de aquellos profesionales que nos solicitaron guardar la 

reserva de sus identidad; por lo que, solo decidimos adjuntar en calidad de 

anexos, a las fichas de encuestas con las firmas de los encuestados; y, además, 

se respetó las citas textuales de otros libros y/o autores.  
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CAPITULO II: Marco teórico  

2.1.  Antecedentes o revisión de literatura  

A decir de (Sánchez Espejo, 2019, pág. 204), “el marco teórico es el 

desarrollo de la teoría que sustenta el marco operativo (…).” En ese sentido, no 

puede ni existen investigaciones sin antecedentes; por ello que, se agrega “(…), 

son investigaciones realizadas por otros investigadores cuyos temas de 

investigación se encuentran relacionadas a la investigación que se realiza.” En 

consecuencia; a continuación, se plasmarán las investigaciones relacionadas al 

tema, ordenadas desde el nivel internacional, nacional y local. 

 

2.1.1. Antecedentes internacionales 

(Gonzalez Guarda, 2021), en el artículo científico titulado: La eficiencia en 

el sistema penal español: con especial referencia al modelo de conformidades; 

nos resaltó la utilidad del instituto de las conformidades, así como de los 

acuerdos en los procesos penales; se trata de una investigación cualitativa, 

básica, descriptiva, no experimental, se recurrió al uso de los métodos del 

análisis y la comparación; es una investigación bibliográfica; y, la conclusión que 

nos interesa fue:  

“Lo anterior nos hace pensar que hay otros fenómenos jurídicos, 

tecnológicos y socio-económicos, que están más allá del diseño 

procesal, y que a su modo están consolidando un “modelo 

aceleracionista y eficientista en los sistemas procesales penales”. En 

esta línea se puede asumir que el sistema de justicia penal opta por un 

modelo aceleracionista para las causas “más licuables” (flagrancias, por 

ejemplo), aquellas de fácil tramitación y escaso inconveniente garantista, 
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y al mismo tiempo, opta por una justicia penal más ralentizada (con 

menos garantías), para aquellos delitos más graves, difíciles de 

investigar y de procesar. (…).”  

La utilidad de esta investigación, es que, en efecto, si los modelos de 

aceleramiento, no son de recibo en los procesos graves o complejos, pero sí en 

los leves o de escasa complejidad; entonces, no se encuentran las razones que 

justifican para negar la aplicación el principio de oportunidad en los delitos de 

agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, regulado en el 

artículo 122-B del Código Penal, ya que la sanción mayor a imponerse no supera 

los tres años;  que si bien, desde la postura de la Corte Suprema, su gravedad 

se está midiendo en función a la relevancia social; justamente, por ello, es que, 

consideramos que debe aplicarse el principio de oportunidad, como parte de una 

justifica restaurativa; porque en el fondo, el mismo Estado, propicia la unidad 

familiar, promueve el matrimonio; pero, como hacer que exista paz en dicha 

unidad, es propiciando la aplicación del principio citado, pero condicionando al 

tratamiento terapéutico obligatorio por los profesionales psicólogos de los 

hospitales públicos; y de ese modo, no solo se cumple con los fines de la pena; 

sino sobre todo, se restaura a la familia garantizando el libre desarrollo de los 

hijos, que sufren las consecuencia del delito.  

(Vanegas Fernández , 2021), publicó el artículo científico Repensando el 

principio de legalidad penal: sociedad en riesgo, crisis y relativización; se trata 

de una investigación cualitativa, dogmática o básica, descriptiva, recurrió a los 

métodos de la exégesis, el análisis, la dogmática; y la conclusión que nos ilustra 

en el desarrollo de la presente tesis fue:  
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“(…), el cambio sistemático, en un principio supone, la columna vertebral 

del Derecho penal liberal, sin embargo, se ha intentado poner en relieve 

el modo en que las pretensiones originarias sobre las que se desarrolló 

el mismo carecen de efectividad, esto frente al principio de legalidad, 

posibilitando las salidas alternativas,  (…)” 

Esta investigación, nos ayuda a dale el sentido a que, el principio de 

legalidad, no solo es de carácter material, sino también procesal, pues así, se 

tiene al artículo 2 del Código Procesal Penal, que estableció al principio de 

oportunidad; cuya aplicación, está supeditada para los delitos que no revisten 

mayor gravedad, en cuanto a los extremos de la punibilidad, esto es a la pena; 

sin embargo, cando se tiene al Acuerdo Plenario 9-2019, al delito de las 

agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo familiar, a este delito se 

le consideró como un delito de suma gravedad, esto por la naturaleza de la 

afectación al bien jurídico; empero, en el fundamento 52 del mismo, autoriza a 

la conversión de la pena; entonces, consideramos que bien debe posibilitarse la 

aplicación del principio de oportunidad, pero condicionado al cumplimiento del 

acuerdo.  

(Mayor Walton & Salazar Pérez, 2019), publicaron el artículo científico La 

violencia intrafamiliar. Un problema de salud actual; que si bien, los 

profesionales son  psicólogos, pero el tema tiene relevancia con lo que se 

investigó en la presente tesis; puesto que, contextualizaron el problema de la 

violencia intrafamiliar, que se da en todas partes del mundo; resaltando los 

efectos secundarios, que en el futuro afecta la salud mental de los miembros de 

la familia; es decir, a la esposa, e hijos; y, si bien es cierto que, para ello se 
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suscribieron las convenciones internacionales que los desarrollaremos más 

adelante; sin embargo, también, está la protección de la persona humana, así 

como el respeto a su dignidad; porque de nada sirve, penalizar las conductas de 

las agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, cuando todo se 

pretende condenar, resquebrajando más la relación familiar; cuando bien, 

pueden aplicarse la justicia restaurativa, esto es, mediante la aplicación del 

principio de oportunidad; por ello que, la conclusión que nos es útil fue:  

“Se realizó una sistematización de los principales elementos que tratan 

el tema de la violencia intrafamiliar; comportamientos estos que se 

consideran muy dañinos, y en la actualidad no se puede señalar con 

exactitud cuánto afecta la salud psicológica, física, social y sexual de 

las personas que la sufren. Consideramos que, aún, cuando hay 

muchos estudios sobre la violencia intrafamiliar, estos carecen en 

mayor o menor medida de un enfoque holístico, multidisciplinario, e 

intersectorial que permita intervenir eficazmente en sus 

manifestaciones a fin de disminuirla.” 

  Y las principales causas de la violencia familiar e intrafamiliar, tal vez, 

vienen desde el mismo Estado, cuando se propició el machismo, cuando no se 

posibilita la aplicación del principio de oportunidad, con reglas del tratamiento 

terapéutico obligatorio para las personas en conflicto, y solo así se pude reponer 

esa familia. 

Arévalo (2017) en su tesis para optar el grado de Maestro, titulada 

Principio de la Corte Interamericana: Alcances del Principio de Oportunidad en 

Colombia, en el año 2017 presentada a la Universidad Libre Seccional Cùcuta –
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Colombia, donde se propuso como objetivo general: Analizar la aplicabilidad del 

principio de oportunidad establecido por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en la legislacion colombiana actual; se trata de una investigación de 

enfoque cualitativo, documental, basada en fuentes secundarias de información, 

de nivel descriptivo propositivo, entre los métdos usados se tiene al análisis y la 

comparación, la conclusión que es de utilidad fue:  

“La aplicación del principio de oportunidad permite acelerar la actuación 

del Estado, específica y globalmente. Lo primero, porque la actuación 

penal concreta se evacua sin ir a mayores. Lo segundo, porque no tiene 

que arrastrar con ese cúmulo de actuaciones, permitiendo concentrarse 

en otras, con mayor disponibilidad.” 

 

“La concepción del principio fue la de brindar un instrumento al dueño de 

la acción penal (como representante del Estado) para que en ciertos 

casos ésta sea suspendida, interrumpida o renunciada en procura de 

descongestionar el sistema penal, es decir, racionalizar el sistema y 

concebir ciertas reglas para la selección de casos bajo pautas descritas 

en la ley.” 

 

La utilidad de la investigación citada, es vital, aún, cuando no corresponde 

exáctamente al tema en sí; sin embargo, cuando se concluye que la aplicación 

del principio de oportunidad, y considerando que este principio, es una regla 

general; que, en la actualidad se aplican a delitos comunes cuya penalidad, no 

supera a los cuatro años de pena privativa de libertad; esto, precisamente con 
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la finalidad de optimizar el manejo de las investigaciones; es por ello que, incluso 

en algunos distritos judiciales, cuando se implementó la vigencia del Código 

Procesal Penal, se crearon a las fiscalías de decisión temprana, y, cuya función 

fue precisamente verificar la aplicación del principio de oportunida, los acuerdos 

reparatorios, así como las terminaciones anticipadas.  

 

Lamadrid (2015) en su tesis de doctorado El principio de Oportunidad 

como una herremienta de politico criminal, el año 2015 presentada a la 

Universidad de Barcelona. Se propuso como objetivo:  “Aclarar lo que debe ser 

considerado el principio de oportunidad, se propone como debe estructurarse 

para una adecuada aplicación y de muestra con es posible justificar su existencia 

dentro de los sistemas penales occidentales”, se trata de una investigación 

histócia, documental, descritivo proposicional, de enfoque cualitativo o 

dogmático; recurrió al método histórico; finalmente, arribó a las siguientes 

conclusiones: 

“Una aplicación adecuada de este principio por el Ministerio Publico pasa 

por el hecho de una uniformidad en su aplicación que puede ser dada 

mediante las directrices internas y externas. La necesaria definición del 

procedimiento preciso para su aplicación no solo simplifica en gran 

medida el trabajo del Ministerio Público, sino que al mismo tiempo dota 

de una mayor seguridad de cara a la ciudadanía lo que repercutiría de 

manera positiva en su aceptación. En consecuencia, esto conducirá a un 

uso creciente y a una mayor aceptación de esta alternativa procesal en 

la práctica.” (Lamadrid, 2015, p. 349). 
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Esta investigación ha analizado el principio de oportunidad y su 

incorporación como una figura jurídica de uso del Ministerio Público, y con ello 

cuan beneficioso resultaría en el sistema legislativo en Barcelona; por otro lado 

en la legislación peruana este instituto jurídico se encuentra regulado en el 

artículo 2 del Código Procesal Penal y forma parte de una salida alternativa de 

solución de conflictos penales, que faculta al fiscal a poder utilizarlos; sin 

embargo esta aplicación ha sido prohibida mediante el Acuerdo Plenario Nº 09-

2019 en los delitos de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo 

familiar; sin embargo, como toda ciencia social está con constante cambio, 

considero que a futuro, bien se puede posibilitar la aplicación del principio de 

oportunidad en los casos estudiados. 

Baldeon (2016) en su tesis de maestría El Principio de oportunidad y el 

Proceso Penal, en el año 2016 presentada a la Universidad Regional Autónoma 

De Los Andes “UNIANDES-QUEVEDO”. Se propuso como objeto el de diseñar 

un documento de análisis crítico jurídico donde se evidencie que la 

inaplicabilidad del principio de oportunidad en el proceso penal, vulnera los 

derechos del procesado, en una investigación se desarrollará bajo una temática 

eminentemente jurídica ya que para su realización se utilizarán como fuente las 

normas, doctrinas y principios jurídico; por lo tanto se trata de una investigación 

cualitativa, dogmática, comparativa; recurriendo a los métodos del análsis; por 

ello se descartan de la misma los cuestionarios, entrevista, encuesta, se arribó 

a la siguiente conclusión: 
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“Que aun siendo innecesario continuar con un proceso penal en el cual es 

susceptible la aplicación del principio de oportunidad se instaura un 

proceso que lo único que hace es dilatar la aplicación de la norma.” 

 

“Que es necesario una concientización hacia todos los interesados 

respecto de los beneficios de la aplicación del principio de oportunidad y 

las ventajas que este trae consigo.” 

 

Esta investigación desarrolla el principio de oportunidad y su implicancia 

de no aplicarla, el cual deviene en la vulneración de derechos de los 

investigados, puesto que permite que un proceso se dilate en el tiempo y no se 

procure su pronta solución; asimismo, de su aplicación pueda rescatarse los 

beneficios y ventajas; de ello se puede advertir que, en el ámbito peruano, de su 

aplicación en los delitos de agresiones en contra de la mujer o integrantes del 

grupo familiar se observaría grandes beneficios para el sistema penal; 

específicamente cuando, se disponga un tratamiento terapéutico obligatorio 

para las partes en conflicto, por los psicólogos de los hospitales público o centros 

de salud mental. 

 

Fernández (2017) en su tesis de maestría El delito de violencia de genero. 

Tutela Penal y la Ley Orgánica 1/2004, de medidas de protección integral contra 

la violencia de género, en el año 2017 presentada a la Universidad de Alcalá-

España. Se propuso como objetivo el “desarrollo del delito de violencia de 

género, haciendo un análisis y desarrollo de este concepto a través de la Ley 
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Orgánica 1/ 2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra 

la violencia de género; se trata de una investigación dogmática, de tipo teórica, 

recurrió al método comparativo y al análisis. Además, veremos la diferencia que 

existe entre esta violencia machista y la violencia que se ejerce en el ámbito 

familiar o doméstica, se arribó a la siguiente conclusión: 

“La violencia de género es aquella violencia física o psicológica que se 

ejerce contra la mujer por el hecho de serlo. Esto es, actualmente, un 

problema social generalizado, y por el cual, se han tenido que tomar 

medidas para acabar con él. Uno de los ejemplos es la creación de la 

Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 

Integral contra la Violencia de Género. Esta Ley fue creada para acabar 

con este tipo de violencia, y no una violencia cualquiera, sino aquella que 

ha sido ejercida por el hombre contra la mujer por motivos de 

discriminación y desigualdad. Además, establece medidas de protección 

de las víctimas para prevenir, erradicar y castigar esta violencia. Como 

vemos, para que sea catalogada como de género deben concurrir una 

serie de circunstancias. Es decir, cualquier violencia no puede ser 

manifestación de violencia de género, sino que debe ser consecuencia 

de discriminación y desigualdad del hombre sobre la mujer por el hecho 

de serlo.” 

 

La tesis en mención desarrolla la violencia de género y asimismo realiza 

un análisis de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, relacionadas a las 

Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, cómo éstas están 
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operando en este tipo de delitos y cómo son adoptados por la víctima; de igual 

manera, destacar que la violencia no es responsabilidad de las mujeres, sino 

que ante ello son los hombres lo que deben ser concientizados para no maltratar 

a una mujer; siendo que la presente investigación también abarca la violencia 

de género, claro está, que no con esa denominación, sino con agresiones en 

contra de la mujer, de manera física, psicológica, sexual entre otras; situación 

que, en la realidad, afecta a la carga fiscal. 

 

Chica (2016) en su tesis de maestria La Mediacion como Alternativa de 

solucion de conflictos familiares: Divorsio en el canton de Santa Elena, en el año 

2016 presentado en la Universidad Guayaquil –Ecuador. Se propuso con 

objetivo: “Determinar la aplicabilidad de la mediación como alternativa de 

solución a los conflictos familiares que generan el divorcio para la elaboración 

de un programa de asesoría y mediación familiar que permita la disminuir el alto 

índice de divorcios controvertidos en la Unidad Judicial Especializada de 

Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de Santa Elena,” en una investigacion con 

metodo inductivo, deductivo, historico-logico; y analitico sintetico, se abordo a 

los siguientes conclusiones: 

“Resulta importante el poner en marcha un programa de asesoría y 

mediación familiar en el cantón Santa Elena, de manera que se fomente 

una correcta convivencia matrimonial entre los cónyuges y de esta forma 

poder disminuir los casos de divorcio” 
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“Actualmente en el país no se aplica de forma efectiva la mediación 

familiar, como mecanismo que permita el plantear y promover soluciones 

efectivas ante los problemas de pareja. Es primordial el acudir a la 

mediación familiar puesto que posibilita el otorgar alternativas de solución 

a los problemas identificados y por consiguiente no llegar hasta instancias 

del divorcio.” 

 

La presente investigacion ha incidido en el estudio de la figura de la 

mediacion como un metodo alternativo; y, sobre todo preservar el fin de la 

constitución que es la proteccion a la sociedad y la familia; en ese sentido si bien 

es cierto, no abarcara el medicion como eje de investigacion, no obstante en 

temas de conflictos familiares, penalizandose actualmente en la legislacion 

pruana como delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo 

familiar, ha de preservarse en todo momento la integracion de la familia, principio 

reconocido en la Constitucion Politica del Perù; por lo que, si se posibilita la 

aplicación del principio de oportundad en estos delitos, los efectos como justicia 

restaurativa sería altamente beneficiosos para las partes en conflicto e incluso 

los hijos, con los tratamientos terapéuticos.  

 

2.1.2. Antecedentes nacionales 

Mendoza (2019) en su tesis de maestría Análisis de Viabilidad del 

Principio de Oportunidad en delitos de agresiones de agresión contra la mujer, 

Fiscalía Penal de Condevilla, en el año 2019 presentada a la Universidad Cesar 

Vallejo. Se propuso como objeto: “Determinar si es viable el Principio de 
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Oportunidad en el delito de agresiones contra la mujer dentro del grupo familiar, 

tipo penal tipificado en el artículo 122 – B del Código Penal”, en la investigación 

el método empleado fue la fenomenología, el tipo de investigación fue básica, 

nivel descriptivo - interpretativo, enfoque cualitativo, diseño fenomenológico 

hermenéutico, no experimental, de corte transversal. La investigación tuvo como 

participantes a tres familias, a los especialistas en el tema (Juez, Fiscal y 

Abogados), y el análisis documental de las carpetas fiscales. Lo que interesa 

finalmente, es esa posibilidad de incorporar o posibilitar la aplicación del principio 

de oportunidad en estos delitos; que, si bien, desde la postura de la Corte 

Suprema, son delitos de gravedad por la afectación a la víctima; sin embargo, 

cuando se posibilite la aplicación del principio citado, pero con la obligatoriedad 

de someterse a un tratamiento terapéutico; entonces, lo esperado de sus 

resultados, serán positivos; investigación que concluye: 

“Es viable la aplicación del principio de oportunidad en la agresión de la 

mujer dentro del grupo familiar, siempre que cumpla los presupuestos 

legales, así como, se deberá tener en cuenta la conformidad de la 

agraviada, recabar informe familiar, y que el descanso facultativo sea 

inferior a cuatro días de descanso médico, en estos casos deberá de 

aplicarse el principio de oportunidad en aras de la protección familiar 

como institución natural y fundamental de la sociedad conforme nuestra 

Constitución Política del Perú; en ese sentido, los delitos que sean 

inferior a los cuatro días de descanso médico deberán ser delito de 

interés privado o ser considerado como agresiones domésticas.” 
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El estudio de esta investigación, versa en el análisis de la aplicación del 

Principio de Oportunidad en donde será aceptada si es que la agraviada da su 

conformidad y sobre todo se traten de casos en las que la lesión no ha de 

superar de los cuatro días de atención facultativa; no obstante, la presente 

investigación parte de la premisa que a la fecha no se viene aplicando el 

Principio de Oportunidad por prohibición del Acuerdo Plenario 009-2019 en los 

delitos por agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo familiar a nivel 

fiscal, lo que impide la solución de casos con mayor celeridad, ya que el 

operador de justicia recurre al órgano judicial a través de un requerimiento de 

acusación directa, y culmina estos en una sentencia de conclusión anticipada; 

situación que fácilmente puede acabar el caso con la aplicación de principio de 

oportunidad.  

Bazan (2017) en su tesis de maestría El derecho a la familia y su 

aplicación en la nueva Ley 30364 de Violencia Familiar en el distrito Judicial de 

Lambayeque, en el año 2017 presentada a la Universidad Pedro Ruiz Gallo- 

Lambayeque. Se propuso como objeto: “Determinar la protección del derecho 

de familia en la nueva Ley N°30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar” es una 

investigación con metodología descriptivo comparativo, enfoque cualitativo, 

efectuando un análisis de legislación comparada. La investigación tuvo como 

participantes el estudio de 80 profesionales docentes de derecho, abogados, 

jueces y público en general, siendo 5 jueces, 5 fiscales, 15 abogados y 25 otros 

profesionales. De la investigación se concluye: 
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“La Ley Nº 30364 establece medios para una adecuada protección de la 

familia, el cual permitiría disminuir la violencia y el objetivo de la norma es 

reeducar a los agresores y proteger a las víctimas; sin embargo, enfatiza 

que la norma presenta deficiencias en cuanto al monitoreo permanente de 

los casos de violencia familiar y no evita la disposición de las víctimas de 

la violencia familiar.” 

La tesis ha analizado la aplicación de medios para proteger a la familia 

ante hechos de violencia familiar, el cual permita disminuir violencia, siendo 

estos como ejemplo, reeducar a los agresores; es así que en la presente 

investigación se ha tomado como punto eje la protección familiar ante los casos 

de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar, y ello se 

logrará con la aplicación de principio de oportunidad en este tipo de delitos bajo 

la observancia del operador jurídico de cada caso en concreto y no conllevar a 

la desintegración de la unidad familiar; por ello que, consideramos oportuno 

resaltar las bondades del citado principio, y añadiendo el tratamiento terapéutico 

obligatorio, estamos seguros que los resultados sería óptimos. 

Cadenillas (2019) en su tesis de maestría El principio de oportunidad y la 

violencia familiar en el distrito fiscal de Lima Norte, 2018, presentada a la 

Universidad Cesar Vallejo. Se propuso como objetivo: “Analizar cómo es la 

aplicación del principio de oportunidad en la violencia familiar, Distrito Fiscal de 

Lima Norte, 2018” es una investigación con enfoque de investigación cualitativa 

y nivel de estudio descriptivo y explicativo; y de tipo básico; para efectos del 

estudio, se tuvo como participantes a los operadores del Distrito Fiscal de Lima 

Norte, tales como fiscales. Arribó a la siguiente conclusión: 
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“De acuerdo a los resultados del análisis de casos y entrevistas se 

concluye que la aplicación del principio de oportunidad en la violencia 

familiar en el Distrito Fiscal de Lima Norte, 2018 es a criterio del fiscal y 

generalmente no se aplica pese a que la afectación a la víctima es leve 

no se afecta el interés público e incluso si las partes desean llegar a un 

acuerdo, el cual incrementa la carga procesal en forma excesiva, 

asimismo del análisis de las normas se concluye que no tiene una 

regulación expresa.” (Cabanillas, 2019 p. 107) 

 

“De los resultados de las entrevistas y análisis de casos se concluye que 

la aplicación del principio de oportunidad contribuye con la reducción de 

la carga procesal sobre la violencia familiar, toda vez que permite la 

conclusión del proceso en la etapa de investigación preliminar y en la 

investigación preparatoria, en caso se aplique.” (Cabanillas, 2019 p. 107) 

 

“De acuerdo a los resultados de las entrevistas y análisis de casos, el 

principio de oportunidad en la violencia familiar es aplicable para la 

violencia física, económica y psicológica, siempre que la gravedad de la 

afectación a la víctima sea leve y no se haya afectado al interés público, 

sin embargo, no es aplicable para la violencia sexual por ser un delito de 

mayor gravedad.” (Cabanillas, 2019 p. 107) 
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“Los presupuestos para la aplicación del principio de oportunidad en la 

violencia familiar son: consentimiento del imputado, el extremo mínimo de 

la pena no supere los dos años, que no se afecte gravemente a la víctima, 

ni el interés público y que la víctima también preste su consentimiento 

para la aplicación del principio de oportunidad.” (Cabanillas, 2019 p. 107) 

 

La tesis analiza la aplicación del principio de oportunidad, en los casos de 

violencia familiar, y concluye que el mismo resulta aplicable a los casos en la 

que el extremo mínimo de la pena no supere los dos años, no se afecte 

gravemente a la víctima ni el interés público; lo cual ello aportaría a la reducción 

de carga procesal sobre este delito ya que se acabaría este proceso en la etapa 

de diligencias preliminares; asimilando a la presente investigación, trasciende a 

que la aplicación de este principio en los delitos de agresiones en contra de la 

mujer o integrantes del grupo familiar se reducirá en gran escala la carga 

procesal tanto de la fiscalía como del poder judicial.  

Guerrero (2018) en su tesis de titulación La pena efectiva en el delito de 

agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar o 

integrantes del grupo familiar en Ministerio Público de Piura, presentada a la 

Universidad Nacional de Piura. Se propuso como objetivo: “Estudiar y analizar 

la efectividad producida por dicha medida para combatir este problema social.”  

Se trató de una investigación cualitativa, con método de análisis, de nivel 

descriptivo propositivo; y la conclusión relevante fue: 

“La pena efectiva en el delito de agresiones en contra de las mujeres o 

integrantes del grupo familiar no ha tenido el resultado esperado, pues los 
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índices de violencia familiar se han incrementado significativamente. Por 

tanto, se debe precisar que la función pedagógica que se atribuye al 

derecho penal para transmitir mensajes de prohibición de determinadas 

conductas, como la violencia contra la mujer y el grupo familiar, no debe 

tenerse en cuenta a efectos de logar la prevención de las mismas.” 

 

Esta tesis ha desarrollado como se ha comportado el margen del índice 

de casos por el delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo 

familiar aplicando pena efectiva a los sentenciados por la comisión de estos 

delitos, lo cual la reacción ha sido la no disminución de casos por fortalecer la 

pena a efectiva, más por el contrario se han incrementado significativamente; en 

ese sentido la presente investigación toma ciertos preceptos de esta tesis, pues 

socialmente al llevar un caso por agresiones en contra de la mujer o integrantes 

del grupo familiar ante una instancia judicial y recibir una sentencia condenatoria, 

ello no ha disminuido la gran demanda de estos casos, por lo que ante tal 

tratamiento el uso de esta herramienta que el principio de oportunidad, tampoco 

disminuirá los casos por este delito, no obstante ello facilitar a la solución del 

mismo en un menor tiempo y consiguiendo los mismos fines. Más con ello lo que 

se posibilita es, o bien, el agresor condenado, haga abandono de la familia; o 

bien, actúen con venganza, siendo así, las  penas privativas de libertad, no dan 

solución a los problemas familiares, como tampoco propician la unidad familiar, 

por el contrario, sirve de excusa para abandonar a la familia; mientras que, de 

aplicarse el Principio de Oportunidad, con los tratamientos terapéuticos 

grupales, consideramos que el cambio sería significativo. 
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Ambrosio (2018) en su tesis de maestria La procedencia del acuerdo 

reparatorio en los delitos de lesiones leves por violencia familiar en el distrito 

judicial de Lima, Año 2017  presentada a la Universidad Nacional Hermilio 

Valdizán. Se propuso como objetivo: “Establecer el grado de medida entre la 

escasa dañosidad a la víctima influye en la aplicación de un acuerdo 

reparatorio,” en una investigación no experimental, descriptivo correlacional, 

teórico; se arribó a la siguiente conclusión: 

“Que, si bien es cierto a través de la configuración del delito de lesiones 

por violencia familiar, el estado busca proteger y reprochar toda conducta 

lesiva en agravio de las parejas que se encuentra en condición de 

vulneración; también es cierto que esta se puede dar dentro de un 

contexto no tan violento, de tal manera que su mínima festividad pueda 

ser sujeto de aplicación de criterios de oportunidad.” 

 

La tesis buscó desarrollar si resulta aplicable el criterio de oportunidad en 

los delitos de lesiones por violencia familiar, y este ha determinado que ello 

resulta apropiado siempre y cuando estos hechos se den escenarios no tan 

violentos; lo que resulta positivo para la presente investigación, ya que se 

demostrará que es conveniente la aplicación de este criterio de oportunidad en 

el delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar y 

se conseguirá los mismos resultados que ser tramitados por un proceso común 

cumpliendo con todas las etapas del proceso penal. 
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2.1.3. Antecedentes locales 

Briceño y Larzo (2021), sustentaron la tesis titulada Los criterios de 

oportunidad y el delito de agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo 

familiar; Para optar el Grado Académico de Maestro en Derecho con Mención 

en Derecho Penal y Derecho Procesal Penal; en la Universidad Continental-

Huancayo; se propusieron como objetivo: Describir la relación que existe entre 

el criterio de oportunidad y su aplicación en el delito de agresiones contra las 

mujeres e integrantes del grupo familiar en la Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Tarma, 2018. Se trata de una investigación básica, cualitativa, 

no experimental, se usó los métodos del análisis, la síntesis y la descripción; la 

conclusión relevante para la presente investigación fue:  

“Existe relación hipotética entre el criterio de oportunidad en el delito de 

agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo familiar en la 

Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Tarma durante el año 2018; 

pues del total de carpetas fiscales analizadas se tiene que en el 44% de 

carpetas fiscales sí se dispusieron la aplicación del criterio de 

oportunidad - acuerdo reparatorio - por el delito de agresiones contra las 

mujeres o integrantes del grupo familiar.”  

Esta investigación, que si bien se inició antes del Acuerdo Plenario 6-

2019; sin embargo, no deja de tener sentido, puesto que, en la provincia de 

Tarma, si se han venido aplicando criterios de oportunidad en estos delitos 

objeto de estudio; además, sabiendo que el Derecho como ciencia social, se 

encuentra en constante cambio; que si bien es cierto que, conforme a los 

documentos citados en las justificaciones de la presente investigación; sin 
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embargo, la realidad es que la carga procesal fiscal por este delito entre los años 

2019, 2020 y 2021, superaron los 38,000 casos; y, si todo se va judicializar, 

nuevamente nos encontraremos en un cuello de botella, en el Poder Judicial. 

Que, si bien es cierto, es parte del acceso a la justicia; pero con la aplicación del 

principio de oportunidad, también se les estaría brindando ese acceso a la 

justicia restaurativa.   

 

2.2. Bases teóricas relacionadas con el tema 

2.2.1. Evolución histórica  

2.2.1.1 Evolución Histórica del Principio de Oportunidad 

De acuerdo a Chavez (2015) ha manistado que el “primer país en el que 

aparece el Principio de Oportunidad es Alemania, a través del artículo 153 de la 

Ordenanza Procesal Alemana –StPO, “Ley Emminger” del 04 de enero de 1924, 

en virtud del cual el Ministerio Público quedó facultado a abstenerse del ejercicio 

de la acción penal para satisfacción de determinados presupuestos como son: 

a) Reparar el daño ocasionado, b) otorgar prestaciones de utilidad pública; y c) 

Cumplir determinadas obligaciones” . 

El autor refiere que muchos pensadores de la época se opusieron a tal 

reforma, y que, tal como lo señala Teresa Amenta Deu:  

 "El hecho de otorgar demasiadas atribuciones al ministerio fiscal, 

significaba convertirlo en una auténtica autoridad suprema”. Asimismo, la 

autora en mención sostenía que la falta de sujeción a una regulación 

reconocida con anterioridad desembocaría en atentar contra la seguridad 

jurídica de los ciudadanos. Señalaba también que, si el legislador penal 
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había incluido en el código determinados actos como delictivos, por 

mínimos que estos pudieran parecer, nada daba pie a entender que 

faltaba interés público en su persecución.” 

Asimismo, internacionalmente podemos encontrar un indicio de la figura 

del principio de oportunidad, como explica Vasquez & Mojica (2010) “en el 

Código de Hammurabi en el que se consagraban figuras indemnizatorias para 

reparar el daño, métodos de conciliación para solucionar los conflictos 

suscitados en la sociedad” (p.18); tal vez se trate de una referencia antigua, pero 

no pensado como un principio de oportunidad; sino, sobre todo, basado en la 

autocomposición de la justicia. 

Por su parte, Sumarriva (2011) en su obra el “Nuevo Sistema Procesal 

Penal Análisis Crítico” refiere que el “principio de oportunidad alcanza un gran 

desarrollo en los principales Estados europeos que instauran una política 

legislativa con notables criterios de aceleración del procedimiento, que se 

proyecta en tres vertientes:”  

1. “Descriminalización y creación de nuevos procedimientos 

administrativos simplificados,”   

2. “Instauración del procedimiento penal monitorio,”   

3. “La potenciación del principio de oportunidad (…), en doctrina se 

distinguen dos modelos de aplicación de principio de oportunidad, los 

cuales son; el sistema angloamericano que desconoce el principio de 

legalidad procesal y los fiscales ejercen sus facultades persecutorias 

con una discrecionalidad ilimitada, y el Sistema Centro Europeo, el 

que tuvo su origen en Alemania e Italia, países que adoptan el 
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principio de legalidad en la persecución, entonces consideran que el 

principio de oportunidad es la excepción, lo que permite que en 

algunos casos definidos por la ley se prescinda de la persecución 

penal pública.” (pp. 166-167).  

        

Es allí que se tienen a los primeros antecedentes de la aplicación del 

principio de oportunidad, que por  razones político-criminales, el Estado, en 

determinados delitos de escasa gravedad, propició las salidas alternativas al 

proceso penal, entre ellos al principio de oportunidad, como parte de una justicia 

restaurativa; en donde, el caso se resolvía sin generar antecedentes, pero a la 

vez, la víctima obtenía un resarcimiento por el daño causado, sin mayores 

trámites, que a actuación del fiscal. 

 

Al respecto Arana (2014) señala que “El principio de oportunidad como 

salida alternativa de solución del conflicto jurídico penal apareció en Alemania 

en el año 1924, (…)” pero tal vez, funcionando de otro modo que, al actual 

principio de oportunidad, dada al nivel cultural del caso, que facultaba al 

Ministerio Público a abstenerse de ejercer la acción penal en los casos en que 

la responsabilidad sea leve, de tal manera que su persecución no afecte al 

interés público” (p. 230).  

 

Para Curbelo (2017) quien señaló: “Entre los años 80 y 90 un movimiento 

reformista avanzó por Latinoamérica en procura de la instalación de un proceso 

oral y un sistema acusatorio para esos países” (p. 17); y, dentro de ellos se 
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propiciaba la aplicación del principio de oportunidad, pero no como una regla, 

sino como excepción, sujeta a determinadas condiciones objetivas.   

Finalmente, en el año 1989 se aprobó el Código Procesal Penal Tipo o 

modelo para Iberoamérica, “que en su artículo 230 se reguló el principio de 

oportunidad por parte del Ministerio Público, para que el titular de la acción penal 

pueda abstenerse del ejercicio de la acción penal,” pero, solo en determinados 

hechos punibles leves; de allí que, se reguló en el artículo 2º del Código Procesal 

Penal de 1991.   

 

Posteriormente se ha reglado esta figura del principio de oportunidad en 

distintos países, como es nuestra legislación peruana, Colombia, Ecuador entre 

otros; en esta ocasión ya como salidas alternativas a la regla que, era la de 

accionar por cada hecho punible. 

En forma posterior, con la dación del Código Procesal Penal de 1991 (D. 

Leg. N° 638), incorporó por primera vez el principio de oportunidad como tal en 

su artículo 2; extremo que nunca entró en vigencia, por lo tanto, irrelevante para 

el caso. 

Sobre el particular, Sánchez (2020) señala que  “(…), en el principio de 

oportunidad, no se requiere ninguna aprobación del Juez,” (p. 378). Lo que 

implica, que se trata de un acto del titular de la acción penal pública; dando 

salidas alternativas a un caso, con la única condición de que los hechos sean 

leves, y se encuentren permitidas por la Ley. 

Más adelante, el Congreso de la República, emitió la Ley N° 28117 – 

denominada, “Ley de celeridad y eficacia procesal penal,” de igual manera 
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Mendaña (2016) señala que se ha incorporado un párrafo al artículo 2 del Código 

Procesal Penal; pero con la finalidad de aceleramiento de algunos procesos, 

pero con la aplicación de principio de oportunidad; como se tiene:  

“En los delitos de lesiones leves, hurto simple y apropiación ilícita de los 

artículos 122, 185 y 190 del Código Penal y en los delitos culposos, en los que 

no haya pluralidad de víctimas o concurso con otro delito, antes de formalizar la 

denuncia penal, el fiscal citará al imputado y a la víctima para proponerles un 

acuerdo reparatorio.” (pp. 108-109).  

Por lo que, sabiendo que la gran carga fiscal eran los delitos leves, motivo 

por el cual, se posibilitó la aplicación de salidas alternativas, como el principio 

de oportunidad o el acuerdo reparatorio; pero, de manera obligatoria, para 

determinados delitos leves.     

 

En la actualidad, en el Código Procesal Penal de 2004 promulgado 

mediante Decreto Legislativo N° 957, sobre el principio de oportunidad, reguló 

en su artículo 2, bajo los siguientes términos:  

1) “El Ministerio Público, de oficio o a pedido del imputado y con su 

consentimiento, podrá abstenerse de ejercitar la acción penal en cualquiera 

de los siguientes casos:”   

b. “Cuando se trate de delitos que no afecten gravemente el interés 

público, (…)”  

c) “(…). No será posible cuando se trate de un delito conminado con una 

sanción superior a cuatro años de pena privativa de libertad o cometido 

por un funcionario público en el ejercicio de su cargo.”   
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d) “El Fiscal citará al imputado y al agraviado con el fin de realizar la 

diligencia de acuerdo, dejándose constancia en acta. En caso de 

inasistencia del agraviado, el Fiscal podrá determinar el monto de la 

reparación civil que corresponda. Si no se llega a un acuerdo sobre el 

plazo para el pago de la reparación civil, el Fiscal lo fijará sin que éste 

exceda de nueve meses. No será necesaria la referida diligencia si el 

imputado y la víctima llegan a un acuerdo y éste consta en instrumento 

público o documento privado legalizado notarialmente.”  

e) “Realizada la diligencia prevista en el párrafo anterior y satisfecha la 

reparación civil, el Fiscal expedirá una Disposición de Abstención. Esta 

disposición impide, bajo sanción de nulidad, que otro Fiscal pueda 

promover u ordenar que se promueva acción penal por una denuncia 

que contenga los mismos hechos. (…).”  

f) “Independientemente de los casos establecidos en el numeral 1) 

procederá un acuerdo reparatorio en los delitos previstos y 

sancionados en los artículos 122, 185, 187, 189-A Primer Párrafo, 190, 

191, 192, 193, 196, 197, 198, 205, 215 del Código Penal, y en los 

delitos culposos.”  

 

Si ya se tiene la regulación de los supuestos del artículo 122 genérico 

del Código Penal, solo por razones de política criminal, no se puede excluir a 

los supuestos del artículo 122-B de la norma citada, ya que la única diferencia 

entre ambos tipos penales es la calidad de la víctima; por cuya razón, 

consideramos pertinente la aplicación del principio de oportunidad en los 
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supuestos de los actos ilícitos subsumidos en el artículo 122-B del Código 

Penal.    

 

No debemos olvidar que, el Ministerio Publico emitió múltiples 

disposiciones administrativas, con la finalidad de regular la aplicación del 

principio de oportunidad;  así como menciona Mendaña (2016), “la Resolución 

N° 1072-95-MP-FN, por la que se aprobó la Circular N° 006-95-MPFN referida 

a la aplicación del principio de oportunidad, que aprobó instrucciones para 

aplicar el principio de oportunidad,” (p. 110).  Pue se ese modo, se vio la 

necesidad  de mantener vigente las salidas alternativas al proceso, pero 

conservando que solo será de aplicación a los casos leves; siempre, medido, 

por la pena fijada en la Ley; así siempre se ha puesto como límite máximo a la 

pena no superior a los cuatro años; por ello que, siguiente al autor en mención 

“mediante la Resolución N° 1711-2003-MP-FN, el Ministerio Público dispuso en 

su artículo segundo “que todas las fiscalías provinciales del distrito judicial de 

Lima atiendan dentro de sus atribuciones la aplicación del principio de 

oportunidad” (párr. 6); ello denotó, que se fue extendiendo la aplicación de esta 

salida alternativa, que luego claro está se generalizó su aplicación a todo el 

país.  

Que por Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 2508-2013- MP-FN, 

verificando que, no se habían “fijado criterios para la imposición de 

indemnización por reparación civil a favor del agraviado o sociedad, en los 

casos de conducción en estado de ebriedad,” (par. 3-8); y, con la finalidad de 

evitar criterios dispares, que en ocasiones podrían ser contradictorios e incluso 
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arbitrarios, se tuvo la necesidad de fijar estándares de reparación civil, en 

función al grado de alcoholemia; pero, esto solo para los delitos de peligro 

común, en su modalidad de conducción de vehículos en estado de ebriedad, 

para de ese modo encontrarse en concordancia con la Ley 30076.  

Finalmente, como lo refiere el autor citada, se dio la “Resolución de la 

Fiscalía de la Nación 1245-2018-MP-FN,” por el que se aprobó el nuevo 

Reglamento de aplicación del Principio de Oportunidad, el que consta de 16 

artículos cuyos temas resaltantes son: se reguló el procedimiento de aplicación 

del citado principio, posibilitando que se pueden citar hasta en dos ocasiones; 

así también se previno que, “en el supuesto de inasistencia de la agraviada y 

asistencia del investigado el Fiscal  podrá determinar el monto de reparación 

civil, pues solo basta con el consentimiento del imputado,” (pp. 4-5); mientras 

que, si ambas partes acudieran a dicha audiencia extra penal, el Fiscal  es el 

que debe procurar que se llegue a un acuerdo dejando constancia en acta; 

documento que al final deben ser suscritos por los asistentes en señal de 

conformidad.  

Por cuanto es así que la figura del principio de oportunidad se ha 

desarrollado a lo largo de los años y ha superado que la misma sea prohibida 

por la afectación del principio de legalidad y obligatoriedad; por lo que la 

aplicación del principio de oportunidad, como un mecanismo de salida 

alternativa al proceso penal; no es un capricho, sino una realidad, que sirve 

para concluir en forma antelada, con el consentimiento del investigado, con los 

efectos siguientes: 

a) Para el imputado, significará una conclusión rápida a la investigación, 



57 

 

sabiendo que, de no cumplir con las exigencias plasmadas en el acta 

de aplicación de dicho principio, le acarreará una responsabilidad 

penal, puesto que el fiscal formalizará la investigación preparatoria,  

o presentará la acusación directa, o incoará un proceso inmediato, 

de acuerdo a la naturaleza del caso. 

b)  Para la víctima o agraviado, en el caso de haber acudido a la 

convocatoria del principio de oportunidad, tendrá la posibilidad de 

sustentar un monto que compense la reparación civil; y, en el caso 

de no asistir, de someterse al monto fijado por el fiscal, o impugnar 

en dicho extremo. 

c) Para el Estado, que esta ocasión estará representado por el 

representante del Ministerio Público, tendrá un caso menos por qué 

preocuparse, que, ahorrando tiempo,  lo dedicará a los casos 

complejos; y, además de funcionar como una descarga procesal, 

descarga fiscal, y productividad fiscal. 

d) Para el sistema de justicia, la descarga fiscal, tiene repercusión en la 

carga judicial, así, si todo se va judicializar, como ocurre en la 

actualidad, en el sistema de justicia en el Poder Judicial, se han 

creado juzgados especializados en violencia familiar, con un gasto 

ingente de un presupuesto; lo cual no está mal, para cumplir con las 

exigencias de la suscripción de las convenciones internacionales; 

empero, si partimos de la protección de la unidad familiar, entonces, 

la mayoría de los procesos por agresiones contra la mujer o 

integrantes del grupo familiar, terminan con sentencias 
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condenatorias, pero a su vez, con la destrucción de la familia; y, allí 

nacen otros problemas, como el abandono moral de los hijos, el 

abandono de las obligaciones alimentarias para la cónyuge y los 

hijos, las pugnas por la tenencia de los hijos; hasta convertirse en un 

tema de salud pública.  

 

2.2.1.2. Evolución Histórica del Delito de Agresiones en contra de la mujer 

o integrantes del grupo familiar 

 

Para nadie es un secreto que, de un tiempo a esta parte, así como 

evolucionó la aplicación del principio de oportunidad, también se han venido 

penalizando ciertos actos, de acuerdo a la política criminal flexible del Estado; 

y por ello cabe citar a Castillo (2017) quien refirió que “el Peru ha aprovado 

diversos convenios internacionales que lo obligan a adoptar determinadas 

medidas dirigidas a la contencion, prevencion de la la practica de la violencia 

familiar,” las mismas que son: 

a) El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos, Que precisa que 

conforme al artículo 2° inciso 1) del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos, los Estados Parte se comprometen a respetar y garantizar “a 

todos los individuos que se encuentren en su territorio y están sujetos a su 

jurisdicción, los derechos reconocidos en el referido Pacto, sin distinción 

alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole 

(...)”; lo que implica que, una vez ratificado dicho Pacto, no tenemos otra 

posibilidad de cumplirlos, pero con la aplicación del principio de oportunidad 



59 

 

en los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, 

consideramos que no se afecta dicho Pacto. Y, para el delito objeto de 

estudio, constituye un antecedente, porque, se parte del respeto irrestricto 

de los derechos fundamentales de las personas, y en especial de la 

población vulnerable, pues en es3 segmento se encuentran las mujeres y 

los demás integrantes del grupo familiar.   

 

b) La Convención Americana de Derechos Humanos Conocidad tambien 

como Pacto de San José, reconoce, “en su artículo 24°, el principio de no 

discriminación y de igual protección de la ley. La referida disposición 

establece que los Estados parte están obligados a que sus leyes se 

mantengan libres de regulaciones discriminatorias.”  

Ello implica que, en la regulación e las normas de toda naturaleza el 

Estado debe prever la observancia de la igualdad ante la ley, así como 

garantiza la accesibilidad de los que menos tienen a los estrados de la 

justicia; sin embargo, una forma de permitir dicho acceso, también lo es 

posibilitando la aplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, puesto que, 

cuando se regule una condicion a cumplirse de manera obligatoria, como el 

tratamiento terapéutico a la parje en conflicto, así como a los hijos, estamos 

seguros que la unidad familiar se recuperará, y tendrá reflejos a largo plazo, 

de fines preventivos.  

Que si bien, en el “Informe N° 54/01 la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, ha señalado que la práctica de la violencia familiar y la 
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impunidad (…) de ésta por parte del Estado es una forma de discriminación 

contra la mujer, (...)” Este documento, no es otro que, desarrolló un enfoque de 

la protección hacia la mujer o integrantes del grupo familiar, posibilitando la 

accesibilidad al sistema de justicia; y, en el Perú, se encuentran positivizados 

tanto en el Texto ünico Ordena de la Ley 30364, así como con la regulación del 

artículo 122-B del Código Penal; con lo cual, estamos totalmente de acuerdo; 

lo que pase es, que, conforme a la parte final del artículo 57 del Código Penal, 

para estos delitos, solo deben dictarse penas efectivas; sin embargo, casi todos 

los jueces del Perú, estan convirtiendo dichas penas en otras formas de 

cumpirlas; pero ya se les generó un antecedente. 

Sin embargo, cuando se posibilite la aplicación del principio de 

oportunidad, y, con la condición de que las partes en conflicto se sometan a un 

traamiento terapéutico por los psicólogos de los hospitales publicos; lo que se 

busca, es una justicia restaurativa; que en aras de preservar la unidad familiar, 

no solo la unión del varon y la mujer, sino para propiciar el libre desarrollo de 

los hijos, consideramos percetamente viable su aplicación, esto es, en los 

delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar. 

 

c) La Convención Interamericana Para Prevenir, Sancionar Y Erradicar La 

Violencia Contra La Mujer (Convención Belém do Pará)  

Sin lugar a dudas, esta Convención es importante, para prevenir, 

sancionar y erradicar toda forma de violencia contra la mujer; pero, debemos 

interpretar y aplicar en función a nuestra realidad; mucho cuidado, que tampoco 

prohíbe la aplicación del principio de oportunidad, instituto procesal que 
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sustentamos su implementación para los delitos previstos en el artículo 122-B 

del Código Penal.  

Así resulta de suma utilidad lo prescrito en “El literal b) del artículo 70 

de la Convención Belém do Pará establece, igualmente, que el Estado Parte 

está obligado a actuar con la debida diligencia durante la etapa de investigación 

y a sancionar los casos de violencia familiar.” Sobre el particular, en la 

actualidad, toda forma de violencia contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar,  no son desatendidos, sino por el contrario, el Estado incluso ha creado 

a las fiscalías especializadas en dicha materia, así como a los jueces 

especializados; sin embargo, consideramos que no todo se trata de judicializar. 

De qué sirve, penalizar y sancionar, cuando no se realizan acciones 

preventivas, por un lado; y, por otro, cuando solo se busca que se impongan 

condenas, cuando en la realidad práctica, por esas condenas, muchos hogares 

se han destruido o se están destruyendo; por el contrario, cuando se posibilita 

la aplicación del principio de oportunidad, con la regla obligatoria de un 

tratamiento terapéutico a las partes en conflicto, estaos seguros, que se 

recupera a la familia, se ayuda a generar más unidad familiar, con los efectos 

colaterales de bienestar para todos los integrantes de ese grupo familiar.  

 

d)  La Convención Sobre La Eliminación De Todas Las Formas De 

Discriminación Contra La Mujer (CEDAW) La Convención sobre la 

eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (en 

adelante CEDAW) fue aprobada por el Estado peruano mediante 

Resolución Legislativa N° 23432, del 04 de junio de 1982. Cuya finalidad 
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concreta es erradicar toda forma de discriminación contra la mujer, sea ésta 

directa e indirecta. Pero con la regulación de la Ley 30364, por un lado; y 

por otro, con la positivización del artículo 122-B en el Código Penal, esto en 

cuanto se refiere a lo relacionado al sistema de justicia; y en otros ámbitos, 

el generar cuotas de participación en los procesos electorales, así como en 

los cargos públicos; por su puesto, que ya se superó el tema; pero, a la par, 

en cuanto se refiere al tratamiento penal al agresor, debemos tener mucho 

cuidado; así, por ejemplo que el agresor sea la mujer, claro que constituirá 

delito, conforme a la norma penal citada; y, cuando se dicte una sentencia 

condenatoria y con la posibilidad de que sea de carácter efectiva; quien 

asumirá el cuidado, la educación, manutención de los hijos; obvio, que el 

Estado no lo hará, por ello, es que consideramos que con la aplicación del 

principio ya citado, lo que se buscará es una justicia restaurativa, y eso es 

lo que la misma sociedad solicita. Cuando no se actúa a tiempo, sin ver las 

posibles alternativas al caso, por la misma permisibilidad, se puede estar 

propiciando que se cometan delitos mayores como el feminicidio.  

Del Águila (2017) citando a Castillo Ochoa, precisó que sobre la 

violencia “probablemente, desde antes de su fundación republicana, la 

sociedad peruana basaba su construcción social sobre la violencia.” (p 15) 

Es una realidad, que nuestra sociedad en principio es una sociedad 

construida a base del machismo, desde nuestros antepasados; mientras 

que “la Colonia, no solo profundiza estos rasgos, sino que los aumentó, ya 

que su división entre república de blancos guiados por el derecho hispánico 

y la república de indios adscritos al derecho consuetudinario afianzó aún 
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más el patriarcalismo y la violencia (…)” (p 17) por ello que, si buscamos la 

causa histórica de la violencia contra la mujer, los hallamos en distintos 

textos de los cronistas, puesto que allí se resaltan la forma de organización 

del imperio incaico, en el que, los cargos de dirección, solo eran ocupados 

por los varones; así, en la colonia ocurre lo mismo, y en la república continuó 

con dicha forma de organización.     

 Un verdadero antecedente el Perú, será la Ley N° 26260, Ley de 

protección frente a la violencia familiar, texto normativo que constituye el 

primer gran esfuerzo por definir la política estatal frente a la violencia 

familiar. Que si bien, en su momento fue una novedad, empero, en cuanto 

a su ambito de aplicación fue muy limitada; por ello que, luego se promulgó 

la Ley 30364, denominada Ley "Para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer y los Integrantes del Grupo Familiar" que dando 

protagonismo a las fiscalías de familia o a las que hagan sus veces, en los 

casos de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar, por 

medio de un proceso especial realmente célere, que viene hacer uno de los 

aportes más importantes de la norma. Que si bien, la Ley ha previsto 

distintos roles de los operadores del sistema de justicia; así, por un lado 

sobre las medidas de proteccion  cargo del Juez de Familia o el que haga 

sus veces; y, luego la actuación del representante del Ministerio Público, 

para determinar si se configura el delito o no; y de ser positivo, buscará la 

sanción a imponerse contra el agresor, ante el Juez Penal.  

Es así, que se plantea un mayor abordaje de la violencia contra las 

mujeres o integrantes del grupo familiar en sus diferentes ámbitos y formas. 
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La ley incluye la prevención, atención y sanción diferenciando la violencia 

hacia las mujeres de la que sufren los/as integrantes del grupo familiar. Es 

decir, no existía en nuestro país una norma sancionara la violencia contra 

la mujer por razones de género, sino únicamente en el contexto familiar; y 

se incluyeron los contextos de dependencia, poder o autoridad, por lo que, 

en un caso los fiscales estarán obligados a acreditar dichos contextos y a 

fundamentarlos como corresponde, para diferenciar de las otras agresiones 

comunes.  

Que el tema, parte de la protección y reconocimiento de la dignidad 

humana, sin luga a dudas; pues como lo refieren Cussianovich, Tello y 

Sotelo, (2007) citando al artículo de la Constitución Polítia del Estado, que 

dice: “La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el 

fin supremo de la sociedad y el Estado”, por lo que partiendo de este 

principio, se generaron los otros derechos que también se encuentran 

reconocidos en la misma Constitución; como los derechos: A la vida, a su 

identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y 

bienestar; a la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo 

de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de 

cualquiera otra índole. (p. 53 - 54) entre otros.  

 

e) Incorporación al Codigo Penal 

Desde el punto de vista de la información obrante en el Ministerio 

de Justicia y Derechos Humanos (2019), se tomó como referencia al articulo 

121 del Codigo penal,  que está relacionado a lesiones graves  y dentro de 
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ella el articulo 121-B incorporado por la Ley N° 29282- Ley que modificó al 

primigenio Texto Único Ordenado de la Ley de Protección frente a la 

Violencia familiar, Ley N° 26260 ya derogado, y el Código Penal, en 

adelante Ley N° 29282; es decir se han venido ensayando distintas formas 

de regulación, hasta aterrizar a la regulación actual, pero para ello, aún se 

necesitó de la Ley 30364.  

Así, mediante la Primera Disposición Complementaria de la Ley N° 

30364, se modificó la regulación penal; denominándose luego como 

“Formas agravadas. Lesiones graves por violencia contra la mujer y su 

entorno familiar”; más adelante por el Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 

1323, publicado el 06 enero 2017, se varió el nomen iuris a “Lesiones graves 

por violencia contra las mujeres o integrantes del grupo familiar” y finalmente 

fue modificado por el artículo 1 de la Ley N° 30819, publicada el 13 julio 

2018,  dichas modificatorias se hicieron para aumentar hechos específicos 

de lesiones graves  por violencia contra las mujeres o integrantes del grupo 

familiar; luego mediante Ley 30710, que modificó el artículo 57 del Código 

Penal, se prohibió penas suspensivas o reservas del fallo condenatorio; y la 

redacción actual del artículo 122-B.- Agresiones en contra de las mujeres o 

integrantes del grupo familiar es:  

El que de cualquier modo cause lesiones corporales que requieran menos 

de diez días de asistencia o descanso según prescripción facultativa, o 

algún tipo de afectación psicológica, cognitiva o conductual que no califique 

como daño psíquico a una mujer por su condición de tal o a integrantes del 

grupo familiar en cualquiera de los contextos previstos en el primer párrafo 

http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A24f90db$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_30364-1disp$3.0#JD_30364-1disp
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A24f90db$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_30364-1disp$3.0#JD_30364-1disp
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A24f90db$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_30364-1disp$3.0#JD_30364-1disp
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A24f90db$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_30364-1disp$3.0#JD_30364-1disp
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A263d73c$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_13231$3.0#JD_13231
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A263d73c$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_13231$3.0#JD_13231
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A27bc4d1$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_308191$3.0#JD_308191
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=peru%3Ar%3A27bc4d1$cid=peru$t=document-frame.htm$an=JD_308191$3.0#JD_308191
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del artículo 108-B, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 

de uno ni mayor de tres años e inhabilitación conforme a los numerales 5 y 

11 del artículo 36 del presente Código y los artículos 75 y 77 del Código de 

los Niños y Adolescentes, según corresponda. 

La pena será no menor de dos ni mayor de tres años, cuando en los 

supuestos del primer párrafo se presenten las siguientes agravantes: 

1. Se utiliza cualquier tipo de arma, objeto contundente o instrumento que 

ponga en riesgo la vida de la víctima. 

2. El hecho se comete con ensañamiento o alevosía. 

3. La víctima se encuentra en estado de gestación. 

4. La víctima es menor de edad, adulta mayor o tiene discapacidad o si 

padeciera de enfermedad en estado terminal y el agente se aprovecha 

de dicha condición. 

5. Si en la agresión participan dos o más personas. 

6. Si se contraviene una medida de protección emitida por la autoridad 

competente. 

7. Si los actos se realizan en presencia de cualquier niña, niño o 

adolescente. 

 

Como se ha podido observar el articulo en mencion, es la que enmarcara la 

presente investigacion; no obstante la misma habria sufrido varias 

modificaciones, cada una de ellas mas agravantes, de donde podemos 

advertir que el legislador su preocupacion ha sido sancionar y mas no 

implementar algun tipo de politica de prevencion; pese a ello no se ha 
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logrado erradicar la violencia familiar contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar; no lograndose con ello disuadir a los agresores y disminuir este tipo 

de hechos denunciados, y con ello a la par la generacion de gran cantidad 

de carga procesal, tanto para el ministerio publico como el poder judicial, 

delitos que facilmente pueden ser archivados a nivel preliminar con la 

aplicación del principio de oportunidad. 

 

2.2.2. Salidas alternativas del proceso 

Entre las salidas alternativas al proceso penal, se citan a los acuerdos 

reparatorios y al principio de oportunidad, que son de aplicación en el Derecho 

Penal; por el contrario, en el ámbito del Derecho Civil, se pueden citar a la 

conciliación, al desistimiento, la transacción, entre otros; sin embargo, en el 

presente caso, solo trataremos lo que convenga a la presente investigación; en 

consecuencia, se tiene: 

a) Principio de Oportunidad 

Para el autor español Gimeno (1991) señala que “la facultad que al titular 

de la acción penal le asiste, para disponer bajo determinadas condiciones de 

su ejercicio, con independencia de que se haya acreditado la existencia de un 

hecho punible contra un autor determinad” (p.34); pues ello, respetando la 

autonomia del Ministerio Público, la independencia en el ejercicio de sus 

atribuciones, y observando el principio d elegalidad procesal, conforme a los 

supuestos establecidos en el artículo 2 del Código Procesal Penal, bien puede 

aplicar principio de opornidad, en delitos que no representan gravedad, y que 

la pena conminada legal no sea superior a los cuatro años. 
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Por su parte, (San Martín Castro, 2015), al referirse al principio de 

oportunidad, señaló que “el Código Procesal Penal, admite limitadamente el 

principio de oportunidad reglada” (p.60); lo que implica que, solo serán de 

aplicación a los supuestos establecidos en el artículo 2º  del Código Procesal 

Penal de 2004; señalando como su límite máximo a que no superen la pena de 

cuatro años; ahora bien, conforme al inciso 6º de la norma citada, en la 

actualidad se posibilita la aplicación de acuerdos reparatorios en los supuestos 

del artículo 122 del Código Penal; que en buena cuenta es la madre del artículo 

122-B de la misma norma material; pero nuestra postura será no aplicación de 

un acuerdo reparatorio, sino la de un principio de oportunidad; porque 

necesitamos que el fiscal controle el cumplimiento del mismo, mientras que, en 

el primero, solo basta que las partes presenten sus acuerdos extrajudiciales, 

así al fiscal se le libera si en realidad se cumplió o no con dicho acuerdo.  

Sobre el particular, el profesor Ore (1999) no ha sido ageno, pues sobre 

el principio de oportunidad refirió: “El Principio de Oportunidad, es la facultad 

conferida al Ministerio Público de abstenerse del ejercicio de la acción penal, 

en los casos establecidos por la ley, (…)” (p.129). Entonces, es una facultad del 

Ministerio Público de abstenerse de la promoción de la acción penal, en los 

casos del delito de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, 

prevista en el artículo 122-B del Código Penal, haciendo uso de esa facultad, 

además como defensor de la sociedad y la familia, de conformidad al artículo 

1º  de la Ley Orgánica del Ministerio Público, bien, puede aplicar este principio, 

pero condicionando a que las partes se sometan a terapias psicológicas en 

forma obligatoria, y de ese modo buscar la consolidad de una justicia 
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restaurativa, en beneficio de la unidad familiar; es decir, con la única finalidad 

que la familia no se desmorone por el proceso ya citado, sino por el contrario, 

se posibilite su unidad. 

 

b) Acuerdo Reparatorio 

El acuerdo reparatorio, es diferente al principio de oportunidad, mientras 

que la primera se regula por el acuerdo de partes; mientras que la segunda, 

es promocionada por el Fiscal, como titular de la acción penal pública; de allí 

incluso su limitación a un máximo del acogimiento solo hasta en dos 

oportunidades; y, según (Angulo, 2016), “el Acuerdo Reparatorio, es una 

institución procesal compositiva del conflicto, de carácter consensual, que 

consiste, fundamentalmente, en la búsqueda de una coincidencia de 

voluntades del imputado y la víctima, generada a iniciativa del Fiscal o por 

acuerdo de aquellos, (…)” (p.233). Es cierto que se trata de un instituto 

procesal de salida alternativa al proceso penal; pero frente al incumplimiento 

del imputado, pues nada puede hacer el Fiscal; y este acuerdo, no puede 

utilizarse para los casos de las agresiones a la mujer o integrantes el grupo 

familiar, sencillamente  porque no habrá forma de controlar su cumplimiento. 

 

2.2.2. Posibilidad de aplicación del Principio de Oportunidad en los delitos 

previstos en el artículo 122-B del Código Penal 

2.2.2.1. Concepto 

Partiremos citando a  (San Martín Castro, 2015), al referirse al principio 

de oportunidad, señaló que “es una salida alternativa al proceso penal, pero 
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sujeta a condiciones, que, en un plazo determinado legalmente, el imputado 

cumpla con cancelar el monto acordado, (…) “(p.61);  por su parte Oré (2016), 

señaló: “El Principio de Oportunidad es un criterio de oportunidad en virtud al 

cual se faculta al Fiscal abstenerse discrecionalmente de incoar o desistir de 

continuar con el proceso penal; (…)” (p. 351). Aunque en propiedad, no es un 

criterio de oportunidad, que solo tiene cabida una vez judicializado el caso, con 

la disposición de formalización y continuación de la investigación preparatoria; 

en el caso que, investigamos, solo nos referimos a la aplicación del principio de 

oportunidad en la fase pre jurisdiccionalidad, o en las diligencias preliminares; 

que, si bien es cierto que se opone al principio de legalidad pura, como lo 

precisara Claus Roxin (citado por Melgarejo, 2006), quien señala que: “La 

contraposición teórica del principio de legalidad, mediante la cual se autoriza al 

fiscal a optar, entre elevar la acción o abstenerse de hacerlo archivando el 

proceso, (…)” (p.124). Sin embargo, no debemos olvidar, que, con la regulación 

del principio de oportunidad en el Código Procesal Penal de 2004, también 

responde al principio de legalidad, en su vertiente procesal; y, lo más importante 

es que el Fiscal de caso, aplicará cuando así proceda dentro de los límites de 

la Ley; en esa línea también lo precisó De la Oliva Santos (citado por Diez, 

1997).  

 

2.2.2.2. Utilidad del principio de oportunidad 

Es cierto la existencia de consenso en la doctrina procesal penal vigente, 

sobre la aplicación del principio de oportunidad, que una vez suscrita por las 

partes, y que el investigado cumpla con las obligaciones asumidas, significará 
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en palabras de Rosas una “abstención del ejercicio de la acción penal por parte 

del representante del Ministerio Público, cuando ocurra alguna de las 

circunstancias taxativamente señaladas en la ley.” (Rosas, 2013, p. 1155). En 

similar sentido lo afirma (Ore, 2011, p. 393). Por ello que, la fanalidad concreta 

de este principio que a su vez sirve para efectuar una real selección de los 

casos simples de los complejos, pues también, con la finalidad de dar 

soluciones inmediatas, pero solo cuando se cumple con el principio de legalidad 

tasada en el artículo 2º del Código Procesal Penal, por ello, la exigencia del 

pago de la reparación pactada, en un plazo máximo de nueve meses; y, solo 

frene al cumplimiento total, se dictara la disposicipon de abstención del ejercicio 

de la acción penal.  

 Bastará verificar de cómo funciona ese principio en otros delitos 

conforme al artículo 2º del Código Procesal Penal, entre dichas utilidades, 

además, reiteramos que serían compartidos del siguiente modo: 

a) Beneficio para el imputado, además de significar una forma de conclusión 

rápida a la investigación, es una oportunidad única, que, de llegar al acuerdo 

con el fiscal, no le genera ningún tipo de antecedente, con la sola condición 

que cumpla con pagar el monto de la reparación civil fijada por el fiscal, con 

la anuencia del investigado; pero claro está al tratarse de una ocasión de 

aplicación de derecho premial, solo se podrá acoger hasta en dos 

ocasiones. 

 

b) Beneficio para la víctima o agraviado, en forma indiferente, a si asiste o 

no a la audiencia extra judicial de aplicación de principio de oportunidad; el 
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Fiscal, según los hechos imputados fijará un monto por reparación civil; y 

que la parte agraviada, podrá hacer efectivo su cobro en breve tiempo; y, 

además, no le generará más incertidumbre de estar acudiendo a su 

abogado, o estar pendiente de las notificaciones para que acuda, o bien a 

la policía, o a la fiscalía o al juzgado competente.  

 

c) Beneficio para el Estado, no es novedad, que con la aplicación del 

principio de oportunidad el gran beneficiado es el mismo Estado, porque, 

por un lado, el investigado paga el 10% en calidad de tasa administrativa, 

que va a los fondos del Ministerio Público; y, por lo tanto, a formar parte de 

su presupuesto; y, por otro, con la solución del conflicto en forma célere, el 

Estado se beneficia porque, ya no le representará un costo; y sus 

funcionarios del sistema de justicia, tendrán mayor tiempo para avocarse a 

otros asuntos de mayor trascendencia, como los temas de delitos agravados 

como los robos agravados, las estafas en masa, los homicidios calificados, 

los feminicidios, los secuestros, las tratas de personas, entre otros.  

 

d) Beneficio para el sistema de justicia, seguramente, se centra en la 

descarga procesal, tanto en los despachos fiscales y judiciales; así, si todo 

se va judicializar como ocurre en la actualidad, ante los jueces del Poder 

Judicial, que llegaron a crear recientemente  juzgados especializados en 

violencia familiar, con un gasto ingente de un presupuesto; lo cual no está 

mal, para cumplir con las exigencias de la suscripción de las convenciones 

internacionales; pero, resulta necesario avizorar otros enfoques, como la 
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real necesidad de la justicia; mientras que, en los procesos comunes, los 

plazos se están venciendo incluso para llevar adelante solo el control de la 

acusación o del requerimiento de sobreseimiento; y, ni qué decir de los 

juzgamientos, de tal suerte que los juzgados unipersonales, se encuentra 

en la práctica, colapsados.  

 

e) Beneficio para la familia, si partimos de los postulados de las 

convenciones internacionales sobre la protección de la unidad familiar o de 

la familiar; así, como sobre las convenciones sobre los menores niños y 

adolescentes; entonces, cabe analizar las convenciones de Belém do Pará, 

las Cien Reglas de Brasilia, o la CEDAW, pero en función a las otras 

convenciones sobre la protección de la familia, y de los niños y 

adolescentes; puesto que estos últimos se desarrollan dentro de una familia; 

y, cuando existen conflictos, y con mayor razón si son de connotación penal, 

la convivencia social familiar se verá afectado, desde los planos 

emocionales, psicológicos, físicos, económicos; generando mayor brecha 

de desigualdad.  

Por ello,  a la mayoría de los procesos por agresiones contra la mujer o 

integrantes del grupo familiar, terminan con sentencias condenatorias, pero 

a su vez, con la destrucción de la familia; y, allí nacen otros problemas, como 

el abandono moral de los hijos, el abandono de las obligaciones alimentarias 

para la cónyuge y los hijos, las pugnas por la tenencia de los hijos; hasta 

convertirse en un tema de salud pública; pero, a su vez, se pueden estar 

generando desde la postura sociológica, futuros padres o madres 
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agresoras. 

 

f) Fundamento de la terapia psicológica obligatoria, cuando se posibilite la 

aplicación del principio de oportunidad, en los delitos de agresiones contra 

la mujer o integrantes del grupo familiar; se propone regular que, deben 

fijarse como una regla a cumplirse en forma obligatoria, esto es, que la 

pareja en conflicto, se someta al terapias psicológicas, en pareja, o grupales 

incluido los hijos, según la naturaleza de los hechos; terapia que debe ser 

conducidos por los profesionales psicólogos de los hospitales públicos; y, 

porque no incorporar a las facultades de Psicología de las universidades del 

Perú;  cuya finalidad, ya no será buscar penalizar por penalizar al agresor; 

sino, buscar fines preventivos para futuros delitos, y buscar la restauración 

de la unidad familiar; y, sin dicha terapia, el Fiscal no podrá dictar la 

disposición de abstención del ejercicio de la acción penal. 

 

g) Fundamento del principio de oportunidad y no el acuerdo reparatorio,  

como lo precisáramos líneas arriba, existe una gran diferencia entre estos 

dos instituciones procesal de salida alternativa al proceso penal; así el 

primero, es convocado y dirigido por el Fiscal, quien pone las reglas; 

mientras que el segundo, se deja a criterio de las partes, para que puedan 

arribar a una transacción, conciliación, acuerdo, u otra salida alternativa; en 

el que, el Fiscal se limitará a recepcionar dicho documento, y declarar la 

abstención de la promoción de la acción penal; es decir, no evalúa ni la 

legalidad, ni la validez del acuerdo; en consecuencia, en nuestro caso, será 
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la aplicación del principio de oportunidad, con las reglas ya sustentadas.  

 

h) Fundamento en beneficio de la salud pública, si la salud pública, es 

entendida como el conjunto de actividades organizadas, por un lado 

propiciadas por la administración pública, pero con la necesaria 

participación de los miembros de la sociedad; para prevenir males para la 

colectividad que, con el tiempo, se pueden convertir en enfermedades 

graves; por ejemplo, como los estrés que se vive en la actualidad, puede 

desarrollar los síndromes del miedo, el síndrome de la cabaña, el síndrome 

de la agresión como parte de la vida; el temor, el miedo al agresor o la 

reacción adversa, que solo afectan en el largo plazo a la salud pública; pero, 

con la admisión de la aplicación del principio de oportunidad, en los delitos 

de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, buscando una 

justicia restaurativa, a largo plazo se evitará la afectación a la salud pública; 

por ello, es necesario la terapia obligatoria, entonces desde el Estado, 

tendríamos un plan de prevención hacia futuros delitos, pero  a la vez, hacer 

entender al agresor, que, tiene una oportunidad, pero sujeto a condiciones, 

todo con la finalidad del restablecimiento y protección del principio de la 

unidad familiar, y el derecho al libre desarrollo de los hijos.  

 

2.2.2.3 Fundamento de procedencia de la aplicación del principio de 

oportunidad en los delitos previstos en el artículo 122-B del Código 

Penal  
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a) Principio de igualdad institucional.  

 Que si bien el principio a la igualdad, se encuentra regulada en el artículo 

2 de la Constitución Política del Estado, pero allí se encuentra contenida el 

principio a la igualdad de las personas como seres humanos; el que ahora 

sustentamos es la igualdad institucional; lo que implica que, de conformidad 

con el inciso 6º del artículo 2º del Código Procesal Penal, está permitida la 

celebración de acuerdos reparatorios por los supuestos del artículo 122 del 

Código Penal, y, considerando que dicha norma es la fuente o madre del 

artículo 122-B de la misma norma; entonces, no existe razón para realizar un 

trato diferenciado entre ambas normas penales; en el uno (en el primer caso), 

se admite el acuerdo reparatorio y al otro se le prohíbe; si ambos se encuentran 

relacionados, por el nomen juris, por la tipicidad, por la acción típica, por la 

estructura del tipo, por la ubicación; entonces, al permitir la realización de tratos 

diferenciados, pues afecta a este principio de la igualdad institucional. Aún, 

cuando en nuestra propuesta será la permisibilidad de la aplicación del principio 

de oportunidad, por las razones ya explicadas líneas arriba. 

 Sobre el particular, en una Opinión Consultiva la (Corte Interamericana 

de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-4/84 de 19 de enero de1984. 

Serie A No. 4, 1984), en el fundamento 55 de la Opinión Consultiva a OC-4/84, 

precisó que:  

 “La noción de igualdad se desprende directamente de la unidad 

de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad 

esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación 

que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo 
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con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con 

hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que 

sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de 

inferioridad. No es admisible crear diferencias de tratamiento entre seres 

humanos que no se correspondan con su única e idéntica naturaleza.” 

(p.6) 

 Por lo tanto, nuestra propuesta, tiene una base convencional, partiendo 

del principio de la igualdad institucional, puesto que, si para el mismo tipo de 

delito, se permite una salida alternativa al proceso penal, por lo que no puede 

negarse al otro, que tiene como fuente al anterior. 

 

 b) Principio de tratamiento y dignidad humana.  

 Ya este principio se encentra regulada en el artículo 1º de la Constitución 

Política del Estado, se encuentra reconocida como un derecho fundamental, 

connatural a la existencia como ser humano; partiendo de este principio, en los 

procesos penales por los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del 

grupo familiar, es cierto que, en principio se vela por la protección a la mujer 

frente a toda forma de agresiones o discriminación; sin embargo, analizando 

caso por caso, también es de afirmar que, conforme al artículo 4º de la 

Constitución Política del Estado, el mismo Estado protege al niño, a la madre, 

al anciano, a la familia y el matrimonio; tan profunda es la norma constitucional; 

sin embargo, sabiendo que existen diversos tipos de conflictos intrafamiliares, 

que mejor, que con la aplicación del principio de oportunidad, con una terapia 

obligatoria, lo que se busca será, no solo la sanción; sino sobre todo, la 
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protección de la unidad familiar, que comprende a la pareja de esposos, a los 

hijos, y a quienes moran dentro de la unidad familiar. 

 Sobre la dignidad humana, (Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017. Serie A 

No. 24., 2017), en el fundamento 79 precisó que:  

“En lo que respecta la expresión de género, este Tribunal ya ha señalado 

que es posible que una persona resulte discriminada con motivo de la 

percepción que otras tengan acerca de su relación con un grupo o sector 

social, independientemente de que ello corresponda con la realidad o 

con la auto-identificación de la víctima. La discriminación por percepción 

tiene el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o 

ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales de la 

persona objeto de dicha discriminación, independientemente de si dicha 

persona se auto-identifica o no con una determinada categoría. Al igual 

que otras formas de discriminación, la persona es reducida a la única 

característica que se le imputa, sin que importen otras condiciones 

personales, (…)” (p. 5) 

           Partiendo de esta postura, la dignidad es algo innato al ser humano, por 

serlo así; pero dentro de ella, cuando ya existe una unión familiar, pues cada 

miembro de la familia también tienen dignidad; y, una forma de manifestar dicho 

principio, es llevando una vida digna, en armonía, superando cualquier 

obstáculo; porque la realidad nos informa que, en todos los niveles o estratos 

sociales, existen formas de violencia, la única diferencia es que, los que tienen 

más posibilidades, acuden a ayuda profesional; mientras que, los que carecen 
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de dichas posibilidades, no lo hacen, y por ende se judicializan los casos, esto 

siendo realistas; empero, habría que verificar de qué grupo o estrato social, son 

las que llegan a judicializarse. 

 

c) Principio de protección a la unidad familiar.  

 Según el artículo 4 de la Constitución peruana, así como el artículo 17 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos señala que la familia 

es el elemento natural y fundamental de la sociedad; entonces, si dentro de la 

familia también están los hijos, ya las convenciones sobre el particular también 

resaltan la protección del niño y adolescente, pues así se tiene de los artículos 

IX y X del Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes; por 

consiguiente, en las acciones punibles previstos en el artículo 122-B del Código 

Penal, la afectación indirecta será contra los hijos; y, por la penalidad, al tratarse 

de un delito no grave; consideramos que cabe perfectamente la aplicación del 

principio de oportunidad, con las condiciones ya sustentadas. Solo así, la 

justicia especializada sobre el tema, en realidad será una de carácter 

restaurativa.  

 

d) Principio a la celeridad,  

 Otro elemento a tener presente es este principio; que, en los supuestos 

de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, la realidad de las 

investigaciones fiscales y judiciales, así como los acontecimientos por ese 

delito, es alarmante, puesto que, conforme a la información del Área de 

Indicadores de Gestión del distrito Fiscal de Junín, entre los años 2029, 2020 y 
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2021, totalizaron 38,041 casos, y eso es una carga real, y de ellos, cuantos se 

habrán judicializado, que tomando como muestra  dicha información, ya nos 

imaginamos que a nivel nacional, la realidad no será diferente; hasta que obligó 

a crear a los juzgados y fiscalías especializas en para dicho delito; en realidad, 

no es que, es para cumplir con los compromisos internacionales, sino, es la 

realidad de la carga fiscal y judicial. 

 En consecuencia, en el caso de posibilitarse la aplicación del principio 

de oportunidad para el delito citado; dicha caga mermaría en forma ostensible, 

sobre todo en la fase de la tramitación ante los órganos jurisdiccionales, como 

las incoaciones de procesos inmediatos, las acusaciones directas, y en 

ocasiones seguramente las formalizaciones de las investigaciones 

preparatorias; y, luego los fiscales, en la práctica, el mayor tiempo de su horario 

laboral, pasaran solo asistiendo a las audiencias judiciales.  

 

e) Principio del respeto de los derechos humanos de la mujer.  

 Tanto el varón como la mujer, son titulares de los mismos derechos 

humanos; no debe ni tiene que existir diferencias; desde el punto de vista de la 

dignidad humana, de la igualdad ante la Ley, de la accesibilidad a la 

administración pública y privada, como la empleabilidad; pero, también es una 

realidad en el que se vislumbra, que la desigualdad se manifiesta en patrones 

o estereotipos sociales, y a partir de ella, se cometen agresiones y otros delitos 

agravados.  

 Además, existen otros factores de permisibilidad que hacen esa 

diferenciación; por lo que, en los casos de los hechos tipificados en los 
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supuestos del artículo 122-B del Código Penal, al aplicarse el principio de 

oportunidad, al mismo tiempo se estarían dando soluciones a dicho conflicto 

familiar, a su vez, cumpliendo con un rol restaurativo, pero también la parte 

preventiva, para que no se vuelvan a cometer dichos delitos.  

 

f) Principio de la justicia restaurativa excepcional.  

Si la justicia restaurativa,  como herramienta están referidas a buscar las 

soluciones amistosas frente a un conflicto dado; y, sobre el particular, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos no ha sido ajena; así, la oposición a esta 

forma de justicia es la retributiva, y, al parecer esa es la que en la actualidad está 

primando en los delito materia de estudio; así, para (Méndez Romero & 

Hernández Jiménez, 2020), al tratar sobre la justicia restaurativa, precisaron que: 

“La justicia restaurativa es una forma de interpretar la justicia y las vías 

para llegar a ella, que sitúa a la víctima en el lugar que le corresponde 

como protagonista del conflicto ocasionado y reconoce que no solo ella 

sufrió un menoscabo en sus intereses, sino que el conflicto también pudo 

transcender a la comunidad. Asimismo, pretende que el autor de la 

conducta lesiva asuma la responsabilidad del daño que causó, dándole la 

oportunidad para que repare las consecuencias adversas.” (p.10) 

Por lo que, en los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del 

grupo familiar, es cierto la existencia de la víctima, es cierto que se encuentra en 

estado de vulnerabilidad, así como de perder los ingresos que genera el agresor, 

y ni que decir de la afectación a los hijos; entonces, si aplicamos la teoría 

retributiva de la pena, como  así se tiene de la parte final del artículo 57 del 



82 

 

Código Penal, implica que el Estado solo se está preocupando cuando se ya 

cometieron los delitos; pero, cuando se admita la aplicación del principio de 

oportunidad en este delito, la misma tendrá otros efectos; así, al obligarse a las 

partes al sometimiento a tratamientos terapéuticos obligatorios, en pareja, y 

grupal con los hijos, los efectos de la internalización del hecho punible por parte 

del agresor, será de reflexión; mientras que, para las partes afectadas, por un 

lado, se buscará resarcir las afectaciones sufridas, y por otro, la prevención de 

que no vuelva a suceder.  

 

g) Principio de política criminal utilitaria.  

La política criminal de un Estado, se elabora en función a la necesidad 

de sanción no de los hechos punibles; de allí que, en ocasiones se regularon en 

el Código Penal, delitos tan graves, con la trata de personas, el feminicidio, los 

secuestros, los robos agravados, las violaciones sexuales; que, en muchos de 

ellos incluso, sin posibilidad de aplicarse salidas alternativas, ni medios de 

simplificación procesal, como la terminación anticipada o con la conclusión 

anticipada de los debates orales, como en los delitos de carácter sexual; sin 

embargo, la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema, en (Expediente 

No 7258-2021-Consulta , 2022), al aprobar la consulta sobre la inaplicación del 

artículo 5 de la Ley 30838, por la que se prohibió la terminación anticipada en los 

delitos de carácter sexual, en esta ocasión aprobó dicha consulta; lo que implica 

que, en el seno de la misma Corte Suprema, se van asumiendo posturas 

diferentes, a las prohibiciones legales. 
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Si en delitos mucho más graves, de mayor reproche y de mayor interés 

social, se da un nuevo horizonte a la terminación anticipada; que si bien, no es 

el instituto procesal que estamos investigando; pero, solo haciendo una 

comparación, podemos afirmar que, es perfectamente viable la aplicación del 

principio de oportunidad en los delitos contra las mujeres o integrantes del grupo 

familiar. 

 

 En conclusión: 

En ese sentido se puede mostrar un Test de proporcionalidad que resulta 

aplicable en el delito presente de investigación: 

 

Proposición: 

CASO: La Aplicación del Principio de Oportunidad en el delito de agresiones en 

contra de la mujer o integrantes del grupo familiar VS la judicialización obligatoria 

del delito de agresiones en contra de la mujer e integrantes del grupo familiar. 

 

Derechos Fundamentales en Conflicto: 

Primero: 

1. Derecho a una vida libre de violencia (Derecho Vida, integridad moral y 

libre desarrollo) 

a) Ello implica a no ser objeto de cualquier acción u omisión  que le cause 

la muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico por su condición 

de mujer, tanto en el ámbito privado como público; es una protección 

general. 
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b) A no ser objeto de violaciones, abuso sexual, tortura, trata, prostitución 

forzada y acoso sexual en el espacio laboral o cualquier otro lugar; como 

respeto irrestricto a la libertad en su sentido más amplio. 

c) A no ser objeto de alguna forma de discriminación, en particular, de 

aquella basada en el sexo. Sabiendo que, la discriminación es actuar en 

sentido contrario al principio de igualdad, entonces, se resumirá en un 

trato igualitario.  

d) A ser considerada y educada sin tomar en cuenta los patrones 

estereotipados de conducta, así como las prácticas culturales y sociales 

que están basadas en criterios de inferioridad o subordinación. (STC. 

03378-2019-PA); qué implica, algo sencillo, que, a los ámbitos de su 

esfera íntima de la mujer, nadie puede ter acceso; así, a su equipo de 

celular, a sus correos, u otros mensajes.     

 

2. Derecho a la asistencia y la protección integral, cooperación de las 

autoridades para las atenciones oportunas, de psicólogos, médicos, policías, 

fiscales jueces, entre otros.  

3. Derecho Laborales, con el tratamiento terapéutico se hará entender a las 

partes, que ambos tienen derecho al trabajo, para evitar los niveles de 

discriminación laboral o de oportunidades, y así también evitar la violencia 

económica. 

 

4. Derecho en el campo de Educación, que mejor ocasión, para hacer 

entender a la pareja en conflicto, que no solamente tienen iguales derechos, 
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sino que uno de ellos es el derecho a la educación de la mujer, así como de 

los hijos. 

 
 

Marco Legal:  

- Artículo 9 de la Ley 30364 

- Inciso 1 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú 

 

Segundo: 

1. Derecho a la protección de la Familia 

“Comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, el adolescente, 

a la madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la 

familia y promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como 

institutos naturales y fundamentales de la sociedad”. 

 

Marco Legal:  

- Artículo 4 de la constitución Política del Perú 

 De acuerdo al autor Robert Alexy, afirma que las normas constitucionales que 

reconoce derechos constitucionales que reconocen derechos fundamentales y/o 

bienes colectivos presentan la estructura de principio, que se caracterizan como 

mandato de optimización; es decir normas que requieren el máximo grado de 

realización en función de las posibilidades fácticas y jurídicas que contextualizan 

su ejercicio. (CORONEL)  

Por lo que el presente en adelante hablaremos de principio a una vida libre de 

violencia y principio de protección de la familia, por lo que una colisión entre 
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derechos fundamentales por parte de su titular tiene una repercusión negativa 

en el derecho fundamental del otro titular lo que, cuando entra en colisión, lo que 

sucede en el caso de que su aplicación conduzca a resultados incompatibles, 

debe utilizarse el principio de proporcionalidad para establecer entre ellas una 

relación de procedencia condicionada.  

En ese sentido se analizará: 

1. Juicio de Adecuación o idoneidad 

Primera proposición: La judicialización obligatoria del delito de agresiones en 

contra de la mujer o integrantes del grupo familiar, la misma que garantiza el 

derecho a una vida libre de violencia hacia la mujer o integrantes del grupo 

familiar, a través de un proceso común: 

- Denuncia 

- Apertura de Diligencias Preliminares 

- Acusación Directa 

- Juicio Oral 

- Sentencia   

Segunda proposición: La aplicación del criterio de oportunidad en el delito de 

agresión en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar garantizando el 

derecho a una vida libre de violencia hacia la mujer o integrantes del grupo 

familiar y derecho a la protección de la familia, a través de un proceso 

simplificado: 

- Denuncia  

- Apertura de Diligencias Preliminares 

- Principio de Oportunidad 
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- Archivo 

 

Corresponde entonces examinar si el acuerdo plenario Nº 009-2019 que prohíbe 

la aplicación de principio de oportunidad en el delito tipificado en el artículo 122-

B constituye una norma general y, adicionalmente, si es que ella no es contraria 

al derecho a la igualdad.  

En cuanto al primer aspecto, cabe afirmar que ella satisface el requisito de 

generalidad debido a que el supuesto es abstracto y los destinatarios 

son indeterminados. El supuesto es “la no aplicación del principio de oportunidad 

y protección de mujer e integrantes del grupo familiar” que se ubican en el 

contenido de este acuerdo plenario. 

El objeto de regulación del acuerdo plenario Nº 009-2019, es que no se aplique 

el principio de oportunidad y acuerdo reparatorio en el delito de agresiones en 

contra de la mujer o integrantes del grupo familiar, en razón: 

- Es un delito Pluriofensivo 

- Existe un gran incremento de casos de este tipo de delito 

- Tratados internacionales suscritos por el estado 

- Interés Público en la represión publica 

 

No obstante, este acuerdo plenario no es un supuesto concreto, ya que 

este delito que es prohibido este tipo de criterio si se estaría cumpliendo con los 

presupuestos establecidos por el artículo 2 del código procesal penal. 

 

 



88 

 

No se afecta el interés público:  

Según Cesar San Martín Castro indica que el interés público es un 

concepto jurídico indeterminado que requiere de una concreción jurídica, que no 

puede lesionar los valores constitucionales en juego. Desde la prevención 

especial, el interés público estará presente cuando sin la sanción se puede 

esperar que el sujeto vuelva a cometer otros delitos, siendo algunos de sus 

indicadores los antecedentes penales, la convicción hostil del sujeto frente a la 

sociedad o el desconocimiento consiente de la autoridad. 

Desde la prevención general, se debe tener en cuenta la defensa material 

del ordenamiento jurídico. El significado del bien jurídico lesionado, la necesidad 

de prevenir hechos punibles y del reforzamiento del sentido de seguridad de la 

población, el interés de la generalidad en la aclaración del fondo criminógeno del 

hecho concreto y la posición del perjudicado en la vida pública. Otras 

circunstancias que pueden restarle importancia al interés público serían el 

tiempo considerable transcurrido entre la comisión del hecho y su 

esclarecimiento, así como una duración extraordinaria e injustificada y perjudicial 

para el procesado. Por el contrario, afirmaría el interés público la comisión 

constante de la misma clase de delitos. (San Martin, 2015, p. 261) 

Entonces, en el supuesto de que exista un caso de agresión de violencia 

en contra de mujer o integrante familiar, cuando sea un imputado primario, sin 

antecedentes penales o tampoco cuente con antecedentes de aplicación de 

principio de oportunidad, y exista entre las partes un consenso resarcitorio, es 

evidente que se trata de un caso donde no existe interés público, aunado a ello 
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dicha conducta es sancionada con una pena mínima por lo que es necesaria su 

aplicación; proposición que se encuentra descrita en el artículo 122-B.  

 

Existe un gran incremento de casos de este tipo de delito:  

Ya lo estamos demostrando con las estadísticas del Ministerio Público, 

imaginarse que entre 2019, 2020 y 2021, se tienen casos  registrados de más de 

38,000 casos, y eso solo en el delito en comento, y por lo tanto constituye una 

carga judicial y fiscal muy alta.  

 

2.2.2.4 Información del Área de Indicadores de Gestión 

 El Área de Indicadores de Gestión, del Distrito Fiscal de Junín, nos 

proporcionó la siguiente información estadística real, de la carga fiscal, 

relacionado al delito de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, que nos refleja una real carga, que, en los últimos tres años, totalizan 

más de 38,000 casos, información que a continuación se comparte:  
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ESTADISTICAS DE LOS DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES 

Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR DEL 2019 HASTA EL 

31/12/2021. 

Tabla 1 
Estadísticas de los delitos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar 
del 2019 hasta el 31/12/2021. 
 

 FISCALIA  Año 

2019 

 Año 

2020 

 Año 

2021 

 TOTAL 

      

VIOLENCIA FAMILIAR Y LOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO FAMILIAR 

 

15164 

 

10159 

 

12718 

 

38041 

      15164  10159  12718  38041 
 TOTAL 

     40% 27% 33% 100 
 % 

 

Interpretación: En el cuadro se visualiza los DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA 

LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR registrado en el 

periodo del 2019 hasta el 31/12/2021.  En total existen 38,041 casos por delitos. . El 

año con mayor cantidad de casos se registra en el año 2019 con 15,164 (40%) y el 

año con menor cantidad de casos es al año 2020 con 10,159 (27%), Esto debido 

como consecuencia del Covid 19. 

 

Figura  2. Delito de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar del 2019 hasta el 2021 
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Figura  3. Distribución porcentual de casos por el delito de violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar del periodo del 2019 hasta el 2021 

 

1. Cantidad de casos ingresados por delitos de violencia contra las 

mujeres y los integrantes del grupo familiar separados por fiscalías del 

2019 hasta el 31/12/2021 

Tabla 2 

Delito de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar por años 

DELITO DE VIOLENCIA CONTRA LAS 
MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR POR AÑOS 

 

Año 2019 Año 2020 Año 2021 TOTAL % 

01º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1665 1237 1403 4305 11% 

02º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1611 98

7 

1455 4053 11% 

03º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1843 91

2 

1291 4046 11% 

04º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1646 1014 1349 4009 11% 

05º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1648 1208 1485 4341 11% 

06º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1731 1248 1444 4423 12% 

FPM-SURCUBAMBA(NCPP) 11

8 

13

4 

131 383 1% 

FPPC-CHUPACA(NCPP) 75

4 

66

4 

815 2233 6% 

FPPC-CONCEPCION(NCPP) 56

5 

43

5 

592 1592 4% 

FPPC-JAUJA(NCPP) 1296 69

1 

757 2744 7% 

FPPC-JUNIN(NCPP) 24

1 

24

7 

251 739 2% 

FPPC-TARMA(NCPP) 1031 78

7 

1084 2902 8% 

FPPC-YAULI(NCPP) 45

6 

14

3 

251 850 2% 

FPPC-TAYACAJA (NCPP) 55

9 

45

2 

410 1421 4% 

TOTAL 15164 10159 12718 38041 100

% 
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   Información: del 2019 hasta el 31/12/2021 

   Fuente: SGF 

   Estadística de tipos de delitos por genérica, 

subgenérica y especifica por fiscalía 

   Elaborado: Área de Gestión de Indicadores 

–EDQ 

Interpretación:  En  la  figura  se  visualiza  los  DELITOS  DE  VIOLENCIA  

CONTRA  LAS  MUJERES  Y  LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, 

separados por Fiscalías registrado en el periodo del 2019 hasta el 31/12/2021. 

La fiscalía con mayor cantidad de delitos registrado se encuentra en la 6° FPPC 

de Huancayo en total con 4,423 (representa el 12%) y la fiscalía con menor 

cantidad de delitos es la FPM de Surcubamba con 383 (representa el 1%) del total. 

  

Figura  4. Cantidad de delitos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar 
del 2019 hasta el 2021 

 

Figura  5. Distribución porcentual de casos por el delito de violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar del periodo del 2019 hasta el 2021 
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La carga fiscal por el delito de agresiones contra la mujer o integrantes del 

grupo familiar, en todas las provincias del Distrito Fiscal de Junín, es muy alta; 

dado que. No es el único delito que se tiene que atender, con la aplicación del 

principio de oportunidad esto podría cambiar; y, más aún, cuando van 

acompañados de las terapias obligatorias. 

Además, conforme a las fuentes del  Poder Judicial, solo de enero a 

setiembre del 2020, ingresaron a las mesas de parte de las distintas 

dependencias nacionales del Poder Judicial, 190, 776 procesos judiciales. El 

mes en el que se registró el mayor número de expedientes fue en enero, y el 

departamento de Lima (60 559) seguido por Arequipa (15 888), Lambayeque (9 

047), La Libertad (8 416), Cusco (7 792), Piura (7 947), Junín (7 651), Ica (6 447), 

Cajamarca (4 468), Ayacucho (4 310), Callao (4 1 62).  

 

Figura 6. Procesos judiciales por violencia familiar 2020 

Fuente: Sistema Integrado Judicial 

Esa carga, en la realidad es inmanejable, con la consiguiente programación 

de las diversas audiencias, aún, cuando se hayan creado a los juzgados 

especializados en violencia familiar, consideramos que no es la salida; puesto 

https://observatorioviolencia.pe/wp-content/uploads/2021/02/Procesos-judiciales-ingresados-Ano-2020-enero-setiembre_v1.png
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que estos delitos se seguirán cometiendo; pero, si se propicia la aplicación de 

principio de oportunidad, pero con la obligación de un tratamiento terapéutico 

obligatorio antes de la emisión de la disposición de abstención de la acción penal; 

entonces, estos resultados estadísticos pueden variar, en un tiempo dado.  

Atendiendo, a la gran carga laboral fiscal y judicial, de los casos de 

agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar que según el 

sistema de Gestión Fiscal, unificada en la estadística del Área de Indicadores de 

Gestión del Distrito Fiscal de Junín, (SGF, 2019-2021); sin embargo, el legislador 

peruano (ya sea mediante el Congreso de la República o el Ejecutivo por facultad 

delegada) ha visto por conveniente convertir a delito las lesiones que constituían 

faltas, a delito a través del Decreto Legislativo 1323 (2017); fiándose algunos 

parámetros para su aplicación; sino que, recién los magistrados de la Corte 

Suprema de la República, mediante el Acuerdo Plenario Nº 09-2019, interpreta 

la prohibición de la aplicación de principio de oportunidad en los delitos previstos 

en el artículo 122-B del Código Penal; pero al parecer, no se tuvo en cuenta la 

alta incidencia plasmado en las estadísticas del Ministerio Público y del Poder 

Judicial.  

 

2.2.2.5. Clases de principio de oportunidad 

Dentro del tratamiento de este instituto procesal, de acuerdo al tipo de 

sistema al que acudimos su revisión, el principio de oportunidad son dos clases: 

por un lado, tenemos a la regulación del origen europeo continental o llamado 

también reglado; y por otro, conforme al sistema anglosajón o discrecional, en el 

que el Fiscal actúa con facultades más amplias sobre la aplicación de este 
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principio, por ello que, en forma discrecional seleccionará los casos con tal fin. 

 

a) El principio de oportunidad discrecional 

También conocida como aplicación del principio de oportunidad libre, no es 

propio de nuestro sistema procesal penal, sino del sistema americano, sobre el 

particular, Vilchez (2012) sostiene que: 

“Esta variante del principio de oportunidad, también llamado 

“Prosecutorial Discretion”, se considera como la regla absoluta del 

sistema en Estados Unidos y se configura como aquella atribución que 

tiene el fiscal para que, en función a sus amplias prerrogativas, ejercite 

o no la acción penal. Así, entonces podemos afirmar que el fiscal tiene 

discrecionalidad (absoluta) para decidir.” (p.6) 

En este sistema, el Fiscal actúa con más libertad, por ello que, en forma 

discrecional, seleccionará su caso, y, además, conforme al comportamiento del 

imputado, o a petición de éste, se toma la decisión de aplicar este principio, pero 

que, si bien no existirá sanción penal, pero, la obligación de pago de la 

reparación civil es muy alta, así como la multa a favor del Estado, también es 

alta.     

 

b) Principio de oportunidad reglada o rígida 

Es el llamado principio de oportunidad legal, que en cumplimiento al 

principio de legalidad procesal, solo han de aplicarse a los supuestos reglados 

en la Ley Procesal; cuyo origen indudablemente corresponde al sistema euro 

continental; y, que, en nuestra realidad se encuentra plasmada en el artículo 2º 
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del Código Procesal Penal de 2004; por lo tanto, el Fiscal, cuando decide aplicar 

este principio, en rigor no puede salir del marco legal ya citada; sino, por el 

contrario, identificar el tipo penal que autoriza la citada norma; así, por ejemplo, 

de conformidad con el inciso 6º del artículo 2 del Código Procesal Penal, para 

los delitos previstos en el artículo 122 del Código Penal, procede un acuerdo 

reparatorio; y, mientras tanto, los supuestos del artículo 122-B de la misma 

norma, no tiene cabida, ni para la aplicación del principio de oportunidad ni 

acuerdo reparatorio. 

Por ello que, nuestra propuesta será que, en el caso de delitos de 

agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, se posibilite la 

aplicación de principio de oportunidad, y más no así, de acuerdos reparatorios. 

 

2.2.2.6. Presupuestos para su aplicación 

Como en toda salida alternativa al proceso penal, que a su vez es una forma 

de expresión del derecho penal premial, que en cuanto se refiere al principio de 

oportunidad, que solo puede aplicarse como máximo en dos ocasiones; 

justamente, porque es un premio al que cometió un injusto penal, con la 

condición de que ésta no sea de suma gravedad; a su vez, que el investigado ha 

de reconocer su responsabilidad y asumir el compromiso de pagar la reparación 

civil; además, implícito está, la de no cometer nuevos hechos punibles; en 

consecuencia, podemos desarrollar los siguientes presupuestos. 

 

a) El consentimiento del imputado o investigado 

Desde la postura de la Corte Suprema, no solo basta el consentimiento, 
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sino que ello, debe representar el reconocimiento de la comisión del hecho 

punible, y a partir de dicha admisión, recién se posibilita la aplicación del principio 

de oportunidad; y, la expresión de la voluntad del imputado tendrá dos niveles 

de manifestación; primero, cuando lo solicita a iniciativa propia; y, segundo, 

cuando es convocado por el Fiscal; en ambos supuestos, se requiere la admisión 

de cargos, y la expresión de su voluntad de querer arribar a la celebración de un 

principio de oportunidad. A decir de  (Sanchez 2020, p. 151), la adtención del 

ejercicio de la acción penal pública estara condicionada al cumplimiento de pago 

de la totalidad de la reparación civil, y el pago de la tasa administrativa que 

equivale al 10% del monto de la reparación civil; este último, se encuentra 

reglamentada en el Texto Único de Procedimentos Administrativos del Ministerio 

Público, y forma parte de sus ingresos propios.  

 

b) Reconocimiento y pago de la reparación civil. 

Que, al tratarse de una forma de derecho penal premial, es obvio que, si el 

imputado, por un lado, reconoció la acción punible, luego admite o consiente 

arribar a un principio de oportunidad; en consecuencia, tiene que asumir el pago 

de la obligación generada por el hecho punible; por ello que, resulta necesario 

citar a la parte agraviada, para que pueda participar en la celebración del dicho 

principio.  Maxime que, el pago de la reparación civil, no es otra cosa una 

consecuencia accesoria derivada de la comisión del delito.  
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2.2.2.7. Supuestos para su aplicación 

Como base legal se parte del artículo 2 del Código Procesal Penal de 2004, 

en el que el legislador plasmó algunos criterios para la procedencia de aplicación 

de este principio, y, la que nos interesa a nuestro tema son dos en forma 

específica: 

a) Mínima gravedad del delito. 

Lo podemos encontrar en el inciso segundo del artículo 2 del Código 

Procesal Penal, que será de aplicación para casos leves, y, está medida en 

función a los extremos de la pena conminada legal del tipo penal; y para la 

procedencia, la norma nos precisa que será procedente en los delitos cuyo 

extremo máximo de la peal, no sea suprior a los cuatro años de pena 

privativa de libertad; si esto es así, el delito o los extremos e punición previsto 

en el artículo 122-B del Código Penal, en su extremo máximo ha previsto 

una pena privativa de libertad no  mayor de tres años;  por lo que, si partimos 

de ese fundamento, podemos afirmar que no existe legal para la aplicación 

del principio citado en los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes 

del grupo familiar; o sea, formalmente se cumple con este prepuesto.    

 

b) Mínima lesividad.  

El principio de lesividad se encuentra regulada en el artículo IV del Título 

Preliminar del Código Penal, cuando afirma que “la pena, necesariamente, 

precisa de la lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos tutelados por la 

ley”; y, en el delito previsto por el artículo 122-B del Código Penal, en el fondo 

son e mínima lesividad;  y, que su agravación solo está en función a las 
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víctimas, o agravadas por razones de política criminal; más aún, cuando se 

tiene el primer párrafo, que en la práctica común, sería falas contra las 

personas; pero, por razones de cumplimiento de las convenciones 

internacionales, se penalizó, por lo que consideramos que, resulta válida 

sostener que deviene en procedente la aplicación del principio ya citado. 

 

c) Mínima culpabilidad del agente. 

La mínima culpabilidad del agente, parte de dos principios penales, que son: 

primero, el principio de responsabilidad penal, contenida en el artículo VII del 

Título Preliminar del Código Penal, que dice: “La pena requiere de la 

responsabilidad penal del autor. (…)”; y, segundo, en el principio de la 

proporcionalidad de las sanciones, regulada en el artículo VIII del Título 

Preliminar del Código Penal, que, a su vez, es de contenido convencional y 

constitucional, y a la letra se lee: “La pena no debe sobrepasar la 

responsabilidad por el hecho. (…).” En consecuencia, si conforme al artículo 

122-B del Código Penal, la sanción extrema es no mayor de tres años; que, 

recurriendo al principio de proporcionalidad ya citada, también devendría 

aplicable el principio que postulamos. 

Solo que, por razones de política criminal, el Estado, y la Corte Suprema, 

han precisado que, los delitos previstos en el artículo ya citado del Código 

Penal, por la calidad de afectación a la víctima, por la dañosidad social que 

representa, por la connotación social y coyuntural, se ha venido a sostener 

que son delitos agravados; sin embargo, en el mismo Acuerdo Plenario 9-

2019, sí se permiten las conversiones de las penas; por lo que, por un lado 
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se prohíbe la aplicación de una salida alternativa, y por otra, no se quieren 

penas efectivas, sino convertidas; en otras palabras, el ahora condenado 

cumplirá su condena al lado de sus hijos y la esposa; sin mayores 

restricciones que la contenida en la misma sentencia, y que nadie lo 

controlará su cumplimiento. 

Pero de posibilitarse la aplicación del principio de oportunidad, los efectos 

serán otros, muy al margen que tiene que pagar la reparación civil, la de 

someterse al tratamiento terapéutico, no solo el imputado, sino también la 

víctima, y también los hijos en determinados casos; por lo que, los efectos 

son de mayor impacto social y preventivo. Además, con ello se cumpliría el 

pronóstico que en el futuro no volverá a cometer dicho injusto penal, gracias 

a las orientaciones en el tratamiento terapéutico al que fue sometido; todo 

esto con la finalidad de preservar la unidad de la familia por un lado, y por 

otro cumpliendo con los objetivos planteados en el artículo I del Título 

Preliminar del Código Penal, que como principio general del Derecho, 

deviene en aplicable al caso, que precisa “Ese Código tiene por objeto la 

prevención de delitos y faltas como medio protector de la persona humana y 

la sociedad” y, no debemos olvidar que la familia es parte de la sociedad.  

           

d) Escaso interés público.  

En principio, no existe un barómetro de medición de los niveles del interés 

público, en ocasiones se dice, por la naturaleza del delito; y, en rigor, en 

todos los delitos de persecución pública, existe interés público, por ello que, 

el representante del Ministerio Público investigará de oficio, asumiendo la 
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titularidad de la carga probatoria, entre otros; sin embargo, el interés público 

asignado al delito de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, se afirma que está en función a las agresiones contra una mujer, o 

los integrantes del grupo familiar, es decir a cualquier miembro de la familia; 

sin embargo, también es de interés púbico que la familia se recomponga, 

que se proteja el principio de unidad de la familia; y, con el principio de 

oportunidad, bien se puede lograr dicho cometido, cuando se regula como 

condición, el sometimiento al tratamiento terapéutico no solo del imputado, 

sino también de la víctima, y, con los informes favorables, recién procedería 

la abstención de la acción penal.  

 

2.2.2.8 Prohibición de otras formas de conclusión del proceso 

Según el artículo 40 del Texto único Ordenado de la Ley 30364, en las 

investigaciones por delito de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, se prohíbe la conciliación entre la víctima y el agresor, motivo por el cual, 

también no se permiten los acuerdos reparatorios; porque éstos, en buena 

cuenta se tratan de acuerdos de partes, que se presentan ante el Ministerio 

Público, para la correspondiente abstención de la acción penal; por lo tanto, en 

la práctica la norma no prohíbe la aplicación del principio de oportunidad; 

además, este aspecto también la Corte Suprema lo resaltó en el fundamento 38 

del Acuerdo Plenario 9-2019; por su parte el Comité CEDAW, en su 

Recomendación General 33, párrafo 58 c, precisó que en los delitos por género, 

devienen en improcedentes la conciliación o la mediación; sin embargo, el 

principio de oportunidad es una institución procesal diferente; y, ello no quiere 
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decir que estamos contra el Caso Espinoza Gonzales vs Perú, de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos; sino que, con las reglas que 

proponemos, en realidad, la aplicación de este principio sería de mucha utilidad, 

incluso en la recomposición familiar. 

Que según la Resolución de la Fiscalía de la Nación No 1245-2018-FN, que 

en su artículo 8 plasmó: “En los delitos previstos y sancionados en los artículos 

122, 185, 187, 189-A primer párrafo, 190, 191, 192, 193, 196, 197, 198, 205 y 

215 del Código Procesal Penal, y en los delitos culposos, procederá un Acuerdo 

Reparatorio. No rige esta regla cuando haya pluralidad importante de víctimas o 

concurso con otro delito; salvo que, en este último caso, sea de menor gravedad 

o que afecte bienes jurídicos disponibles.”  Tampoco excluye a la posibilidad de 

la aplicación del principio de oportunidad para los supuestos de agresiones 

contra la mujer o integrantes del grupo familiar. 

 

2.3.4 El Principio de Oportunidad en Legislación Comparada 

a) En la legislación alemana. 

La institución procesal del principio de oportunidad, sus orígenes estarían en 

Alemania, que por la "Ley Emminger" del 4 de enero de 1924, “se facultó al 

Ministerio Público a abstenerse de ejercitar la acción penal en los casos en 

que la culpa sea leve y carezcan de importancia las consecuencias dañosas, 

de tal manera que su persecución no afecte el interés público.” (Ore, 1999, 

p. 132); desde ya, se advierte que, en este país se delegó la responsabilidad 

al Ministerio Público, para ue pueda aplicar este principio, preservando el 

interés público, y solo en los casos considerados de mínima lesividad; sobre 
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el particular, tambien se afirma que “la disposición más importante, al 

respecto, la contiene el artículo 153 de la Ordenanza alemana, éste artículo 

no admite la persecución de los delitos si la culpabilidad del autor es leve y 

no existe un interés público, (…)”. (Benavides, 2007); además, haciendo las 

distinciones, para la procedencia, será necesaria la aprobación del tribunal, 

a excepción de los supuestos de los párrafos 1 y 2 del artículo 153 ya citado; 

pue así lo afirma también (Neyra Flores, 2010, pág. 287), al afirmar sobre la 

importancia de las diligencias preliminares.  

 

b) En el Sistema procesal norteamericano. 

En este sistema, las salidas alternativa al proceso penal, se encuentran 

institucionalizados, que por la naturaleza del tipo de justicia, dicho sistema, 

odia los juicios prolongados; que, cuando los hechos no revisten mayor 

gravedad, pero siempre, partiendo del poder discrecional del Fiscal, ése 

puede buscar propiciar acuerdos; y solo quedarse con los casos que 

ameritan ser investigados a mayor profundidad, por la gravedad del caso; en 

ese sentido también refiere, e incluso citando estadísticas sobre el caso. 

(Tomothy, 1993, p. 22-24); por lo que, en su aplicación, es más liberal o 

abierto. 

 

c) En la legislación italiana 

El principio de oportunidad, en la legislación italiana funciona como salida 

alternativa al proceso penal, que consiste en propiciar acuerdos entre las 

partes, esto, con la finalidad de evitar los juzgamientos; pero, éstos tendrán 
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lugar solo en los casos breves; pero, en los acuerdos reparatorios y 

principios de oportunidad, se les faculta a los fiscales, para arribar a dichos 

mecanismos de simplificación, “siempre que en los hechos investigados 

aparezcan circunstancias atenuantes que así lo permitan o la pena privativa 

de la libertad no sea superior a dos años (artículo 444 de la nueva ley 

italiana)”. 

Al Ministerio Público se le faculta para “dirigir la indagación preliminar y 

ejercitar la acción penal, además de otras facultades, como la de tener 

iniciativa en la simplificación del procedimiento mediante la adopción de 

criterios establecidos, conforme a lo señalado por la legislación italiana.” 

(Sanchez, 2020, p.96). 

 

d) En la legislación argentina 

En la realidad Argentina, equiparable al principio d oportunidad con la 

finalidad de buscar la suspensión del procedimiento, pero sujeto a una  

prueba, dentro de un período dado; para San Martín Castro (2015) “es un 

instrumento procesal que detiene el ejercicio de la acción penal a favor de 

un sujeto imputado por la comisión de un delito, quien se somete, durante un 

plazo,” pero como condición de su procedencia, como regla general, se 

requiere el consentimiento del imputado, así que asuma el pago de la 

reparación civil; y se someta a un periodo de prueba, que se establece con 

el Fiscal. 
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e) En la legislación colombiana 

Siguiendo a San Martín Castro (2015), precisó que, en la legislación procesal 

penal colombiano, se reguló el principio de oportunidad en el artículo “6 de 

la Ley 81 de 1993 modificó el artículo 38 del Código de Procedimiento Penal 

que regula, para los delitos que admiten desistimiento y para aquellos que 

permiten la preclusión de la investigación por indemnización integral de 

perjuicios, (…)” con la finalidad de buscar descongestionar los despachos 

judiciales, como así lo resalta en el artículo 14 de su norma procesal penal. 

En principio no hace distingos ni exclusiones, con la única finalidad que se 

sean delitos leves; y el objetivo ulterior es la descarga judicial. y, no existe la 

prohibición para los casos de lesiones ocurridas en el contexto familiar.   

 

2.3.5 Evolución de la legislación nacional del delito de agresiones en 

contra de la mujer o integrantes del grupo familiar. 

Dentro de la evolución de este delito, y partiendo de las leyes extra penales, 

sobre protección de la familia, se tiene:  

  

a) Ley 26260 

En el Perú se reguló por primera vez, mediante Ley N° 26260, denominada 

“Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar, de 1993, el cual fue 

modificada por la Ley N° 26763 - Ley sobre política del Estado y de la 

sociedad frente a la violencia familiar,” esta Ley define en su artículo 2 a la 

violencia familiar como:  
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“Cualquier acción u omisión que cause daño físico o psicológico, maltrato sin 

lesión, inclusive la amenaza o coacción graves y/o reiteradas, así como la 

violencia sexual que se produzcan entre: Conyugues;  ex cónyuges;  

convivientes; ex convivientes;  ascendientes;  descendientes; parientes 

colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad; 

quienes habitan en un mismo hogar siempre que no medien condiciones 

contractuales o laborales.” (párr. 2-3)  

 

b) Ley N° 26763 

Esta Ley N° 26763 (1996) estableció “que la intervención de la Policía 

Nacional de Perú, intervenían en casos de flagrante delito deteniendo al 

agresor sería por un plazo de  24 horas;” por su parte en cuanto a las 

medidas de protección, éstas “serian impuestas por el Fiscal de familia quien 

también podía solicitar las medidas cautelares ante el Juez especializado de 

Familia,” se trató de una ley que buscaba la conciliación entre las partes en 

conflicto básicamente. (párr. 12-36) Sin embargo, es de resaltar que, cada 

vez que se fueron sucediendo las leyes sobre la protección a la mujer contra 

la violencia intrafamiliar, se han ido tomando determinados rumbos más 

garantistas o proteccionistas hacia la mujer.   

 

c) Ley N° 30364 

La Ley N° 30364 (2015), a diferencia de la Ley N° 26260, partió por sustentar 

o reconocer en su artículo 2º, seis principios rectores, que en la 

interpretación y aplicación de la ley en general en toda medida que adopte 
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el Estado, lo que involucra al sistema de justicia, que deben tenerse en forma 

preferente, y dichos principios son:  

- Principio la Igualdad y la No Discriminación.  Como ya lo resaltáramos en 

acápites anteriores, establece la plena igualdad entre varones y mujeres. 

- Principio del Interés Superior del Niño. Que, en todo problema, en el que 

por medio se encuentran los menores, este interés se activa, por ello que, 

este principio también se encuentra en el Código de los Niños y 

Adolescentes en el artículo IX del Título Preliminar. 

- Principio de la Debida Diligencia. Las diligencias sin mayores dilaciones, 

en la prevención y sanción en los supuestos de toda forma de violencia 

contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, deben ser prioritarios, 

y una de las alternativas, pude ser la aplicación del principio de oportunidad. 

- Principio de Intervención Inmediata y Oportuna. La actuación oportuna 

está dirigida a todas las autoridades, policías, fiscales, jueces, abogados de 

la víctima, responsables de los Centros Emergencia Mujer, del programa 

Aurora, entre otros; en casos de agresiones contra la mujer o integrantes del 

grupo familiar. 

- Principio de Sencillez y Oralidad.   En especial, en las audiencias en los 

juzgados de familia o las que hagan sus veces, evitando las formalidades 

innecesarias, para que justicia se manifieste de manera oportuna, así 

posibilitando la accesibilidad y superación a las barreras que las 

convenciones internacionales observaron. 

- Principio de Razonabilidad y Proporcionalidad. Se deben ponderar las 

afectaciones causadas en relación a las medidas de protección a dictarse; 
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empero, dentro de ello también verificar mínimamente a la afectación a la 

familia y su entorno.   

La misma ley antes citada, también resaltó sobre los enfoques para que los 

operadores del sistema de justicia tengan en cuenta al momento de dilucidar 

casos relacionados a la protección de esta Ley; y se resaltó a los siguientes 

enfoques:   Enfoque de género, enfoque de integralidad, enfoque de 

interculturalidad, enfoque de derechos humanos, enfoque de interseccionalidad, 

y, enfoque generacional. 

Entre las principales modificaciones se tiene:  

El Decreto Legislativo N° 1323, (2017) que fortalece la lucha contra el 

feminicidio, la violencia familiar y la violencia de género, modificando el artículo 

8 de la Ley N° 30364 sobre los tipos de violencia, básicamente en cuanto se 

refiere a la violencia psicológica, se elimina la cuantificación de la recuperación.  

Mas adelante, mediante Decreto Legislativo N° 1386 (2018) se modifica la 

ley Nº 30364, específicamente el literal c) del artículo 10; los artículos 14, 15, 16, 

17, 19, 20, 21, 22, 23, 26 y 28; y el numeral 14 del artículo 45 de la Ley N° 30364,  

sustentando como objetivo central, el fortalecimiento de la prevención, 

erradicación y sanción de toda forma de violencia contra las mujeres y contra los 

integrantes del grupo familiar; y, con la posibilidad de la aplicación de principio 

de oportunidad, condicionada a tratamiento terapéutico obligatorio, cumpliría 

esta finalidad concreta de la prevención de futuros delitos, y ayudará a la 

consolidación de la familia.  
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También, en el año 2018, el Congreso de la República, aprobó la Ley 

30862, por la que modifican los artículos 7, 8, 10, 13, 15, 15-A, 15-B, 16, 16-D, 

17, 18, 19, 22-B, 23, 23-A, 23-B, 26, 28, 42, 44, 45 y 47 de la Ley N° 30364, ello 

implica que el propio Estado, en períodos cortos ha ido evaluando sobre la 

funcionalidad de la Ley, y su necesidad de mejorarla en forma progresiva. Se 

precisó dos temas de suma utilidad para la presente investigación: a) La 

protección se extiende a favor de las mujeres durante todo su ciclo de vida: niña, 

adolescente, joven, adulta y adulta mayor; y, b) se entiende por miembros del 

grupo familiar. a los cónyuges, excónyuges, convivientes, exconvivientes; 

padrastros, madrastras; o quienes tengan hijas o hijos en común; las y los 

ascendientes o descendientes por consanguinidad, adopción o por afinidad; 

parientes colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad o adopción y 

segundo grado de afinidad; y quienes habiten en el mismo hogar siempre que no 

medien relaciones contractuales o laborales, al momento de producirse la 

violencia. A esto en la actualidad se le denomina el contexto o espacio de 

identificación y ubicación del grupo familiar.  

Finalmente se tiene al Decreto Supremo Nº 004-2019, por el que se aprobó 

el Texto Única Ordenado  de la Ley 30364,  que a su vez modificó los artículos 

3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12,13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 22, 23, 24, 26, 28, 29, 

30,31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 45, 47,48, 56, 59, 65, 67, 72, 

74, 75, 76, 77, 81, 87, 88, 89, 91,96, 105, 107, 109, 116, 117, 118, 120 y 125, 

entre otros, de este modo la evolución legislativa sobre los ámbitos de protección 

se han mejorado. Sin embargo, lo que resaltamos es que, gracias a esta norma 

extra penal, es la que tendrá que interpretarse al artículo 122-B del Código Penal, 
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puesto que se encuentra en perfecta armonía; sin embargo, ninguna de dichas 

modificaciones en forma expresa prohíbe la aplicación de principio de 

oportunidad en los delitos, del tipo penal citado; además, si uno de los fines del 

Estado es la protección de la familia, también lo es la prevención, sanción y 

erradicación de todo forma de violencia contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar;  pero, si solo se buscan imponer penas efectivas de privación de libertad, 

tal cual, se encuentra regulada en la parte final del artículo 57 de la norma 

material; para luego, todos los jueces dictar las conversiones de las penas, pero 

con la generación de antecedentes; entonces, como que por un lado, se busca 

la imposición de la sanción desde el punto de vista retribucionista, y por otro, 

buscamos la protección de la unidad familiar; por ello, tiene su fundamento la 

posibilidad de la aplicación de principio de oportunidad, para estos delitos, pero 

sujetas a reglas de conducta; y consideramos que así, se lograría una mejor 

articulación y consolidación de la familia, trabajando en la parte preventiva, en la 

sanción y la erradicación de toda forma de violencia intrafamiliar.  

 

2.3.6. Tipos de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo 

familiar. 

Que si partimos analizando el artículo 122-B del Código Penal, se tratan 

de las lesiones físicas, afectaciones psicológicas, cognitivas, o conductual, daño 

psíquico, causada a una mujer por su condición de tal, o a los integrantes del 

grupo familiar; pero para entender mejor cada verbo rector o cada 

comportamiento, se requiere interpretar a partir del artículo 8° de la Ley 30364, 

reconoce cuatro formas de violencia contra las mujeres o los integrantes del 
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grupo familiar; algunas merecen una cuantificación, y otros necesitaran otras 

formas de evaluación de determinar tal lesión o afectación, así como sustentar 

los determinados niveles de afectación; y de ese modo fijar las competencias 

judiciales; en consecuencia tenemos: 

 

a. Violencia física. 

Es aquella acción o conducta, que causa daño físico o visible a la integridad 

corporal o la salud; que estará representada por una forma de lesión objetiva, 

quien evalúa para su posterior cuantificación será el médico legista; por lo que, 

partiendo del fundamento del artículo 13 del Código Penal, estos delitos se 

pueden cometer por acción u omisión. Sobre el particular, “El Ministerio de la 

Mujer y Poblaciones vulnerables, la entiende por violencia física, “a toda 

acción u omisión que genere cualquier lesión infligida, que no sea accidental 

y provoque un daño físico o enfermedad”. (Del Aguila, 2017, p.21). 

 

b. Violencia Psicológica. 

Tiene diversas formas de manifestaciones, ya sea vía acción u omisión, pero 

orientado a controlar o aislar a la persona contra su voluntad, a humillarla o 

avergonzarla, o discriminarla, y que a largo plazo o por lo reiterativo de la 

conducta ocasionar daños psíquicos;  por ello, como bien lo precisa Umpire 

Nogales (2006) citado por Del Águila (2017, p. 21) sobre esta forma de 

violencia, precisó que es “aquella que se ejerce mediante los constantes 

insultos, la indiferencia, el abandono, la manipulación, intimidación, mentiras, 

limitación de la acción, humillación, verbalizaciones, desvaloraciones, 
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destrucción de objetos apreciados, exclusión de tomas de decisiones y otras 

conductas caracterizadas por estímulos mortificantes”. 

 

c. Violencia Sexual 

No solo para la Ley 30364, son en forma general, “Son acciones de naturaleza 

sexual cometidos contra una persona sin su consentimiento o bajo coacción.” 

Que afectan la libertad sexual, si se tratan de personas mayores de 14 años; 

y, si nos referimos a menores de esa edad etaria, serán atentados contra la 

intangibilidad sexual o indemnidad sexual, en el que cualquier tipo de 

consentimiento, carecerá de valor, esto, por el nivel de desarrollo y 

comprensión de la realidad de la víctima. Por ello que, considerando que toda 

forma de afectación al desarrollo emocional o psicológico, se consideran 

también delitos de este género, la exposición a material pornográfico. 

 

d. Violencia Economía o Patrimonial 

Al tratarse de una novedad, incorporada por Ley 30364, es entendida como la 

“acción u omisión que se dirige a producir un menoscabo en los recursos 

económicos o patrimoniales de la persona”. Pero no de cualquier persona, 

sino de alguien se encuentra en condiciones de depender de otro, o el esposo 

cuando no le da las oportunidades para su desarrollo en alguna actividad 

económica a la mujer; o le controla en forma desmesurada; o cuando intenta 

iniciar una actividad económica, se le pone condiciones o límites de control; 

de un lado; y por otro, estará representada por la privación de recursos básico 
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para su mantención, así como que posibilite una superación profesional; ni 

que afectan incluso a las esferas de los derechos alimentarios.   

 

2.3.7 Contextos de configuración del delito de agresiones contra la mujer 

o integrantes del grupo familiar 

Al tratarse de un hecho especial, que el tipo penal del artículo 122-B del 

Código Penal, ha previsto en su variante objetiva, la exigencia que la agresión 

contra la mujer, sea en su condición de tal, por su género, o contra los integrantes 

del grupo familiar; de allí que se exige la identificación de un escenario especial; 

y de la misma norma ya citada, se desprende que: la acción tiene que darse en 

las situaciones previstas en el artículo 108-B primer párrafo del Código Penal; 

estos son:   

i)Violencia familiar; ii) Coacción, hostigamiento o acoso sexual; iii) Abuso de 

poder, confianza o de cualquier otra posición o relación que le confiera 

autoridad al agente; iv) Cualquier forma de discriminación contra la mujer, 

independientemente de que exista o haya existido una relación conyugal o de 

convivencia con el agente. 

La Corte Suprema de la República, no ha sido ajeno al problema, por 

ello que, emitieron el Acuerdo Plenario N°1-2016/CJ-116, así como el Acuerdo 

Plenario N° 9-2019/CJ-116; de los que podemos rescatar los aportes más 

resaltantes de interés para la presente investigación; entre ellas tenemos: 

a. Al contexto de violencia familiar  

Remitiéndonos al artículo 6° de la Ley N°30364, la violencia familiar, es 

aquella que se ejerce “contra cualquier integrante del grupo familiar, es 
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cualquier acción o conducta que le causa muerte, daño o sufrimiento físico, 

sexual o psicológico y que se produce en el contexto de una relación de 

responsabilidad, confianza o poder, de parte de un integrante a otro del grupo 

familiar. Por ello que, en toda investigación resulta importante sustentar el tipo 

de contexto, como la confianza, poder o autoridad, así como los supuestos de 

dependencia, y solo de ese modo se puede identificar al delito materia de 

análisis.   

Por su parte Mendoza (2019) sugiere que para acreditar la violencia familiar y 

por consiguiente la posibilidad de la comisión del delito previsto en el artículo 

122-B del Código Penal, requiere de la concurrencia de los siguientes 

requisitos:  

“Verticalidad, esto es, el sometimiento de la agraviada en una situación de 

manifiesta dependencia; móvil de destrucción o anulatorio de la voluntad de 

la agraviada para adecuarla a los estereotipos patriarcales.”  En esta variante 

se debe acreditar los niveles de dependencia, existe una jerarquía del  que 

hace la acción, respecto de los agraviados, de arriba hacia abajo. 

“Ciclicidad, esto es, que los hechos se produzcan en un contexto periódico 

de violencia y «cariño», que condiciona una «trampa psicológica» en la 

agraviada.”  La ciclicidad es una forma de permisibilidad, cuanto mayor es el 

grado de permisibilidad, el ciclo de la violencia va en incremento, y de eso se 

aprovecha el agresor; peor, a la vez, pude generar que los agraviados ya no 

sientan afectaciones, porque creerán que es parte de la vida.  

“Progresividad, esto es, el contexto de violencia es expansivo, y puede 

terminar con la muerte de la agraviada; y una situación de riesgo de la 
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agraviada, pues es vulnerable en esta situación.” La progresividad, a 

diferencia de la ciclicidad, es que las agresiones inician con situaciones leves, 

que, si no se pone coto, es obvio que, por la permisibilidad, estas agresiones 

irán en incremento, pero en su forma de ser cada vez más graves, por ello 

que, si no se detecta en forma oportuna, puede conllevar a la comisión de 

otros delitos como el feminicidio. 

 

b. Coacción 

Serán los actos que, mediante amenaza o violencia, el sujeto activo obliga la 

mujer o integrantes del grupo familiar, a hacer lo que ley no manda, o le impida 

hacer lo que ella no prohíbe, al margen de ser un delito independiente; pero 

pueden darse en un contexto de relación por ello, se dice que con actos 

menores pero sistemáticos de agresión a la víctima para obligarla a realizar 

determinadas actividades que deben compartir, pero, lejos de ello, es una 

forma de obligarla a marginarla a los quehaceres domésticos; o de impedirle 

hacer otras actividades que les puede ser útil en el futuro, como estudiar o 

trabajar.  

 

c. Hostigamiento 

Son actos de burla, de maltrato, de discriminación, de mofa, hacia la mujer, 

pero en forma insistente; haciéndola ver que es inferior al varón; que, al 

tratarse de actos reiterativos, en forma sistemática van afectando la dignidad 

de la persona; para (Ramos Ríos, 2018), “es el comportamiento, amenazante 
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o perturbador de una persona que posición de dominio frente a otra que se 

siente subordinado”.  

 

d. Prevalimiento 

El que tiene poder, abusa de ese poder o confianza; por ese poder, el agente 

del delito se siente con la suficiente autoridad, para para realizar actos que 

afecten a la víctima; se pueden manifestar de diversas formas, como maltratos 

usuales o inusuales en espacios públicos o privados, que a decir de (Castillo 

Aparicio, 2019)  son “tres son las consideraciones a tener en cuenta para su 

configuración:   

“a.- La posición regular del agente, en la familia, en la empresa, en la 

institución del Estado, en la Policía o en las Fuerzas Armadas, en la institución 

educativa o de salud, en el establecimiento penitenciario;”  (p. 98); esto implica 

que, ostenta un nivel o jerarquía de hecho, que considera que le confiere 

autoridad sobre los otros integrantes de la familia.  

“b.- La relación de autoridad que surge de esa posición funcional, (estado de 

subordinación, obediencia, sujeción);”  (p. 98); es una concepción errada, 

puesto, dentro de una unidad familiar, si existen ciertos niveles de aportación 

económica a la familia, consideramos que le confiere poder ni autoridad per 

sé. 

“c.- El abuso de la posición funcional (desvío de poder) para someter, humillar, 

maltratar a la mujer.” (p. 98); lamentablemente es usual, en especial cuando 

se verifica en los casos de agresiones a la mujer o integrantes del grupo 

familiar, estos elementos se vislumbran con nitidez.  
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e. Actos de discriminación 

La discriminación, no es otra cosa que la negación a la igualdad, por ello que, 

el que realizan estos actos, solo ponen de manifiesto que solo ellos, son los 

que merecen ser tratados como tales, reconociendo la superioridad frente a 

los otros, como lo precisa Castillo (2019, p. 101); “Se entiende por 

discriminación, la actitud de impedir la igualdad de oportunidades o de dar 

igual trato a la mujer, en cualquier ámbito, por motivos sexistas o misóginos.”  

Pues allí se manifiesta el machismo y en ocasiones el odio hacia el género 

femenino, aún, cuando algunos profesionales afirman que en el mundo no 

existen personas misóginas, (Ponce Malaver, 2021); empero, consideramos 

que sí existen eso grupo de personas; por ello se cometen feminicidios, por 

citar un ejemplo. 

 

2.3.8. Normas que prohíben la conciliación y la transacción, pero no el 

principio de oportunidad 

Así como existieron normas del cual de su lectura e interpretación permitían 

que se pueda aplicar salidas alternativas de solución de conflictos, como la 

aplicación de principio de oportunidad en estos delitos; se infiere que existen 

normas que aparentemente han regulado su prohibición, decimos 

aparentemente, porque expresamente no existen; y éstas son 

 

a. Convención Interamericana para prevenir sancionar y erradicar la 

violencia contra la Mujer-Convenio de Belem Do Pará.  
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La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) fue el primer tratado 

vinculante en el mundo en reconocer que la violencia contra las mujeres 

constituye una violación sancionable de derechos humanos. La Comisión 

Interamericana de Mujeres (CIM) de la Organización de los Estados 

Americanos (OEA) jugó un rol fundamental en su diseño al emprender una 

campaña regional con el propósito de adoptar medidas tendientes a la 

erradicación de la violencia contra las mujeres, (…). (Poole, 2013); fue una 

preocupación importante desde todo punto de vista, pero no anuló a la 

posibilidad de la aplicación de principios de oportunidad; sino, se prohibía a la 

conciliación, a la mediación, entre otros, pero la naturaleza jurídica, de dichos 

institutos indicados son diferentes.  

Asimismo, si bien esta norma no estipula taxativamente en relación a la 

conciliación en este tipo de delitos, no obstante, hace hincapié en la guía de 

aplicación de la normativa lo siguiente: 

 “La conciliación y la mediación: Existe una práctica generalizada a nivel 

judicial y extrajudicial de promover el uso de la conciliación durante el 

proceso de investigación como método para resolver delitos de violencia 

contra las mujeres. Por ejemplo, en el momento de prestar asesoría legal 

gratuita, orientación familiar o rehabilitación, los prestadores de servicio 

ofrecen a las usuarias la conciliación o mediación inclusive sin que ésta 

sea requerida”. (Poole, 2013) 

Que, si bien el Comité de Expertas “se ha pronunciado en contra de esta 

práctica, (…) de la mediación o conciliación no deben ser usados previo a un 



119 

 

proceso legal, (…), y en ninguna etapa del proceso legal y de 

acompañamiento a las mujeres víctimas.” Sin embargo, es una opinión 

respetable, pero cuál es la finalidad del Derecho penal, qué funciones tiene la 

política criminal, para que existen las teorías de las penas; si al final en el 

mismo Acuerdo Plenario 9-2019, se hace referencia a la conversión de la 

pena; y, sabido es que, en la sociedad, a una persona con antecedentes, se 

les cierra las oportunidades laborales, por ello que, nuestra propuesta, no se 

trata ni de la conciliación ni la mediación,  sino de la aplicación de principio de 

oportunidad, con una condición, cual regla de conducta, que la pareja se 

someta a un tratamiento terapéutico obligatorio, antes que el Fiscal dicta la 

disposición de abstención de la acción penal. 

 

b. Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 

contra la mujer (CEDAW) 

El comité de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer, a través de su recomendación General 33, 

párrafo 58 c) señalo: 

“El enjuiciamiento y el castigo de la violencia por razones de genero 

contra mujer, debe velarse para que no sea remitida a ningún tipo de 

procedimientos alternativo de arreglo de controversias como la 

mediación o la conciliación; y que el uso de procedimientos alternativos 

debe regularse estrictamente y permitirse únicamente cuando una 

evaluación anterior por parte de un equipo especializado garantice el 

consentimiento libre e informado de las víctimas y supervivientes, 
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siempre que no existan indicadores de nuevos riesgos para las víctimas 

y supervivientes o sus familiares.” 

De esta recomendación, lo que se rescata por el contrario es la posibilidad de 

la regulación de las salidas alternativas, por ello afirma sobre el 

consentimiento; y, como ya lo referimos en forma reiterada cuando se 

posibilite la aplicación de principio de oportunidad, será el Fiscal el que, tiene 

que monitorear su acuerdo, su cumplimiento y el control del cumplimiento del 

tratamiento terapéutico obligatorio, que sin ella, no procederá la abstención de 

la acción penal; y, cuál es la utilidad, que, con los tratamientos terapéuticos, 

lo que se busca es la recuperación de la unidad familiar, que, el imputado 

comprenda de la gravedad de sus actos; y, que la víctima conozca sus 

derechos y ambos cooperen en el restablecimiento de la relación familiar, para 

el bienestar del resto del grupo.   

 

c. Texto Único Ordenado de la Ley 30364  

Esta Ley, en su artículo 40 precisó que “En el trámite de los procesos por 

violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar está prohibida 

la confrontación y la conciliación entre la víctima y el agresor, (…)”  

De donde se observa, que esta norma de igual manera prohíbe el uso la 

confrontación y la conciliación; sin embargo, no se refiere taxativamente al 

principio de oportunidad como si lo hace con la figura jurídica de conciliación; 

ello qué implica, significa que se encuentran prohibidas la aplicación de 

determinados institutos procesales y otras sí se pueden permitir; y sobre el 

particular, ya hemos sustentado del por qué debe ser aplicable el principio de 
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oportunidad en los delitos de agresiones contra las mujeres o integrantes del 

grupo familiar. Aún, cundo los institutos de la conciliación, así como la 

mediación o la transacción tienen otra naturaleza.   

 

d. Acuerdo Plenario Nº 009-2019  

Este acuerdo plenario, llevado cabo en el XI Pleno Jurisdiccional de las Salas 

penales permanente, transitoria y especial por la Corte Suprema de Justicia 

de la Republica de fecha 10 de Setiembre del 2019, ha establecido la 

prohibición del uso de la figura de principio de oportunidad y acuerdo 

preparatorio en el delito tipificado en el artículo 122-B y artículo 122 inciso 3) 

literales c), d) y 2); fundando su exposición en lo siguiente: 

Desde el punto de vista de la Corte Suprema, los delitos de agresiones en 

contra de la mujer o integrantes del grupo familiar afectan el interés público 

en razón: Bien jurídico: Es Pluriofensivo, en caso violencia de genero  se 

protege el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, notando que 

la violencia de genero puede presentarse tanto fuera como dentro de la 

convivencia familiar; y, el caso de violencia doméstica, es decir de una 

persona contra otro miembro, aquí se protege el derecho de estos a la 

integridad física, psíquica y salud así como al derecho de una vida sin 

violencia; pero también, en otros delitos que son pluriofensivos se protegen 

un conjunto de bienes jurídicos, como el robo agravado por citar un ejemplo; 

pero que, si no procede un principio de oportunidad es básicamente por la 

penalidad, y no por otros factores. 
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En ese sentido el legislador estableció que es un problema social, por las 

reiteradas modificaciones realizadas al artículo 122 del Código Penal para 

afrontar a violencia de género y violencia de género; asimismo el haber 

considerado que no calificaban como delito y estas fueron incorporadas como 

delito; haciendo alusión que compromete gravemente un interés público. Lo 

que pasa es que no queremos entender que, el artículo 122-B del Código 

Penal, tiene precisamente su base o punto de partida en el artículo 122 de la 

misma norma; por lo que siendo coherentes, si para los supuestos del artículo 

122 se regula la aplicación de acuerdos reparatorios, conforme al inciso 6º del 

artículo 2º del Código Procesal Penal; y, para el caso de las agresiones se 

niega, solo por el bien jurídico; lo cual evidentemente consideramos que no 

es una razón suficiente.  

Atendiendo además que en el reglamento de la Ley 30364 se especifica 

textualmente que todos los hechos de violencia contra la mujer o sus 

integrantes constituyen una grave afectación al interés público, más aún que 

el Estado peruano ha asumido compromisos internacionales a raíz de la 

ratificación de convenios internacionales, que forman parte de nuestra 

legislación interna y se erigen en fuentes validas de interpretación obligatoria 

y valoración en casos de violencia contra las mujeres. Sin desmerecer de 

modo alguno a los compromisos internacionales asumidos, de lo que se trata 

es darle un sustento de la posibilidad de aplicación del principio de 

oportunidad para delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar; condicionando el mismo al cumplimiento de tratamientos terapéuticos 
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obligatorios, y con ello, solo se busca la protección de la unidad familiar, con 

pleno ejercicio de los derechos humanos de los padres e hijos. 

San Martin (2015) señala que interés público es un concepto jurídico 

indeterminado que requiere de una concreción jurídica, que no puede lesionar 

los valores constitucionales en juego. Desde la prevención especial, el interés 

público estará presente cuando sin la sanción se puede esperar que el sujeto 

vuelva a cometer otros delitos, siendo algunos de sus indicadores los 

antecedentes penales, la convicción hostil del sujeto frente a la sociedad o el 

desconocimiento consiente de la autoridad. Sin embargo, de qué sirve que 

solo han de imponerse penas efectivas o convertir las mismas, cuando ello, 

generan antecedentes y ese padre de familia se vea limitado a conseguir un 

empleo en la sociedad actual, donde en todos los centros laborales o de 

empleabilidad, lo mínimo que te solicitan son los antecedentes penales y 

judiciales; mientras que, con la aplicación de principio de oportunidad, pues 

ésta, no genera antecedentes ni penales ni judiciales. (p.261). 

Por otro lado, El Tribunal Constitucional, en el Expediente 0090-2004-AA/TC, 

ha definido el interés público como “aquello que beneficia a todos; por ende, 

es sinónimo y equivalente al interés general de la comunidad. Su satisfacción 

constituye uno de los fines del Estado y justifica la existencia de la 

organización administrativa”. Y acaso no es un interés general, la protección 

de la familia, la unidad familiar, y, por consiguiente, el tratamiento terapéutico 

de la pareja en conflicto.   

Si bien es cierto la protección a la mujer e integrantes del grupo familiar es 

muy necesario y pertinente, por tal motivo el legislador ha incorporado 
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diversos delitos sobre la agresión contra la mujer hasta una más grave que es 

el delito de feminicidio y con ello situaciones agravantes hasta situaciones 

menos graves como el delito tipificado en el artículo 122-B del código penal; 

sin embargo, también existen otros intereses de mayor dimensión, como la 

protección de la unidad familiar, la educación de los hijos, la prevención de la 

salud pública. 

En tanto es importante verificar la diferencia entre un delito grave en la que la 

pena será alta y un delito leve en la que la pena será mínima, en ese sentido 

Fernández citado por Villavicencio (2016)     las dimensiones del principio de 

proporcionalidad, llamado también prohibición en exceso, el cual consiste en 

la búsqueda de un equilibrio entre el poder penal del Estado, la sociedad y el 

imputado. Constituye un principio básico respecto de toda intervención 

gravosa de este poder, directamente a partir del principio del estado de 

derecho. 

En ese sentido no es suficiente que exista oposición entre la conducta y la 

norma penal, es necesaria la lesión o puesta en peligro del bien jurídico 

concreto cuya protección le ha sido encargada al catálogo de la parte especial 

del Código, pues nulum crimen sine iniuria (Villa, 2014).  

Al respecto el Tribunal Constitucional Expediente 010-2002-AI-TC señala “que 

este principio impone al legislador (…) que al, momento de establecer las 

penas, ellas obedezcan a una justa y adecuada proporción entre el delito 

cometido y la pena que se vaya a imponer”. 

En ese entender, podemos concluir que el principio de oportunidad, tiene una 

diferente naturaleza a las otras figuras de resolución de conflictos; precisando 
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que en las normas internacionales como nacionales no se ha prohibido el uso 

taxativo de esta figura jurídica del principio de oportunidad, por lo que su 

aplicación resultaría viable. El otro, tema tocado por este acuerdo plenario, es 

el re victimización de aplicarse este criterio de oportunidad, pues ambos 

concurrirían a una diligencia y la agraviada resultaría afectada; sin embargo 

no debemos olvidar que en una diligencia de principio de oportunidad no se 

discute ni se pone a tallar si el delito fue cometido o no por el imputado o que 

circunstancias ocurrieron los hechos, sino sé que previamente el fiscal tendrá 

elementos de convicción que vinculen al denunciando con los hechos, pues 

los puntos a tratar: Si el imputado acepta y reconoce los hechos; si acepta 

acogerse al principio de oportunidad; monto de la reparación civil, plazo de 

pago; reglas de conducta; y por qué no incluir el tratamiento terapéutico 

obligatorio del agresor y la pareja, en forma separada o en conjunto. 

Atendiendo a ello cabe preguntarse ¿puede garantizarse el derecho de la 

mujer o integrantes del grupo familiar a una vida libre de violencia y asimismo 

la protección de la familia con el uso del principio de oportunidad en el delito 

de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar? 

La respuesta es sencilla: 

La obligatoriedad de judicialización del delito tipificado en el artículo 122-B, se 

logra: 

 

Ventajas para el agente pasivo: 

Proteger el derecho a la vida libre de violencia 

Pago de la reparación civil  
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Sanción penal; por ser la pena conminada menor de tres años, la misma es 

convertida 

Reglas de conductas   

 

Desventajas para el agente pasivo: 

Duración del proceso un tiempo más prolongado 

Vulneración al derecho de protección a la familia (desintegración y 

resentimiento de la familia). 

Genera antecedentes penales al imputado, lo que le dificulta acceder a un 

puesto de trabajo. 

Aplicación del principio de oportunidad del delito tipificado en el artículo 122-

B, se lograría: 

 

Ventajas para el agente pasivo: 

Proteger el derecho a la vida libre de violencia 

Protege el derecho de la protección familiar (preservación del núcleo familiar) 

Pago de la reparación civil a favor de la agraviada 

No genera antecedentes penales al imputado para que pueda acceder a un 

centro de trabajo y con ello subsistir los gastos de su familia. 

Reglas de conductas, como el del tratamiento terapéutico obligatorio, previo a 

la abstención del ejercicio de la acción penal; pero que si bien, en la práctica 

los fiscales al parecer carecen de facultades para fijar reglas de conducta; sin 

embargo, dada a la naturaleza del caso investigado, en la misma ley tiene que 
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habilitarse de dichas atribuciones, para que la aplicación del principio citada, 

sea eficaz.    

 

Desventajas para el agente pasivo: 

No existencia sanción penal por ser la pena conminada menor de tres años, 

la misma es convertida 

 

 En consecuencia, la restricción del Acuerdo Plenario Nº 009-2019 es una 

medida inadecuada para la protección de los derechos de la mujer o 

integrantes del grupo familiar. Esta conclusión podría conducir a que la 

restricción del Acuerdo Plenario, pueden ser apartada por los operadores 

jurídicos de acuerdo al artículo 116 de la ley orgánica del poder judicial; ahora 

dependerá, cómo apartarse, con una especial fundamentación, partiendo de 

los principios de protección de la unidad familiar, la dignidad, entre otros.  

 

 Juicio de idoneidad.  

La medida de aplicación de principio de oportunidad constituye un medio 

adecuado o apto para la prosecución del objetivo; pues de su aplicación no 

solo se preservará un derecho a vivir libre de violencia sino además el derecho 

de la protección de la familia; y el mismo es usado bajo los parámetros del 

artículo 2 del Código Procesal Penal, así como su prodición de acuerdo a cada 

caso en concreto, optándose por esta medida y optimizando la aplicación de 

esta en vez de judicializar obligatoriamente este tipo de delitos; la misma que 
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será usada una vez agotada la única oportunidad que se le otorgara en el 

proceso.  

 

Juicio de necesidad 

En este caso se trata de un análisis de una relación medio –medio, esto el 

optado por el legislador, y los hipotéticos que hubiera podido adoptar para 

alcanzar el mismo fin, en nuestro caso, la aplicación de principio de 

oportunidad en el delito previsto en el artículo 122-B del Código Penal.  

En ese sentido la Corte Suprema ha optado por judicializar todos los casos 

del delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar 

en busca de la protección del derecho de la mujer o integrantes del grupo 

familiar a una vida libre de violencia, consiguiendo claro está, no obstante, con 

la restricción del principio de oportunidad en delitos de bagatela, afecta el 

derecho a la protección familiar; y con la aplicación del principio de 

oportunidad en este tipo de delito se consigue la protección del derecho de la 

mujer o integrantes del grupo familiar a una vida libre de violencia y además 

la el derecho a la protección familiar, en un tiempo menor y sobre todo 

descongestionando carga procesal en el sistema fiscal y judicial; del cual se 

ha conseguido los mismos fines en menor tiempo y sobre todo ahorrando 

desgate emocional en las partes del proceso.        

En consecuencia, la aplicación de principio de oportunidad constituye un 

medio más eficaz para posibilitar la tramitación de procesos penales por el 

delito tipificado en el artículo 122-B. 
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Juicio de ponderación en sentido estricto. 

Se dejó establecido que, el fin constitucional de la restricción es la protección 

del derecho de la mujer o integrantes del grupo familiar a una vida libre de 

violencia, y por el otro lado la aplicación del principio de oportunidad se lograra 

la protección a ambos derechos. Por su parte, la restricción constituye 

una intervención o limitación al derecho de protección de la unidad familiar y 

al principio de celeridad en el proceso. 

 La intensidad de la intervención en el vivir libre de violencia es leve. El 

Acuerdo Plenario no establece una limitación absoluta o total del ejercicio de 

la mujer o integrantes del grupo familiar a una vida libre de violencia; por el 

contrario, al aplicar un principio de oportunidad establecería una limitación 

parcial, circunscrita que se lograría tanto la protección a tener una vida libre 

de violencia, así como la protección de la unidad familiar. 

 

2.3. Definición de términos básicos 

1. Acuerdo reparatorio: Es el acuerdo voluntario entre el imputado y agraviado, 

que se plasmará en una transacción extrajudicial o conciliación, y es a ibre 

elección de las partes (Sanchez 2021) 

2. Delitos de género: Son actos u omisiones que están destinados a afectar o 

atentar contra una pesona, pero no a cuanquier persona, sino por su condición 

de género, entre los que podemos hallar al feminidicio, a las agresiones contra 

la mujer (Catillo, 2019) 
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3. Discriminación:  Es el acto de menosprecio, es una clara manifestación 

violando al principio de igualdad, y que afecta a la dignidad de la persona 

(Sánchez, 2017) 

4. Familia: Por linaje o sangre, la constituye el conjunto de ascendientes, 

descendientes y colaterales con un tronco común y los cónyuges de los 

parientes casados. (Cabanellas de Torres, Guillermo, 1997, pág. 166) 

5. Género:  Es un atributo que distingue al ser humano, en masculinos y 

femeninos, pero con iguales derechos y dignidad; que los reconoce la 

Constitucion y las leyes.  (Castillo, 2019) 

6. Hostigamiento: Son actos de molestia, actos de fastidio, de menosprecio que 

sin llegar a constituir un acto discriminatorio, afecta a la dignidad de la persona 

hostigada, usualmente es la mujer; actos or o demás, que pueden darse tanto 

en la vida privada y pública de la persona. (Ramos, 2018) 

7. Principio de oportunidad: Es una forma de solución de un conflicto penal, 

basado en la facultad que tiene el Fiscal de disponer la aplicación del principio 

de oportunidad y la abstención del ejercicio de la acción penal, así como 

solicitar al juez su aplicación, siempre que se cumplan los requisitos 

establecidos en el Art. 02 del código procesal penal. (Sanchez, 2017) 

8. Principio de protección de la familia: Que, desde el programa constitucional 

y convencional, todo Estado promueve y protege a la familia, que, como unidad 

o célula básica de la sociedad, se protege porque en base a ella se construye 

el Estado (Ballesteros, 2012) 

9. Tratamiento terapéutico: Son mandatos que las autoridades imponen en 

determinados casos, como en los delitos de violación sexual, en los que 
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siempre se ordena que, tanto la víctima como el agresor, deben someterse a 

tratamientos terapéuticos, con fines de superar el estrés generado por el acto; 

y por otro a internalizar que ese acto era reñido con la ley.  (Ley 30364) 

10. Violencia: La violencia es una forma de ejercicio de poder mediante el empleo 

de la fuerza (física, verbal, política, económica, etc.). Implica una búsqueda de 

eliminar los obstáculos que se oponen al propio ejercicio de poder, mediante el 

control de la relación obtenido mediante el uso de la fuerza. Para que exista la 

conducta violenta tiene que existir un desequilibrio de poder, que puede ser 

permanente o momentáneo. (Opcion y Otros, 2004, pág. 44) 

11. Violencia familiar: Todas aquellas situaciones que se producen al interior de 

una unidad familiar en las cuales uno o varios de sus miembros se 

interrelacionan con otros a través de la fuerza física la amenaza y/o la agresión 

emocional. (Ardito, Vega & La Rosa, Calle, 2004, pág. 9) 

12. Violencia de género: Todas aquellas situaciones de violencia (explícita o 

implícita) de variada caracterización o magnitud, que afecte a las personas por 

el hecho de ser hombre o mujeres. (Movimiento Manuela Ramoas y Centro de 

la Mujer Flora Tristian, 2005, pág. 22) 

13. Violencia Psicológica: Es toda acción u omisión directa o indirecta, que 

cause, o que pudiera ocasionar, daño emocional, disminuir la autoestima, 

perjudicar o perturbar el sano desarrollo de la personalidad de la mujer u otro 

miembro del grupo familiar, degradar o controlar las acciones, comportamientos, 

creencias y decisiones de las personas por medio de intimidación, 

manipulación, amenaza, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que 

implique un perjuicio en la salud mental, la autodeterminación, la autoestima o 
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el desarrollo personal, sin importar el tiempo que requiere para su recuperación. 

(Ley Para prevenir, sancionary erradicar la violenciacontra las mujeres y los 

integrantes del frupo familiar- Ley 30364, 2015, Art. 8). 

 

14. Violencia física: La Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 

las mujeres y los integrantes del grupo familiar”, en su artículo 8° define a la 

violencia física como la acción o conducta que causa daño a la integridad 

corporal o a la salud de una persona o más del grupo familiar. Se incluye el 

maltrato por negligencia, descuido o por privación de las necesidades básicas, 

que pudieran haber ocasionado daño físico o que puedan legar a ocasionarlo, 

sin considerar el tiempo que requiera para su recuperación. (Ley Para prevenir, 

sancionary erradicar la violenciacontra las mujeres y los integrantes del frupo 

familiar- Ley 30364, 2015, Art. 8). 
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CAPITULO III. Hipótesis y variables 

3.1.  Hipótesis 

3.1.1 Hipótesis General 

La aplicación del principio de oportunidad en el delito de agresiones en 

contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el Distrito Fiscal de Junín, 

como una justifica restaurativa, 2019-2021, resultará de mucha utilidad. 

 

3.1.2 Hipótesis Específicas 

1. Los motivos de inaplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el Distrito 

Fiscal de Huancayo, 2019-2021, tiene como base al Acuerdo Plenario 9-

2019. 

2. La viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, (lesiones 

corporales) en el distrito fiscal de Huancayo, 2019-2021, es posible porque 

no existe una prohibición normativa expresa, y servirá como una justicia 

restaurativa. 

3. La viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, 

(afectación psicológica, cognitiva o conductual) en el distrito fiscal de 

Huancayo, 2019-2021 es posible porque no existe una prohibición normativa 

expresa, y servirá como una justicia restaurativa. 
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3.2. Variables de la investigación 

El presente estudio relaciona la variable independiente: Principio de 

oportunidad, como factor causal que conllevan a la aplicación de este principio 

en los delitos de agresiones en contra de la mujer o el grupo familiar en el distrito 

Fiscal de Huancayo en el año 2019 y 2021, que luego veremos sus definiciones. 

 

Variable independiente: Principio de oportunidad. 

 

Tabla 3.  

Variable Independiente  

Definición Dimensión Indicadores Escala 

El principio de oportunidad es 

la facultad reglada del fiscal 

de disponer la abstención del 

ejercicio de la acción penal en 

los casos previstos en el 

artículo 2 del Código Procesal 

Penal. 

-Principio de 

oportunidad 

-Justicia 

restaurativa 

-Salidas 

alternativas al 

proceso 

- Elementos 

- Supuestos 

- Criterios de 

Aplicación 

 

Nominal 
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Variable dependiente: Agresiones en contra de la mujer o integrantes del 

grupo familiar. 

 

Tabla 4 

Variable Dependiente 

Definición Dimensión Indicadores Escala 

La violencia contra 

las mujeres o el 

grupo familiar, es 

un delito de 

género, que se 

encuentran 

constituida por 

cualquier acción u 

omisión que les 

causa lesiones o 

daños, 

(psicológico, 

económico, 

sexual) por su 

condición de tales. 

Agresión  en 

contra de las 

mujeres 

 

-Tipos de Violencia 

Física 

Psicológica 

Sexual 

Patrimonial 

- Sujetos de Protección 

- Norma aplicable 

- Sanción 

Nominal 

Agresiones en 

contra de los 

integrantes del 

grupo familiar 

Protección de la 

familia 

Protección del 

proyecto de vida 

de los hijos  

-Tipos de Violencia 

Física 

Psicológica 

Sexual 

Patrimonial 

- Sujetos de Protección 

- Norma aplicable 

- Sanción 
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Capítulo IV: Metodología de Investigación 

 

4.1. Método, nivel, tipo, diseño de investigación y enfoque de la investigación 

4.1.1 Método 

Considerando que, para (Álvarez-Gayou Jurgenson, 2009, pág. 103), el 

“método se refiere a una técnica empleada en la adquisición y elaboración del 

conocimiento. (…), un conjunto de medios utilizados en una ciencia, un arte o 

una actividad”  

El método a aplicar en el presente trabajo, según Sánchez (2020) es 

método general deductivo, por tratarse de una investigación cuantitativa; y entre 

los métodos específicos se harán uso de la hermenéutica, el análisis, y la 

dogmática. 

 

4.1.2 Tipo  

A decir de (Arias Gonzales, 2020, pág. 43), según su finalidad, la presente 

investigación es básica, “(…), porque en este tipo de investigación no se resuelve 

ningún problema, más bien, sirven de base teórica para otros tipos de 

investigaciones”.   

La presente investigación es básica o teórica, por cuanto, sustentamos la 

posibilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito de agresión 

en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar. 

 

 

 

4.1.3 Nivel o alcance 
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A decir de (Hernández-Sampieri & Mendoza, 2018), en “este tipo de 

estudio se observa, describe y fundamentan varios aspectos del fenómeno, no 

existe la manipulación de las variables.”  

Es descriptiva proposicional,  porque de un lado, se describe la realidad 

en la actualidad en cuanto se refiere al tratamiento de los delitos de agresiones 

contra la mujer  integrantes del grupo familiar;  en los que, por disposición del 

Acuerdo Plenario 9-2019, se prohíbe la aplicación del principio de oportunidad; 

pero, si acudimos a las estadísticas de la carga fiscal y judicial, así como del 

análisis de las normas internacionales, que, en el fondo no prohíben; entonces, 

generamos propuestas de modificación al artículo 2º del Código Procesal Penal. 

 

4.1.4 Diseño 

La presente investigación, es de diseño no experimental, transversal, para 

Arias (2020, p. 50), “se recogen datos en un solo momento y una sola vez”; 

puesto que, no se recurrió a la identificación de dos grupos de muestras; sino 

únicamente una población y muestra.  

 

4.1.5 Enfoque de la investigación 

La presente investigación, por la naturaleza del acopio de la información, 

del tratamiento de los resultados de las respuestas obtenidas de la encuesta, 

con la finalidad de sustentar o validar nuestras hipótesis, que recurrimos a la 

estadística, con el programa SPSS y Excel, el enfoque es cuantitativo.  

 

4.2 . Población y muestra; reglas de inclusión y reglas de exclusión 
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4.2.1. Población 

Considerando que la población es un todo, como refieren (Arias-Gomez y 

otros, 2016), “es un conjunto de casos, definido, limitado y accesible, (…)” Para 

la presente investigación, la población de estudio está conformada por todos los 

servidores del Ministerio Público del Distrito Fiscal de Junín; fiscales y asistentes 

de función fiscal. 

Y el número de investigaciones por el delito de agresiones contra la mujer 

o integrantes del grupo familiar, en el periodo 2019-2021, que fueron 38,041 

casos investigados. 

 

4.2.2. Muestra 

En la presente investigación, nos encontramos ante el tipo de muestra no 

probabilístico simple, que para Vara (2012); toda vez que la investigadora no 

tiene acceso al ciento por ciento de los trabajadores (fiscales y asistentes de 

función fiscal) para aplicar el instrumento de la escala Likert; por lo que, teniendo 

la posibilidad de obtener la misma información se selección a 40 servidores de 

dicha institución. 

Y, sobre las carpetas fiscales que se incorporó la información estadística 

proporcionada por el Área de Indicadores de Gestión del Distrito Fiscal de Junín, 

sobre los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, 

desde 2019 a 2021.  

 

 

4.2.3. Reglas de inclusión 
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Solo se incluyeron a los fiscales y asistentes de función fiscal de las 

fiscalías penales corporativas. 

 

4.2.4. Reglas de exclusión 

Se excluyeron a los fiscales y asistentes de función fiscal de las otras 

especialidades, como civil, familia anticorrupción, crimen organizado, y perdida 

de dominio.  

 

4.3. Técnicas e instrumentos  

Para Sánchez (2021) el instrumento escala de Likert, es  de utilidad para 

determinar o conocer los niveles de satisfacción o desacuerdo; por ello, en el 

presente caso, se utilizó la escala de Likert, pero en una ficha de encuesta 

previamente validada. 

Los ítems construidos en la escala de Likert, se encuentran en fusión a 

las dimensiones explicadas en la matriz de operacionalización de las variables; 

constituida por un total de 20 items o preguntas, que respondieron los 

funcionarios encuestados, y dicho instrumento se incorpora a continuación: 

 

“LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL DELITO DE AGRESIONES 

EN CONTRA DE LAS MUJERES O INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR EN EL 

DISTRITO FISCAL DE JUNIN, COMO JUSTICIA RESTAURATIVA, 2019-2021” 

(Acondicionado de Malaver (2017)) 

Datos generales: 

Sexo: Masculino (   )     Femenino (   ) 
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Instrucciones: Al aplicar la presente técnica de recolección de datos, mediante la encuesta, 

se busca recoger información relacionada con el tema de investigación, titulado “LA 

APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL DELITO DE AGRESIONES EN 

CONTRA DE LAS MUJERES O INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR EN EL DISTRITO 

FISCAL DE JUNIN, COMO JUSTICIA RESTAURATIVA, 2019-2021”; al respecto, se le pide 

que en los enunciados que a continuación se presentan, seleccione la alternativa que 

considere correcta, marcando con un aspa (x), su aporte será de mucha utilidad en este 

trabajo de investigación que se acompañará. Se agradece por anticipado su valiosa 

participación.  

En desacuerdo De acuerdo Totalmente de acuerdo 

1 2 3 

 

Tabla 5 

Instrumento 

N° Dimensiones/ítems Valoración 

Dimensión: Protección de la familia 1 2 3 

1. ¿Considera que la protección de la unidad familiar, debe 

anteponerse a cualquier conflicto, siempre que pueda superarse ? 

   

2. ¿Considera que el desarrollo de proyecto de vida de los hijos, 

depende mucho de la unidad familiar? 

   

3. ¿Considera que la protección de la unidad familiar, parte de planos 

convencionales y constitucionales? 

   

4. ¿Considera que, en el combate contra toda forma de agresiones a 

las mujeres o integrantes del grupo familiar, deben ponderarse 

desde el plano de la protección de la unidad de la familia? 

   

 Dimensión: Protección de proyecto de vida de los hijos    

5. ¿Considera que, la protección de proyecto de vida de los hijos, 

deber ser de atención prioritaria por parte del Estado? 
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6. ¿Está de acuerdo que, la protección de proyecto de vida y libre 

desarrollo de los hijos, deben ser evaluados en los delitos de 

agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar? 

   

 Dimensión: Salidas alternativas al proceso penal    

7. ¿Considera que, en los delitos de agresiones contra la mujer o 

integrantes del grupo familiar, debe posibilitarse las salidas 

alternativas al proceso penal? 

   

8. ¿Considera que, en los delitos de agresiones contra la mujer o 

integrantes del grupo familiar, al posibilitarse la aplicación de las 

salidas alternativas, deben estar sujetas, a algunas precisiones, 

como el tratamiento terapéutico obligatorio? 

   

9. ¿Considera que, en los delitos de agresiones contra la mujer o 

integrantes del grupo familiar, el tratamiento terapéutico obligatorio, 

debe cumplir tanto el agresor como la víctima, ante los 

profesionales psicólogos de los hospitales públicos del Perú? 

   

10. ¿Considera que, en los delitos de agresiones contra la mujer o 

integrantes del grupo familiar, los informes del tratamiento 

terapéutico obligatorio, deben ser presentados ante la fiscalía, para 

poder dictarse la disposición de abstención de la promoción de la 

acción penal? 

   

 Dimensión: Principio de oportunidad    

11. ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los 

delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, debe ser procedente? 

   

12. ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los 

delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, no afecta a la Convención de Belem do Pará, porque se 

está priorizando a la unidad familiar? 

   

13. ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los 

delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, no se contrapone a las Cien Reglas de Brasilia, porque, se 

parte de la búsqueda de la protección de la unidad familiar? 
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14. ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los 

delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, no se opone al CEDAW, porque, se prioriza a la protección 

de la unidad familiar y al libre desarrollo de los hijos? 

   

15 ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los 

delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, se encuentra en relación directa con el respeto de las 

convenciones internacionales, cuando se prioriza la protección de 

la unidad familiar? 

   

 Dimensión: Justicia restaurativa    

16. ¿Considera que, la justicia restaurativa, es una justicia reparadora, 

en función a las necesidades de las víctimas y los autores del 

delito? 

   

17. ¿Considera que, al posibilitar la aplicación del principio de 

oportunidad, en los delitos contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, en realidad se busca una justifica restaurativa? 

   

18. ¿Considera que, al posibilitar la aplicación del principio de 

oportunidad, en los delitos contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar,  al buscar la protección de la unidad, entonces estamos 

frente a una forma de una justifica restaurativa? 

   

19. ¿Considera que, al posibilitar la aplicación del principio de 

oportunidad, en los delitos contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, funcionaría mejor una justicia restaurativa, antes que una 

justicia represiva? 

   

20. ¿Considera que, al posibilitar la aplicación del principio de 

oportunidad, en los delitos contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, la justicia restaurativa, ayudará a la consolidad de la unidad 

familiar? 

   

 

¡Muchas gracias por su colaboración! 

 

Firma y sello 
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4.4. Recolección de datos 

➢ Guía de revisión  bibliográfica 

➢ Escala Likert con 20 items 

➢ Solicitud dirigida al Presidente de la Junta de Fiscales Superiores, para la 

obtención de información privilegiada, sobre la estadística de los delitos de 

agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar des periodo 2019, 

2020 y 2021 

➢ Selección de 40 profesionales entre fiscales y asistentes de función fiscal; 

acto que se encuentra sustentada con la firma de los que participaron en 

señal de conformidad, para cumplir con nuestra propuesta ética; y, que se 

anexaran solo de la muestra representativa, en este caso de 10 

encuestados.  

➢ Aplicación de la encuesta 

➢ Análisis de los resultados de la encuesta, con la ayuda de Excel y luego con 

el SPSS  
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Capítulo V: Resultados 

5.1. Validez y confiabilidad 

El instrumento se aplicó mediante una prueba piloto, y se analizó su 

confiabilidad con el coeficiente Alfa de Cronbach, cuya fórmula es:  

∝ =  
𝐾

𝐾 − 1
(1 −

∑ 𝑠𝑖
2

𝑆𝑡
2 ) 

La prueba piloto se aplicó a 10 profesionales del derecho (compuesto por 

fiscales y asistentes de función fiscal) que participaron voluntariamente en la 

investigación. Se obtuvo como resultado excelente confiabilidad. 

Se procesó los datos y se obtuvo el resultado que se muestra a 

continuación: 

Tabla 6 

Estadísticas de fiabilidad 

Alfa de Cronbach N de elementos 

0.88 10 

 

Los datos obtenidos de la prueba piloto relacionado a la variable 

dependiente afectación al principio de igualdad son confiables ya que el 

coeficiente alfa de Cronbach (0,88) se encuentra en el intervalo de 0,72 a 0,99; 

que presenta excelente confiabilidad, según siguiente tabla:  
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Tabla 7 

Interpretación del coeficiente alfa de Cronbach 

Intervalos Interpretación 

0,53 a menos Confiabilidad nula 

0,54 a 0,59 Confiabilidad baja 

0,60 a 0,65 Confiable 

0,66 a 0,71 Muy confiable 

0,72 a 0,99 Excelente confiabilidad 

1,00 Confiabilidad perfecta 

Fuente: Herrera, A (1998) Notas sobre Psicometría Bogotá: Universidad 

Nacional de Colombia. 

 

Con la validez y la confiabilidad del instrumento, se pasó a aplicarlo a 10 

profesionales del derecho (abogados, entre fiscales y asistentes de función 

fiscal) parte de la muestra. 

 

5.2.  Descripción de los resultados de las variables de estudio 

A continuación, se presentan los resultados obtenidos en cada una de las 

variables de estudio. El origen de estos resultados son los instrumentos 

aplicados fiscales y asistentes de función fiscal (todos ellos en calidad de 

abogados), y se seleccionó a dicha población, porque son los sujetos que actúan 

en los principios de oportunidad. 
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Sexo 

Tabla 8 

Sexo 

 
Frecuencia Porcentaje Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Masculino 17 42.5 42.5 42.5 

Femenino 23 57.5 57.5 100.0 

Total 40 100.0 100.0 

 

Tabla: Medición por Sexo  

 

 

Figura  7. Medición por Sexo 

 

Interpretación: 

De la tabla y gráfico, se puede observar que de los 40 encuestados, el 42,5% (17) 

tiene el sexo masculino, por otro lado, del sexo femenino forman en conjunto el 

57,5% (23) de los encuestados. 
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Dimensión: Justicia restaurativa 

Tabla 9 

Justicia restaurativa 

 
Frecuencia Porcentaje Porcentaje 

válido 
Porcentaje 
acumulado 

Totalmente 
de acuerdo 

30 75.0 75.0 75.0 

De 
acuerdo 

10 25.0 25.0 25.0 

Total 40 100.0 100.0 100.0 

Tabla: Justicia restaurativa 

 

Figura  8. Justicia restaurativa 

Interpretación: 

De la tabla y gráfico, se puede observar que de los 40 encuestados, quienes 

fueron aplicados a esta dimensión con la escala de medición, de los cuales la 

mayoría contestó de totalmente de acuerdo (75,0%), siendo equivalente a 30 

encuestados y el grupo que contesto de acuerdo (25,0%) representa a 10 

encuestados; y si sumamos ambos; en consecuencia, para el 100% de los 

encuestados, existe la posibilidad de la aplicación del principio de oportunidad 

como una forma de justicia restaurativa. 
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Dimensión: Salidas alternativas al proceso 

Tabla 10 

Salidas alternativas al proceso 

  Frecuencia Porcentaje Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

En 

desacuerdo 

5 12.5 12.5 12.5 

De acuerdo 13 32.5 32.5 45.0 

Totalmente 

de acuerdo 

22 55.0 55.0 55.0 

Total 40 100.0 100.0 100.0 

Tabla: Salidas alternativas al proceso 

 

Figura  9: Salidas alternativas al proceso 

Interpretación: 

De la tabla y gráfico, se puede observar que de los 40 encuestados, quienes 

fueron aplicados a esta dimensión con la escala de medición, de los cuales la una 

minoría contestó en desacuerdo (12,5%), siendo equivalente a 5 encuestados 

mientras que el grupo que contesto de acuerdo (32,5%) representa a 13 

encuestados y 22 encuestados refirieron estar totalmente de acuerdo, que 

equivale al 55,0%. 
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Variable: Principio de oportunidad 

Tabla 11 
Principio de oportunidad 

 
Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido Porcentaje 

acumulado 

En desacuerdo 9 22.5 22.5 22.5 

De acuerdo 17 42.5 42.5 65.0 

Totalmente de acuerdo 14 35.0 35.0 35.0 

Total 40 100.0 100.0 100.0 

Tabla: Principio de oportunidad 

 

Figura  10. Principio de oportunidad 

Interpretación: 

De la tabla y gráfico, se puede observar que de los 40 encuestados, quienes 

fueron aplicados a esta dimensión con la escala de medición, de los cuales una 

minoría contestó en desacuerdo (22,5%), siendo equivalente a 9 encuestados 

mientras que el grupo que contesto de acuerdo (42,5%) representa a 17 

encuestados y 14 encuestados refirieron estar totalmente de acuerdo, que 

equivale al 35,0%; siempre orientado a la posibilidad de aplicar el principio de 

oportunidad en los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar; lo que implica que se van comprobando nuestras hipótesis planteadas, 

como se explicará más adelante. 
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Dimensión: Agresión en contra de las mujeres 

Tabla 12 
Agresión en contra de las mujeres 

  Frecuencia Porcentaje Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

De acuerdo 16 40.0 40.0 40.0 

Totalmente 
de acuerdo 

24 60.0 60.0 60.0 

Total 40 100.0 100.0 100.0 

Tabla: Agresión en contra de las mujeres 

 

Figura 11. Agresión en contra de las mujeres 

Interpretación: 

De la tabla y gráfico, se puede observar que de los 40 encuestados, quienes 

fueron aplicados a esta dimensión con la escala de medición, de los cuales la 

mayoría contestó totalmente de acuerdo (60,0%), siendo equivalente a 24 

encuestados mientras que el grupo que contesto de acuerdo (40,0%) representa 

a 16 encuestados; por lo tanto, una vez más, el sustento de la necesidad de la 

implementación de la aplicación del principio de oportunidad en los delitos de 

agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, es posible. 
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Dimensión:  

Tabla 13 
Protección de la familia 

  Frecuencia Porcentaje Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

De acuerdo 17 42.5 42.5 42.5 

Totalmente de 
acuerdo 

23 57.5 57.5 57.5 

Total 40 100.0 100.0 100.0 

Tabla: Protección de la familia 

 

Figura 12: Protección de la familia 

Interpretación: 

De la tabla y gráfico, se puede observar que de los 40 encuestados, quienes 

fueron aplicados a esta dimensión con la escala de medición, de los cuales la 

mayoría contestó totalmente de acuerdo (57,5%), siendo equivalente a 23 

encuestados y el grupo que contesto de acuerdo (42,5%) representa a 17 

encuestados; mientras que 13 encuestados refirieron estar totalmente de acuerdo, 

que equivale al 32,5%. 
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Dimensión: Protección del proyecto de vida de los hijos 

Tabla 14 

Protección del proyecto de vida de los hijos 

  Frecuencia Porcentaje Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

En desacuerdo 14 35.0 35.0 35.0 

De acuerdo 13 32.5 32.5 67.5 

Totalmente de acuerdo 13 32.5 32.5 100.0 

Total 40 100.0 100.0 
 

Tabla: Protección del proyecto de vida de los hijos 

 

Figura 13. Protección del proyecto de vida de los hijos 

Interpretación: 

De la tabla y gráfico, se puede observar que de los 40 encuestados, quienes 

fueron aplicados a esta dimensión con la escala de medición, de los cuales la 

mayoría contestó en desacuerdo (35,0%), siendo equivalente a 14 encuestados y 

el grupo que contesto de acuerdo (32,5%) representa a 13 encuestados; mientras 

que 13 encuestados refirieron estar totalmente de acuerdo, que equivale al 32,5%. 
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Variable: Agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar 

Tabla 15 
Agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar 

  Frecuencia Porcentaje Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

En desacuerdo 11 27.5 27.5 27.5 
De acuerdo 10 25.0 25.0 25.5 
Totalmente de 
acuerdo 

19 47.5 47.5 47.50 

Total 40 100.0 100.0 100.0 
Tabla: Agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar 

 

Figura  14: Agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar 

Interpretación: 

De la tabla y gráfico, se puede observar que de los 40 encuestados, quienes 

fueron aplicados a esta dimensión con la escala de medición, de los cuales la 

mayoría contestó totalmente de acuerdo (47,5%), siendo equivalente a 19 

encuestados y el grupo que contesto de acuerdo (25,0%) representa a 10 

encuestados; mientras que 11 encuestados refirieron estar en desacuerdo, que 

equivale al 27,5%. 
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5.3. Estadística oficial  

A continuación, se plasmará la estadística remitida por el Área de 

Indicadores de Gestión del Ministerio Público, del Distrito Fiscal de Junín, con el 

que se acreditará la cantidad de casos tramitados en el período 2019-2021; y 

tenemos: 

ESTADISTICAS DE LOS DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES 

Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR DEL 2019 HASTA EL 

31/12/2021. 

Tabla 16 

Delitos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar 

FISCALIA Año 2019 Año 2020 Año 2021 TOTAL 

VIOLENCIA FAMILIAR Y LOS 

INTEGRANTES DEL GRUPO 

FAMILIAR 

15164 10159 12718 38041 

TOTAL 15164 10159 12718 38041 

% 40% 27%  33% 100% 

 

Interpretación: En el cuadro se visualiza los DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA 

LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR registrado en el 

periodo del 2019 hasta el 31/12/2021.  En total existen 38,041 casos por delitos. . El 

año con mayor cantidad de casos se registra en el año 2019 con 15,164 (40%) y el 

año con menor cantidad de casos es al año 2020 con 10,159 (27%), Esto debido 

como consecuencia del Covid 19. 
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Figura  15. Delito De Violencia Contra Las Mujeres Y Los Integrantes Del Grupo Familiar Del 2019 Hasta 
El 2021 

 

Figura  16. Distribución porcentual de casos por el delito de violencia contra las mujeres 
y los integrantes del grupo familiar del periodo del 2019 hasta el 2021 

 

1. Cantidad de casos ingresados por delitos de violencia contra las 

mujeres y los integrantes del grupo familiar separados por fiscalías del 

2019 hasta el 31/12/2021 

Tabla 17 
Delito de violencia contra las grupo familiar por años 2019 -2021 

DELITO DE VIOLENCIA CONTRA LAS 
GRUPO FAMILIAR POR AÑOS 

Año 2019 Año 2020 Año 2021 TOTAL % 

MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL      

02º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1611 98

7 

1455 4053 11% 

03º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1843 91

2 

1291 4046 11% 

04º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1646 1014 1349 4009 11% 

05º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1648 1208 1485 4341 11% 
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06º FPPC-HUANCAYO(NCPP) 1731 1248 1444 4423 12% 

FPM-SURCUBAMBA(NCPP) 11

8 

13

4 

131 383 1% 

FPPC-CHUPACA(NCPP) 75

4 

66

4 

815 2233 6% 

FPPC-CONCEPCION(NCPP) 56

5 

43

5 

592 1592 4% 

FPPC-JAUJA(NCPP) 1296 69

1 

757 2744 7% 

FPPC-JUNIN(NCPP) 24

1 

24

7 

251 739 2% 

FPPC-TARMA(NCPP) 1031 78

7 

1084 2902 8% 

FPPC-YAULI(NCPP) 45

6 

14

3 

251 850 2% 

FPPC-TAYACAJA (NCPP) 55

9 

45

2 

410 1421 4% 

TOTAL 15164 10159 12718 38041 100% 

 

Interpretación:  En  la  figura  se  visualiza  los  DELITOS  DE  VIOLENCIA  

CONTRA  LAS  MUJERES  Y  LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, 

separados por Fiscalías registrado en el periodo del 2019 hasta el 31/12/2021. 

La fiscalía con mayor cantidad de delitos registrado se encuentra en la 6° FPPC 

de Huancayo en total con 4,423 (representa el 12%) y la fiscalía con menor 

cantidad de delitos es la FPM de Surcubamba con 383 (representa el 1%) del total. 

  

 

Figura  17. Cantidad de delitos de violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar del 2019 hasta el 2021 
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Figura  18. Distribución porcentual de casos por el delito de violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar del periodo del 2019 hasta el 31/12/2021 

                

 La carga fiscal por el delito de agresiones contra la mujer o integrantes del 

grupo familiar, en todas las provincias del Distrito Fiscal de Junín, es muy alta; 

dado que. No es el único delito que se tiene que atender, con la aplicación del 

principio de oportunidad esto podría cambiar; y, más aún, cuando van 

acompañados de las terapias obligatorias. 

 De lo que se tiene, que en el período investigado se llegaron a investigar 

un total de 38,041 casos por delito de agresiones contra la mujer o integrantes 

del grupo familiar, delito previsto en el artículo 122-B del Código Penal, y esa 

cifra de hecho es inmanejable para los fiscales del Distrito Fiscal de Junín; y, en 

la actualidad, considerando que serán 6 fiscales de la sub especialidad de 

violencia, quienes serán competentes para conocer este delito; simplemente 

será inmanejable.  
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Ahora, de ese universo de 38,041 casos investigados, se tomó la muestra 

de 40 carpetas, solo con la finalidad de verificar los plazos, y como se aprecia en 

los cuadros siguientes, se tiene que las investigaciones por el delito investigado, 

exceden largamente el plazo de los 60 días, que como plazo legal corresponde 

a las diligencias preliminares; que, en el caso de aplicarse el principio de 

oportunidad, estamos seguros que esas carpetas que nos sirven de muestra, no 

tendrían esos niveles de retraso.  

Más por el contrario,   esos casos y otros, estarían totalmente concluidos, 

y las familias involucradas en ese proceso de violencia o agresiones contra la 

mujer o integrantes del grupo familiar, tal vez en su gran mayoría recompuestos, 

llevando una convivencia en armonía. 
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Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Huancayo 

Fuente: Ministerio Publico 

Delito: Agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar tipificada en el artículo 122-B del código penal. 

Tabla 18 

Delito: Agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar tipificada en el artículo 122-B del código penal. 

Nº Carpeta 

Fiscal 

Lesión 

Física 

Lesión 

Psicológico 

Agraviado Estado Duración  de la Investigación Pena Reglas de 

Conducta 

Reparación 

Civil 

1  

01-2019 

 

---------- 

 

Afectación 

Conductual 

 

Mayor de 

edad 

 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

05-02-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

2  

63-2019 

 

02 x03 

 

-------------- 

 

Mayor de 

edad 

 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

07-03-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

3 114-2019 ---------- Afectación 

psicológica 

Mayor de 

edad 

Sentenciado 

por 

Conclusión 

Anticipada 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

09-03-

2019 

10 meses y 08 días 

Convertido a 44 meses y 

55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 

acercarse a la 

víctima por 06 

meses 

s/. 400.00 

Sentencia 05-06-20 

Tiempo 01 año y 

03 meses 

4 250-2019 02x07 -------------- Mayor de 

edad 

 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

05-03-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

5 251-2019  

---------- 

Afectación 

Conductual 

Mayor de 

edad 

Sentenciado 

por 

Conclusión 

Anticipada 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

05-03-19 10 meses y 08 días 

Convertido a 44 meses y 

55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 

acercarse a la 

víctima por 06 

meses 

 

s/. 300.00 

Sentencia 07-05-20 

Tiempo 01 años y 

02 meses 
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6 285-2019 02x05 -------------- Mayor de 

edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

10-03-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

7 309-2019  Afectación 

psicológica 

Mayor de 

edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

20-03-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

8 334-2019 01x03 ---------- Mayor de 

edad 

Sentenciado 

por 

Conclusión 

Anticipada 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

02-03-

2019 

10 meses y 08 días 

Convertido a 44 meses y 

55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 

acercarse a la 

víctima por 06 

meses 

s/. 400.00 

Sentencia 06-07-

2020 

Tiempo 01 año y 

04 meses 

9 335-2019 01x05 -------------- Mayor de 

edad 

Sentenciado 

por 

Conclusión 

Anticipada 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

02-03-

2019 

10 meses y 08 días 

Convertido a 44 meses y 

55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 

acercarse a la 

víctima por 06 

meses 

s/. 500.00 

Sentencia 05-03-

2020 

Tiempo 01 año 

10 346-2019 ------------ Afectación 

psicológica 

Mayor de 

edad 

Sentenciado 

por 

Conclusión 

Anticipada 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

05-03-

2019 

10 meses y 08 días 

Convertido a 44 meses y 

55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 

acercarse a la 

víctima por 06 

meses 

s/. 300.00 

Sentencia 16-04-

2020 

Tiempo 1 año y un 

mes 

11 458-2019 01x06 ---------- Mayor de 

edad 

Sentenciado 

por 

Conclusión 

Anticipada 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

06-03-

2019 

10 meses y ocho días 

Convertido a 44 meses y 

55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 

acercarse a la 

víctima por 06 

meses 

 

s/. 300.00 

Sentencia 28-02-

2020 

Tiempo 11 meses 

12 460-2019 ------------

- 

Afectación 

Conductual 

Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

06-03-

2019 
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Sentencia  

Tiempo  

13 497-2019 02x06 -------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

06-03-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

14 512-2019  Afectación 

Psicológica 

Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

07-03-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

15 549-2019 01x04 ---------- Mayor de 

Edad 

Sentenciado 

por 

Conclusión 

Anticipada 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

07-03-

2019 

10 meses y ocho días 

Convertido a 44 meses y 

55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 

acercarse a la 

víctima por 06 

meses 

 

s/. 400.00 

Sentencia 22-03-

2021 

Tiempo 02 años 

16 561-2019 02x05 Afectación 

Conductual 

Mayor de 

Edad 

Sentenciado 

por 

Conclusión 

Anticipada 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

07-03-

2019 

20 meses y 16 días 

Convertido a 88 meses y 

55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 

acercarse a la 

víctima por 06 

meses 

 

s/. 300.00 

Sentencia 17-12-

2020 

Tiempo 01 año y 

09 meses 

17 571-2019 01x03 -------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

07-03-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

18 573-2019 02x07 Afectación 

Conductual 

Mayor de 

Edad 

Sentenciado 

por 

Conclusión 

Anticipada 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

07-03-

2019 

01 año de pena privativa 

de libertad convertido. 

Prohibición de 

acercarse a la 

víctima por 01 

año. 

s/. 1000.00 

Sentencia 13-04-

2020 

Tiempo 01 año 

19 574-2019 02x06 -------------- Menor de 

edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

10-03-

2019 
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Sentencia  

Tiempo  

10 712-2019 03x06 Afectación 

Conductual 

Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

17-03-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

21 888-2019 02x05 Afectación 
Conductual 

-------------- Sentenciado 
por 

Conclusión 
Anticipada 

Inicio de Inv. 
Preliminar 

20-03-
2019 

20 meses y 16 días 
Convertido a 88 meses y 
55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 
acercarse a la 
víctima por 06 

meses 

s/. 600.00 

Sentencia 25-06-
2020 

Tiempo 1 año y 03 
meses 

22 1023-2019 ------------
- 

Afectación 
Conductual 

Mayor de 
Edad 

Sentenciado 
por 

Conclusión 
Anticipada 

Inicio de Inv. 
Preliminar 

10-03-
2019 

10 meses y ocho días 
Convertido a 44 meses y 
55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 
acercarse a la 
víctima por 06 

meses 

s/. 400.00 

Sentencia 15-06-
2020 

Tiempo 01 año y 
03 meses 

23 1237-2019 01x03 ------------- Mayor de 
Edad 

Sentenciado 
por 

Conclusión 
Anticipada 

Inicio de Inv. 
Preliminar 

15-03-
2019 

10 meses y ocho días 
Convertido a 44 meses y 
55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 
acercarse a la 
víctima por 06 

meses 

s/. 300.00 

Sentencia 12-07-

2020 

Tiempo 01 año y 

04 meses 

24 2153-2019 ------------

- 

Afectación 

Conductual 

Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

15-07-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

25 2172-2019 ------------

- 

Afectación 

Conductual 

Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

02-08-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

26 2219-2019 ------------

- 

Afectación 

Conductual 

Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

31-07-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

27 2226-2019 ------------
- 

Afectación 
Conductual 

Mayor de 
Edad 

Sentenciado 
por 

Inicio de Inv. 
Preliminar 

20-07-
2019 

10 meses y ocho días Prohibición de 
acercarse a la 

 
s/. 600.00 
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Conclusión 
Anticipada 

Sentencia 20-09-
2020 

Convertido a 44 meses y 
55 días de servicio a la 

comunidad 

víctima por 06 
meses 

Tiempo 01 año y 
un mes 

28 2272-2019 ------------
- 

Afectación 
Cognitiva 

Conductual 

Mayor de 
Edad 

Sentenciado 
por 

Conclusión 
Anticipada 

Inicio de Inv. 
Preliminar 

22-07-
2019 

10 meses y ocho días 
Convertido a 44 meses y 
55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 
acercarse a la 
víctima por 06 

meses 

 
s/. 400.00 

Sentencia 20-11-

2020 

Tiempo 01 año y 

04 meses 

29 2288-2019 02x06 ------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

18-07-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

30 2917-2019 01x05 ------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

06-09-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

31 3111-2019 02x06 ------------- Mayor de 
Edad 

Con 
Acusación 

Inicio de Inv. 
Preliminar 

09-10-
2019 

10 meses y ocho días 
Convertido a 44 meses y 
55 días de servicio a la 

comunidad 

Prohibición de 
acercarse a la 
víctima por 06 

meses 

s/. 400.00 

Sentencia 10-12-

2020 

Tiempo 01 año y 

02 meses 

32 3248-2019 01x03 ------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

16-09-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

33 3268-2019 ------------

- 

Afectación 

Cognitiva 

Conductual 

Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

16-09-

2019 

   

Sentencia  

Tiempo  

34 3524-2019 01x03 ------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

10-10-

2019 

   

Sentencia  



164 

 

Tiempo  

35 494-2020 01x04 ------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

13-02-

2020 

   

Sentencia  

Tiempo  

36 658-2020 01x05 ------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

19-02-

2020 

   

Sentencia  

Tiempo  

37 1306-2020 ------------

- 

Afectación 

Psicológica 

Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

11-05-

2020 

   

Sentencia  

Tiempo  

38 1671-2020 01x04 ------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

13-06-

2020 

   

Sentencia  

Tiempo  

39 1681-2020 ------------

- 

Afectación 

Psicológica 

Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

12-03-

2020 

   

Sentencia  

Tiempo  

40 2023-2020 01x03 ------------- Mayor de 

Edad 

Con 

Acusación 

Inicio de Inv. 

Preliminar 

16-03-

2020 

   

Sentencia  

Tiempo  
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CAPITULO VI: Prueba de hipótesis 

6.1. Prueba de Hipótesis General 

Teniendo en cuenta las hipótesis planteadas anteriormente, se demostrará 

según las estadísticas los resultados obtenidos: 

 

Formulación de las Hipótesis: 

Ho: La aplicación del principio de oportunidad en el delito de agresiones en 

contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el Distrito Fiscal de Junín, 

como una justifica restaurativa, 2020-2021, NO RESULTARÁ de mucha utilidad. 

H1: La aplicación del principio de oportunidad en el delito de agresiones en 

contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el Distrito Fiscal de Junín, 

como una justifica restaurativa, 2020-2021, RESULTARÁ de mucha utilidad. 

 

Elección del estadístico de prueba 

El estadístico de prueba que utilizaremos son las no paramétricas que consta del 

Chi cuadrado para muestras relacionadas.  

 

Nivel de significancia  

Nuestro nivel de significancia es de 5% 

Alfa =5% 

 

 

 

 

Calculo estadístico de prueba Pre-Test 
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Tabla 19 
Cálculo estadístico de prueba Pre-Test de hipótesis general 

Pruebas de chi-cuadrado 

 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 

Chi-cuadrado de Pearson 6,289 4 0.179 

Razón de verosimilitud 6.126 4 0.190 

Asociación lineal por lineal 3.007 1 0.083 

N de casos válidos 40   

Fuente: Elaboración propia 

p-valor = 0.179 > 0.05 

La Chi cuadrado obtenida es de 6,289 lo que implica una relación significativa 

alta. 

 

Figura  19. Principio de oportunidad 

 

Decisión Estadística. 

La Chi cuadrado es de 6,289 lo que implica una relación significativa alta. Por 

tanto, se nota una relación significativa entre las dos variables.   

Conclusión Estadística 
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Considerando que el p-valor = 0.179 > 0.05. Este coeficiente significativo según 

Hernández; Fernández y Baptista (2010, pp312) indica que hay una correlación 

directa y alta con 5% de probabilidad de error. En tal sentido se rechaza la 

hipótesis nula  (H0) y se acepta la hipótesis de la investigación (H1). 

 

Se concluye que, La aplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el Distrito 

Fiscal de Junín, como una justifica restaurativa, 2020-2021, RESULTARÁ de 

mucha utilidad. 

 

6.2.  Prueba de la Primera Hipótesis Especifica  

Teniendo en cuenta las hipótesis planteadas anteriormente, se demostrará 

según las estadísticas los resultados obtenidos: 

 

Formulación de las Hipótesis: 

Ho: Los motivos de inaplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el Distrito 

Fiscal de Huancayo, 2020-2021, NO TIENE como base al Acuerdo Plenario 9-

2019. 

H1: Los motivos de inaplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el Distrito 

Fiscal de Huancayo, 2020-2021, TIENE como base al Acuerdo Plenario 9-2019. 

 

Elección del estadístico de prueba 
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El estadístico de prueba que utilizaremos son las no paramétricas que consta del 

Chi cuadrado para muestras relacionadas.  

 

Nivel de significancia  

Nuestro nivel de significancia es de 5% 

Alfa =5% 

Calculo estadístico de prueba Pre-Test 

Tabla 20 
Cálculo estadístico de prueba Pre-Test de hipótesis general 

Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 

Chi-cuadrado de Pearson 1,036 4 0.904 
Razón de verosimilitud 1.037 4 0.904 
Asociación lineal por lineal 0.901 1 0.342 
N de casos válidos 40   

Fuente: Elaboración propia 

p-valor = 0.904 < 0.05 

La Chi cuadrado obtenida es de 1,306 lo que implica una relación significativa alta. 

 

Figura  20. Inaplicación del principio de oportunidad 

Decisión Estadística. 
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La Chi cuadrado es de 1,306 lo que implica una relación significativa moderada. 

Por tanto, se nota una relación significativa entre las dos variables.   

 

Conclusión Estadística 

Considerando que el p-valor = 0.904 > 0.05. Este coeficiente significativo según 

Hernández; Fernández y Baptista (2010, pp312) indica que hay una correlación 

directa y alta con 5% de probabilidad de error. En tal sentido se rechaza la 

hipótesis nula (H0) y se acepta la hipótesis de la investigación (H1) 

Se concluye que, Los motivos de inaplicación del principio de oportunidad en el 

delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el 

Distrito Fiscal de Huancayo, 2020-2021, TIENE como base al Acuerdo Plenario 

9-2019. 

 

6.3. Prueba de la Segunda Hipótesis Especifica  

Teniendo en cuenta las hipótesis planteadas anteriormente, se demostrará 

según las estadísticas los resultados obtenidos: 

 

Formulación de las Hipótesis: 

Ho: La viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, (lesiones 

corporales) en el distrito fiscal de Huancayo, 2020-2021, NO ES POSIBLE 

porque existe una prohibición normativa expresa, y servirá como una justicia 

restaurativa. 
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H1: La viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, (lesiones 

corporales) en el distrito fiscal de Huancayo, 2020-2021, ES POSIBLE porque 

no existe una prohibición normativa expresa, y servirá como una justicia 

restaurativa. 

 

Elección del estadístico de prueba 

El estadístico de prueba que utilizaremos son las no paramétricas que consta del 

Chi cuadrado para muestras relacionadas.  

 

Nivel de significancia  

Nuestro nivel de significancia es de 5% 

Alfa =5% 

Calculo estadístico de prueba Pre-Test 

Tabla 21 

Cálculo estadístico de prueba Pre-Test de hipótesis general 

Pruebas de chi-cuadrado 

 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 

Chi-cuadrado de Pearson 1.049 2 0.592 

Razón de verosimilitud 1.001 2 0.606 

Asociación lineal por lineal 0.732 1 0.392 

N de casos válidos 40   

  

Fuente: Elaboración propia 

p-valor = 0.592 < 0.05 

La Chi cuadrado obtenida es de 1,049 lo que implica una relación significativa 

moderada. 
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Figura 21. Justicia restaurativa 

Decisión Estadística. 

La Chi cuadrado es de 25,019 lo que implica una relación significativa 

moderada. Por tanto, se nota una relación significativa entre las dos variables.   

 

Conclusión Estadística 

Considerando que el p-valor = 0.592 > 0.05. Este coeficiente significativo según 

Hernández; Fernández y Baptista (2010, pp312) indica que no hay una 

correlación directa y alta con 5% de probabilidad de error. En tal sentido se 

rechaza la hipótesis nula (H0) y se acepta la hipótesis de la investigación (H1). 

Se concluye que, La viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en 

el delito de agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, 

(lesiones corporales) en el distrito fiscal de Huancayo, 2020-2021, ES 

POSIBLE porque no existe una prohibición normativa expresa, y servirá como 

una justicia restaurativa. 
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6.4.  Prueba de la Tercera Hipótesis Especifica  

Teniendo en cuenta las hipótesis planteadas anteriormente, se demostrará 

según las estadísticas los resultados obtenidos: 

 

Formulación de las Hipótesis: 

Ho: La viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, (afectación 

psicológica, cognitiva o conductual) en el distrito fiscal de Huancayo, 2020-2021 

NO ES POSIBLE porque existe una prohibición normativa expresa, y servirá 

como una justicia restaurativa. 

H1: La viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, (afectación 

psicológica, cognitiva o conductual) en el distrito fiscal de Huancayo, 2020-2021 

ES POSIBLE porque no existe una prohibición normativa expresa, y servirá 

como una justicia restaurativa. 

 

Elección del estadístico de prueba 

El estadístico de prueba que utilizaremos son las no paramétricas que consta del 

Chi cuadrado para muestras relacionadas.  

 

Nivel de significancia  

Nuestro nivel de significancia es de 5% 

Alfa =5% 
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Calculo estadístico de prueba Pre-Test 

Tabla 22 

Cálculo estadístico de prueba Pre-Test de hipótesis general 

Pruebas de chi-cuadrado 

 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 

Chi-cuadrado de Pearson 0.95 2 0.622 

Razón de verosimilitud 1.010 2 0.604 

Asociación lineal por lineal 0.025 1 0.874 

N de casos válidos 40   

  

Fuente: Elaboración propia 

p-valor = 0.622 < 0.05 

La Chi cuadrado obtenida es de 0,95 lo que implica una relación significativa 

moderada. 

 

Figura 22. Prohibición normativa expresa y servirá como una justicia restaurativa 

Decisión Estadística. 

La Chi cuadrado es de 0,95 lo que implica una relación significativa moderada. 

Por tanto, se nota una relación significativa entre las dos variables.   
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Conclusión Estadística 

Considerando que el p-valor = 0.622 > 0.05. Este coeficiente significativo según 

Hernández; Fernández y Baptista (2010, pp312) indica que no hay una 

correlación directa y alta con 5% de probabilidad de error. En tal sentido se 

rechaza la hipótesis nula (H0) y se acepta la hipótesis de la investigación (H1). 

Se concluye que, La viabilidad de la aplicación del principio de oportunidad en 

el delito de agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, 

(afectación psicológica, cognitiva o conductual) en el distrito fiscal de 

Huancayo, 2020-2021 ES POSIBLE porque no existe una prohibición 

normativa expresa, y servirá como una justicia restaurativa. 

     La presente investigación tiene relación con la investigación desarrollada 

por Briceño y Larzo (2021), cuya conclusión sustentada fue: “Existe relación 

hipotética entre el criterio de oportunidad en el delito de agresiones contra las 

mujeres o integrantes del grupo familiar en la Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Tarma durante el año 2018; pues del total de carpetas fiscales 

analizadas se tiene que en el 44% de carpetas fiscales sí se dispusieron la 

aplicación del criterio de oportunidad - acuerdo reparatorio - por el delito de 

agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo familiar. Que si bien, los 

citados investigadores, sustentaron sobre la aplicación de criterios de 

oportunidad en los delitos previstos en el artículo 122-B del Código Penal; 

mientras que, nuestra postura en la investigación, es distinta, lo que se 

pretende es la regulación de la aplicación de principio de oportunidad en dichos 

delitos; pero, con la regla de conducta que, antes de dictarse la abstención del 

ejercicio de la acción penal, se cumpla con el tratamiento terapéutico 
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obligatorio, por un lado el agresor, así como la víctima, y por otro, de acuerdo 

a la naturaleza, también los hijos menores, a cargo de los profesionales 

psicólogos de los hospitales públicos; allí estriba la diferencia.  
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Conclusiones 

 

1. Se identificó y sustentó la utilidad de la aplicación del principio de oportunidad en 

el delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el 

Distrito Fiscal de Junín, como una justifica restaurativa, en base a los datos 

obtenidos en el período 2019-2021; por lo tanto, existe la necesidad de modificar 

el artículo 2º del Código Procesal Penal de 2004. 

 

2. Cuando se sustentaron los motivos de inaplicación del principio de oportunidad en 

el delito de agresiones en contra de la mujer o integrantes del grupo familiar en el 

Distrito Fiscal de Huancayo; esto a partir del Acuerdo Plenario 9-2019, 

consideramos que en realidad la prohibición es de la conciliación, más no de la 

aplicación del principio de oportunidad, máxime que la carga del periodo 2019-

2021, nos informa que se tuvieron 38,041 casos investigados. 

 

3. Que el base a los datos estadísticos reales del periodo 2019-2021, y los resultados 

de las encuestas a los operadores del sistema de justicia involucrados con la 

investigación de delitos, se advierte que la viabilidad de la aplicación del principio 

de oportunidad en el delito de agresiones en contra de las mujeres o integrantes 

del grupo familiar, (lesiones corporales). 

 

4. Del mismo modo, se ha logrado acreditar sobre la existencia de la viabilidad de la 

aplicación del principio de oportunidad en el delito de agresiones en contra de las 

mujeres o integrantes del grupo familiar, (afectación psicológica, cognitiva o 

conductual) en el distrito fiscal de Huancayo, en base a los datos del periodo 2019-

2021. 
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Recomendaciones 

 

1. Se sugiere realizar los trámites y propuestas ante el Señor Fiscal de la Nación, 

para que pueda presentar el proyecto de Ley, para modificar el artículo 2º del 

Código Procesal Penal de 2004, permitiendo la aplicación del principio de 

oportunidad en los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo 

familiar, en base a los principios consagrados en los artículos 1, 4 y 5 de la 

Constitución Política del Estado. 

 

2. Por lo tanto, también se sugiere, que la Corte Suprema, adopte una postura 

diferente a lo consignado en el Acuerdo Plenario 9-2019, consideramos que en 

realidad la prohibición es de la conciliación, más no de la aplicación del principio 

de oportunidad, máxime que la carga del periodo 2019-2021, nos informa que se 

tuvieron 38,041 casos investigados. 

 

3. Se sugiere que al presente el proyecto de Ley, se haga en base a las estadísticas 

oficiales de los distritos fiscales del Perú, y como muestra se tiene al del Distrito 

Fiscal de Junín, con más de 38,000 casos en esos tres años o periodo 2019-2021. 
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Propuesta legislativa 

 

Proyecto de Ley No ……..2022 

Lima, abril de 2022  

 

VISTOS: 

Las propuestas de modificación del artículo 2º del Código Procesal Penal, elevada con 

los informes favorables y las opiniones técnicas del caso, remitida por el Señor Fiscal 

de la Nación; y,  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

Que, el Perú ha suscrito la Convención de Belem do Pará, así como el Convenio de 

CEDAW, por lo tanto, de conformidad con el artículo 55 de la Constitución Política del 

Perú, forma parte de nuestro derecho interno; que, garantizan la eliminación de las 

condiciones de accesibilidad de la población vulnerable al sistema de justicia; y, que 

debe eliminarse toda forma de discriminación hacia la mujer.  

 

Que, en el artículo 40 del Texto Único Ordenado de la Ley 30364, en los casos de 

procesos por violencia  familiar, o el los delitos de agresiones contra la mujer o 

integrantes del grupo familiar, se prohíbe expresamente la conciliación, así también lo 

ha precisado la Corte Suprema de la República, en el Acuerdo Plenario 9-2019; 

prohibición que puede alcanzar a la celebración de acuerdos reparatorios. 

 

Que, conforme a las estadísticas de los distritos fiscales del país, la carga por este 

delito, (artículo 122-B del Código Penal), es muy alta; que, incluso forzó a la creación 
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de las fiscalías especializadas en violencia familiar, y entre sus atribuciones tendrá 

que conocer los supuestos del delito antes citado. 

 

Que, conforme a las reglas generales del artículo 2º del Código Procesal Penal de 

2004, para la procedencia del principio de oportunidad, se precisa que la pena legal, 

no sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad; y, conforme al artículo 

122-B del Código Penal, este injusto penal, tiene como pena legal conminada es de 

no mayor de tres años; en consecuencia, dentro de los alcances generales del artículo 

2º del Código Procesal citado.  

 

Que, además, teniendo en cuenta que la justicia restaurativa, tiene por finalidad 

restaurar los hechos a su estado anterior; y, considerando que el artículo 1º de la 

Constitución protege la dignidad humana; además, que conforme a los artículos 4 y 5 

de la misma carta magna, sustentan el principio de protección del niño, la madre, 

anciano, la familia y el matrimonio; y, propicia la unión de hecho; y, al posibilitar que 

los fiscales del Perú, puedan aplicar principio de oportunidad en los supuestos del 

artículo 122-B del Código Penal; entonces, también se posibilitará la vigencia real de 

los principios ya citados; además, de dar soluciones oportunas al caso, y, para ello, 

los fiscales deben tener las facultades de fijar reglas de conducta como el tratamiento 

terapéutico obligatorio para el agresor y víctima, así como para los hijos menores.  

 

Estando al informe favorable de la Comisión respectiva, este Pleno del Congreso, en 

uso de las atribuciones establecidas en el artículo 110 de la Constitución Política del 

Estado, ha dado la Ley que modifica el artículo 2º del Código Procesal Penal; con el 
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siguiente texto final: 

 

SE RESUELVE: 

Artículo 1.- Modificar el artículo segundo del Código Procesal Penal de 2004, con la 

siguiente precisión:  

Procede la aplicación del principio de oportunidad, en los delitos previstos en el 

artículo 122-B del Código Penal, con la fijación de reglas de conducta de obligatorio 

cumplimiento, lo que el fiscal deberá verificar antes de emitir la disposición de 

abstención de la acción penal.  

 

Igualmente precisar, que la regla de conducta a fijarse de manera obligatoria, será el 

de Tratamiento Terapéutico obligatorio, para el agresor y agraviada, y, de ser el caso, 

también para los hijos menores, a llevarse a cabo por los profesionales psicólogos de 

los hospitales públicos del Perú. 
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ANEXO A 

 

 

 

“LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL DELITO DE AGRESIONES 

EN CONTRA DE LAS MUJERES O INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR EN EL 

DISTRITO FISCAL DE JUNIN, COMO JUSTICIA RESTAURATIVA, 2019-2021” 

(Acondicionado de Malaver (2017)) 

Datos generales: 

Sexo: Masculino (   )     Femenino (   ) 

 

Instrucciones: Al aplicar la presente técnica de recolección de datos, mediante la encuesta, 

se busca recoger información relacionada con el tema de investigación, titulado “LA 

APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL DELITO DE AGRESIONES EN 

CONTRA DE LAS MUJERES O INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR EN EL DISTRITO 

FISCAL DE JUNIN, COMO JUSTICIA RESTAURATIVA, 2019-2021”; al respecto, se le pide 

que en los enunciados que a continuación se presentan, seleccione la alternativa que 

considere correcta, marcando con un aspa (x), su aporte será de mucha utilidad en este 

trabajo de investigación que se acompañará. Se agradece por anticipado su valiosa 

participación.  

En desacuerdo De acuerdo Totalmente de acuerdo 

1 2 3 

 

N° Dimensiones/ítems Valoración 

Dimensión: Protección de la familia 1 2 3 

1. ¿Considera que la protección de la unidad familiar, debe anteponerse a 

cualquier conflicto, siempre que pueda superarse ? 

   

2. ¿Considera que el desarrollo de proyecto de vida de los hijos, depende 

mucho de la unidad familiar? 

   

3. ¿Considera que la protección de la unidad familiar, parte de planos 

convencionales y constitucionales? 

   



 

 

4. ¿Considera que, en el combate contra toda forma de agresiones a las 

mujeres o integrantes del grupo familiar, deben ponderarse desde el plano 

de la protección de la unidad de la familia? 

   

 Dimensión: Protección de proyecto de vida de los hijos    

5. ¿Considera que, la protección de proyecto de vida de los hijos, deber ser 

de atención prioritaria por parte del Estado? 

   

6. ¿Está de acuerdo que, la protección de proyecto de vida y libre desarrollo 

de los hijos, deben ser evaluados en los delitos de agresiones contra la 

mujer o integrantes del grupo familiar? 

   

 Dimensión: Salidas alternativas al proceso penal    

7. ¿Considera que, en los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes 

del grupo familiar, debe posibilitarse las salidas alternativas al proceso 

penal? 

   

8. ¿Considera que, en los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes 

del grupo familiar, al posibilitarse la aplicación de las salidas alternativas, 

deben estar sujetas, a algunas precisiones, como el tratamiento 

terapéutico obligatorio? 

   

9. ¿Considera que, en los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes 

del grupo familiar, el tratamiento terapéutico obligatorio, debe cumplir 

tanto el agresor como la víctima, ante los profesionales psicólogos de los 

hospitales públicos del Perú? 

   

10. ¿Considera que, en los delitos de agresiones contra la mujer o integrantes 

del grupo familiar, los informes del tratamiento terapéutico obligatorio, 

deben ser presentados ante la fiscalía, para poder dictarse la disposición 

de abstención de la promoción de la acción penal? 

   

 Dimensión: Principio de oportunidad    

11. ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los delitos 

de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, debe ser 

procedente? 

   

12. ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los delitos 

de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, no afecta a 

la Convención de Belem do Pará, porque se está priorizando a la unidad 

familiar? 

   

13. ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los delitos 

de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, no se 

   



 

 

contrapone a las Cien Reglas de Brasilia, porque, se parte de la búsqueda 

de la protección de la unidad familiar? 

14. ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los delitos 

de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, no se opone 

al CEDAW, porque, se prioriza a la protección de la unidad familiar y al 

libre desarrollo de los hijos? 

   

15 ¿Considera que la aplicación del principio de oportunidad en los delitos 

de agresiones contra la mujer o integrantes del grupo familiar, se 

encuentra en relación directa con el respeto de las convenciones 

internacionales, cuando se prioriza la protección de la unidad familiar? 

   

 Dimensión: Justicia restaurativa    

16. ¿Considera que, la justicia restaurativa, es una justicia reparadora, en 

función a las necesidades de las víctimas y los autores del delito? 

   

17. ¿Considera que, al posibilitar la aplicación del principio de oportunidad, 

en los delitos contra la mujer o integrantes del grupo familiar, en realidad 

se busca una justifica restaurativa? 

   

18. ¿Considera que, al posibilitar la aplicación del principio de oportunidad, 

en los delitos contra la mujer o integrantes del grupo familiar,  al buscar la 

protección de la unidad, entonces estamos frente a una forma de una 

justifica restaurativa? 

   

19. ¿Considera que, al posibilitar la aplicación del principio de oportunidad, 

en los delitos contra la mujer o integrantes del grupo familiar, funcionaría 

mejor una justicia restaurativa, antes que una justicia represiva? 

   

20. ¿Considera que, al posibilitar la aplicación del principio de oportunidad, 

en los delitos contra la mujer o integrantes del grupo familiar, la justicia 

restaurativa, ayudará a la consolidad de la unidad familiar? 

   

 

¡Muchas gracias por su colaboración! 

 

 

Firma y sello 



 

 

Anexo B 

Matriz de consistencia y operacionalización de variables 

 

Problema general  Objetivo general  Hipótesis general  Variables  Método (Enfoque y Tipo) 

¿Cuál es la 

conveniencia del 

uso del criterio de 

oportunidad que 

podría aplicarse 

ante los casos por 

el delito de 

agresiones en 

contra de la mujer 

o integrantes del 

grupo familiar en el 

Distrito Fiscal de 

Junín? 

 

 

 

 

Determinar la 

conveniencia del uso 

del criterio de 

oportunidad que 

podría aplicarse ante 

los casos por el delito 

de agresiones en 

contra de la mujer o 

integrantes del grupo 

familiar en el Distrito 

Fiscal del Junín. 

Si será conveniente la 

aplicación de salidas 

alternativas en el delito de 

Agresiones en contra de la 

mujer o integrantes del grupo 

familiar, en el Distrito Fiscal 

de Huancayo, puesto que el 

presente delito se 

encontraría dentro de los 

delitos que son accesibles a 

la aplicación de un criterio de 

oportunidad de acuerdo con 

el artículo 2 del Código 

Procesal Penal, siendo 

además que cumple con los 

requisitos para su aplicación. 

 

V. 

Independiente: 

Principio de 

Oportunidad 

Indicadores: 

- Elementos 

- Supuestos 

- Criterio de 

aplicación 

 

V. Dependiente: 

Agresiones en 

contra de la 

mujer y el grupo 

familiar. 

- Tipos de violencia 

- Sujetos de 

protección 

- Norma aplicable 

- Sanción  

Método: 

Hermenéutico 

NIVEL: 

Descriptivo 

TIPO Y ALCANCE: 

Jurídico doctrinal hermenéutico o básico 

DISEÑO: 

No experimental  

ENFOQUE: 

La investigación será de enfoque cuantitativo. 

POBLACIÓN  

No probabilístico intencional 

Las 500 carpetas fiscales de la Primera Fiscalía 

Provincial Penal Corporativa de Huancayo en 

el año 2019-2020 recaídas las denuncias de 

agresiones en contra de la mujer y el grupo 

familiar, en donde las lesiones no superan los 

10 días de incapacidad médico legal y las 

víctimas no requieren valoración para daño 

psíquico. Y la totalidad de fiscales y asistentes 

de función fiscal del Ministerio Público de la 

provincia de Huancayo  

Con criterio de inclusión y exclusión: 

Período: Dos últimos años. 

Lugar: Primera Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Huancayo. 

Problemas 

específicos  

Objetivos 

específicos  

Hipótesis específicas  

A) ¿Cuáles son los 

motivos de 

inaplicación del 

principio de 

oportunidad en el 

delito de 

A) Identificar los 

motivos de 

inaplicación del 

principio de 

oportunidad en el 

delito de agresiones en 

A) Es conveniente el uso de 

un criterio de oportunidad 

que es posible su aplicación 

en el delito de agresiones en 

contra de la mujer o 

integrantes del grupo 



 

 

agresiones en 

contra de la mujer 

o integrantes del 

grupo familiar en el 

Distrito Fiscal de 

Huancayo?  

 

B) ¿Cuál es la 

viabilidad de la 

aplicación del 

principio de 

oportunidad en el 

delito de 

Agresiones en 

contra de las 

mujeres o 

integrantes del 

grupo familiar, 

(lesiones 

corporales) en el 

distrito fiscal de 

Huancayo? 

 

C) ¿Cuál es la 

viabilidad de la 

aplicación del 

principio de 

oportunidad en el 

delito de 

Agresiones en 

contra de las 

contra de la mujer o 

integrantes del grupo 

familiar en el Distrito 

Fiscal de Huancayo. 

 

B) Identificar la 

viabilidad de la 

aplicación del principio 

de oportunidad en el 

delito de Agresiones 

en contra de las 

mujeres o integrantes 

del grupo familiar, 

(lesiones corporales) 

en el distrito fiscal de 

Huancayo. 

  

C) Identificar la 

viabilidad de la 

aplicación del principio 

de oportunidad en el 

delito de Agresiones 

en contra de las 

mujeres o integrantes 

del grupo familiar, 

(afectación, 

psicológica, cognitiva o 

conductual) en el 

distrito fiscal de 

Huancayo. 

familiar, siendo este el 

principio de oportunidad, el 

mismo que estará bajo el 

cumplimiento de 

presupuestos establecidos 

en el artículo 2 del Código 

Procesal Penal. 

 

B) Es importante la 

identificación de motivos por 

el cual hasta la fecha no ha 

sido posible la aplicación de 

manera uniforme por el delito 

de agresiones en contra de 

la mujer o integrantes del 

grupo familiar en relación al 

primer párrafo del artículo 

122-B, siendo el principal 

motivo los fundamentos 

expuestos en el Acuerdo 

Plenario N° 09-2019. 

 

C) Resulta viable la 

aplicación del principio de 

oportunidad en el delito de 

agresiones en contra de las 

mujeres o integrantes del 

grupo familiar (lesiones 

corporales) en el distrito 

Fiscal de Huancayo, en 

razón que el sistema judicial 

Tipo: Etapa de Investigación Preparatoria, 

Intermedia y Juzgamiento. 

Tipo de Código: Nuevo Código Penal. 

Delito: Agresiones en contra de la mujer o 

integrantes del grupo familiar. 

Contenido: Lesiones no superan los 10 días 

de incapacidad médico legal y las víctimas no 

requieren valoración para daño psíquico. 

MUESTRA 

No probabilística, criterio de muestra 

intencional. 

Se cogerá 40 carpetas fiscales, toda vez que la 

investigadora no tiene acceso a los 500 casos 

tramitados ante la Primera Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Huancayo. Y 40 

profesionales (entre fiscales y asistentes de 

función fiscal) del Ministerio Público de la 

provincia de Huancayo. 

TÉCNICA  

Revisión documental 

Creación de Guía de Revisión. 

Validación de Guía de Revisión. 

Tramitación para el Acceso de revisión a las 

carpetas fiscales. 

Selección de 40 carpetas fiscales relacionadas 

al delito de agresiones en contra de la mujer o 

integrantes del grupo familiar. 

Lectura de cada carpeta fiscal. 

Aplico mi técnica de recolección. 

 

INSTRUMENTO 



 

 

mujeres o 

integrantes del 

grupo familiar, 

(afectación 

psicológica, 

cognitiva o 

conductual) en el 

distrito fiscal de 

Huancayo? 

 

penal viene enfrentando una 

gran cantidad de procesos 

penales en esta materia que 

han sido judicializados, pues 

en ambos procesos se han 

conseguido el mismo fin. 

 

Encuestas. 

TÉCNICAS DE PROCESAMIENTO Y 

ANALISIS DE DATOS 

Categorización. 

La observación documental con un respectivo 

fichaje, subrayado, análisis documental y 

presentación de cuadros y gráficos fijando un 

resultado. 



 

 

Anexo C 

 

Carta dirigida al Dr. Francisco Pariona y su  Respuesta a la carta 

 



 

 

 



 

 

 

 



 

 

Anexo D 

Instrumento con la correspondiente validación por expertos   

 

 

 



 

 



 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 



 

 



 

 

 

 



 

 

 



 

 



 

 



 

 

 

 



 

 

Anexo E 

10 fichas de encuestas con las firmas de los encuestados, para sustentar 

la idoneidad y el consentimiento y evidenciar el trabajo ético  

 



 

 

 



 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 



 

 

 



 

 



 

 

 



 

 



 

 

 



 

 



 

 

 



 

 



 

 

 



 

 



 

 

 

 


